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INTRODuce ION 

El origen y prop6sito del artículo 27 Constitucional, sin 

precedente en la histo~ia mundial, se encuentra íntimamente 

vinculado a las luchas de los campesinos de M6xico, pues cuan-

do se cerraron las opciones de gestión pacífica, los pueblos -

Cám9~sinos se incorporaron a la Revolución Mexicana para res--

taurar la justici3. El reclamo de justicia, de restituci6n, la 

.r~sistencia al acaparamiento y el abusq, la conciencia de desi. 

~ualdad y la defensa de la propiedad constituyeron elementos -

sociales y econ6micos que ~eneraron el establecimiento en le-

yes de las aspiracionas campesinas, que se condensan en el ar-

tfculo 27 Constitucional. La reforma agraria ha sido un proce-

so diná~ico que ha transitado por diversas etapas, de acuer~o 

con su tiem~o y circunstancia. 

Nuestra sociedad ha registrado un conjunto de cambios iln-

portantes, que son consecuencia de las a5~iraciones de la po-

blación. Estos cambios se han reflejadO nec~sariamente en la -

adaptaci6n de las l=yes a la nueva realidad. Es en este proce-

so donde se ubica la refor~a al artículo 27 Constitucional, la 

derogaci6n de la Ley Federal de Reforma Agraria y la vigencia 

de una nU2va Lay Agraria, la Ley Orgánica de los Tribunales 



Agrarios y, la expedici6n de otros ordenamientos agrarios. 

El Decreto de reformas al artículo 27 se public6 el 6 de cn~ 

ro de 1992, la Ley Agraria y la Ley Orgánica de los Tribuna­

les Agrarios fueron publicadas en el Diario Oficial de la Fe 

dereci6n del 26 de febrero de 1992. 

Analizando el texto del artículo 189 de la Ley Agraria, 

observarnos que esta disposici6n es obscura y contradictoria, 

y sbre la puerta a la duda; pues por un lado parece orienta~ 

se a la 'laloraci6n en conciencia, esto es sin sujeci6n a re­

gle alguna; y por otro lado, exige la ~otivaci6n y fundamen­

taci6n de las resoluciones, como se espera de cualquier acto 

de autoridad, lo cual obliga al Magistrado Agrario a valorar 

el material probatorio reunido en el proceso y razonar de ma 

nera cuidadosa la fuerza que aquél tiene para sostener la re 

solución que el Tribunal adopte. 

Por ello la presente investigación pretende analizar, 

el contexto de las resoluciones ce los Magistrados Agrarios, 

para desde ahí proponer las reformas necesarias a la Ley 

Agraria. A efecto de llevar a buen fin dicho propósito, nos 

auxiliaremos del Método Hist6rico así como del Inductivo. 

En el primer caso, el Método Histórico lo utilizaremos 

para investigar sobre los antecedentes de la actual Procura-
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duría Agraria. Do la ~isma manera se maneja el Método Histó-

rico, buscando C01\OCe~ los antecederites hist6ricos de los ac 

tuales órganos jllrisdiccionales. 

Asimismo, utili=aremos el Método Inductivo, ya que ire-

mas de lo partic\llar a lo general, pues en primer lugar est~ 

diaremos los ord~namientos jurídicos que precedieron al vi--

gente artículo lU9 de la Ley Agraria, a efecto, de proponer 

su reforma. 

Por lo que Ilace a la estructura del presente trabajo, 

es la siguiente: 

La Tesis hn sido dividida en cuatro Capítulos, Bnaliza~ 

do e'n el Primero, los antecedentes de la actual Procuraduría 

Agraria, remontándonos a la etapa Colonial en donde existió 

la figura del Protector Fiscal; en 1921 se cre6 la Procuradu 

ría de Pueblos; on 1953 nació la Procuraduría de Asuntos 

Agrarios; la Direcci6n General de ?rocuraci6n Social Agraria 

surgió en 1989; y finnl~ente llegamos a las reformas de 1992 

a la Legislación Agraria que son el fundamento legal de la 

Procuraduría Agrnria. 

Tratamos en el Segundo Capítulo, a los 6rganos jurlsdi~ 

I 
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cionales, para llevar a buen fin nuestro estudio, vemos lo -

relativo a la administraci6n de justicia agraria en la época 

Precolombina, la Colonial, el período de la Independencia a 

la Revoluci6n de 1910; hasta llegar a la reforma al artIcu~o 

27 Constitucional de 1992, en donde se faculta el estableci­

miento de órganos jurisdiccionales de competencia federal y 

dotados de plena independencia y autonomía. 

El Capítulo Tercero, lo dedicamos al análisis de la na­

turaleza jurídica de la Procuraduría Agraria, SUB atribucio­

n~s y competencia; así, como las funciones más trascendentes 

para la impartici6n de justicia en el campo. 

En el Ultimo Capítulo, principiamos estudiando a los ór 

ganas Jurisdiccionales en cuanto a su competencia, jurisdic­

ción y facultades, finalmente, pasamos a formular nuestras 

propuestas de reformas a la Ley Agraria. 

Es importante, precisar que, estamos totalmente de acuer 

do con las reformas a la Constitución federal en el sentido 

de adecuarlo a efecto de dar el fundamento jurídico para la -

creaci6n de la Procuraduría Agraria así como de los Organos 

Jurisdiccionales, pero hace falta corregir los errores del 

Legislador federol, como lo es el caso del artículo 189 de 

la Ley Agraria, del cual pedimos su reforma. 
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HEMEROTECA Y IJOGLJMCNTACIÚf¡' 

RESUK';N 

En el Capítulo Primero, estudiamos lo 

relativo a los antecedentes de la actual Procuraduría Agra--

rie, tal parece que el más remoto antepasado se encuentra en 

la época Colonial, se trata del Protector fiscal. a él se re 

fiere la Ley XVII, contenida en el Título XII, tomo 11, de -

la Recopilaci6n de Leyes de los Reynos de las Indias. 

En el siglo pasado, encontramos un an 

tecedente en el Estado de San Luis Potosí en una instituci6n 

denominada Procuradurías de Pobres, creadas por la Ley número 

18 del Congreso del Estado, expedida el 5 de marzo de 1847, 

t~ataba de la defensa de los derechos de los campesinos, pi-

diendo inmediata reparación sobre cualquier exceso, agravio, 

vejaci6n, maltratamiento, o tropelía contra aquéllos. 

En el presente siglo se expidió un De 

creta el 17 de abril de 1922, abrogando la Ley de Ejidos de 

28 de diciembre de 1920, concediendo ~acultades al Ejecutivo 

Federal para reorganizar y reglamentar el funcionamiento de 

las autoridades agrarias, y crear las Procuradurías de Pue--

bIas. Por disposición del artículo 40., se estableció en ca-

da uno de los Estados la institución de Procuraduría de Pue-

bIas, para patrocinar a los pueblos, gratuitamente, en sus _ 
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gestiones de dotación o restitució~ de ejidos, dependiendo -

el nombramiento y remoci6n de las Procuradur!as, de la Comi-

si6n Nacional Agraria. 

El Reglamento de la Comisi6n Nacional 

Agraria, del 26 de febrero de 1926 disponía en los artículos 

163 a 167 que las funciones de las Procuradurías de Pueblos 

eran: atender a los pueblos respecto de sus solicitudes de _ 

dotaci6n o restituci6n de tierras yaguas, así como en laa _ 

diligencias relacionadas con la tramitaci6n de los expedien-

tes, hasta obtener su posesión. 

Al promulgarse el Código Agrario de -

1934, éste~no previÓ la existencia de las Procuradurías de -

Pueblos, razón por la cual legalmente dejaron de existir, p! 

ra que mÁs tarde mediante Decreto publicado en el Diario Ofi 

cial de la Federación deiS de agosto de 1953, se dispusiera 

ln i~tegración de la Procuraduría de Asun:os Agrarios, su ob 

jetivo fue el de asesorar gratuitamente a los cao~esino8 que 

necesitaran hacer gestiones legales. 

Reglamento de la Procuraduría de Asun 

tos Agrarios, publicado en el Diario Oficial de la federa--

ción el 3 de agosto de 1954, estableció que las P~ocuradu---

rías de Asuntos Agrarios debían establecerse en cada una de 

- 2 -



~~';!·~~it11~.J" \¿í .. ¡:i"Ú~Í,.Iv, ... :W f~i:':'~""W Mi .. )':~¡:J,-"'··fr"?>P'i\ T: 'fr/h-"- ~ V'if!·' r· .. ~; •. ,. 
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las Delegaciones del Departamento Agrario, y tenían como fun 

ci6n general, asesorar gratuitamente a petici6n de parte, a 

los solicitantes de tierras yaguas, a los campesinos que hu 

bieran sido dotados de las mismas, en los procedimientos ju-

rídicos, administrativos, etcétera, que se suscitaran con mo 

tlvo de sus gestiones o de la defensa de sus legítimos inte-

reses. Esta Procuraduría dej6 de funcionar hasta las pos~r! 

me rías del sexenio presidencial 1958-1964. 

Reglamento Interior de la Secretaría 

de la Reforma Agraria publicado en el Diario Oficial de la -

Federaci6n del 7 de abril de 1989, mandaba que las atribucio 

nes de una unidad administrativa denominada Direcci6n Gene--

r9l de Procuraci6n Social Agraria, serían las siguientes: 

emitir las normas necesarias para el eficaz funcionamiento 

de las Procuradurías Sociales Agrarias de las Delegaciones; 

asesorar a los Comités Particulares Ejecutivos, autoridades 

ejidales o comunales y a los campesinos en general; esto es, 

en las cuestiones agrarias; atender las demandas de los par-

ticulares, ejidatarios y comuneros, por violaciones a la le-

gislaci6n agraria que lesionen los derechos de los promoven-

tes; emitir su opinión y turnarla a la autoridad competente. 

También la facultaba para intervenir _ 

por la vía conciliatoria en la soluci6n de las controversias 
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agrarias entre ejidatarios, comuneros y pequeños propleta--

rios, fundamentalmente cuando se afectaran los intereses de 

-los -nGcleos -de pOblaci6n, etc~tera. 

Tales s6n en síntesis, los anteceden-

tes de la actual Procuraduría Agraria Que tiene su fundamen-

to legal en la reforma al artículo 27 Constitucional public~ 

da en el ,Djario Oficial de la Federación del 6 de enero de -

1992. 

El objeto de estudio en el Capítulo -

Segundo. son los antecedentes de los actuales 6rganos juris-

diccionales •• En la época prehispánica las principales auto-

ridades iriternas del calpulli fueron la asamblea general, el 

consejo de ancianos y los jefes de las jurisdicciones mili--

ta~ y civil. La asamblea designaba al Chinancallec que se en 

ca~gaban del reparto de parcelas entre los miembros del cal-

pulli; loa Tequetlatos fueron los encargados de dirigir las 

faenas colectivas,en caso"de p~rdida de parcelas, el consejo 

de ancianos decidía a quien se les había de asignar nuevamen 

te. Tales eran las autoridades agrarias. Durante la etapa 

Colonial. los reyes tuvieron las más amplias facultades para 

dictar normas jurídi~~s, contemplando entre otras a la mate-

ria agraria; resultando que tenían carácter de autoridades -

agrarias con jurisdicci6n y competencia: el rey, el virrey, 
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lA f1udiencia, el cabildo, el subdelegado, los jueces de tie-

rras y procuradores. 

Consumada la Independencfa la~ funci2 

-nes agrarias pasaron a las autoridades mexicanas; la Ley de 

Secretarías de Estado de 1891'organiz6 la Secretaría de Fo--

mento con funciones espe€íficas en-materia de fomento agrop! 

cuario, en 1917 cambi6 su denominaci6n por el de Secretaría 

de Agricultura y Fomento. aftadiendo las funciones de reBtit~ 

ción y dotación de tierras yaguas, fraccionamiento de lati-

tundios y aplicación de leyes agrarias;. en 1934 se cre6 el -

Departamento Agrario Que asumió plena ju~i5dicci6n en rnate--

ria de ~eparto agrario. (Cabe aclarar Que las citadas autori 

dades tuvieron calidad de admini5tra~ivas). Por Decreto del 

6 de enero de 1915, se inici6 la reforma agraria. creándose 

dependencias especiales para el tratamiento del problema 

agrario, pero cabe señalar Que no tuvieron atribuciones ju--

risdiccionales. sino que fuer,on propiai.lente, autoridades de 

naturaleza agraria. 

El Código Agrario de 1934, mandaba 

que la aplicación de las leyes agrarias correspondía al Pre-

sidente de la República, n los Gobernadores de los Estados y 

el Jefe del Departamento del Distrito Federal, 8 la Secreta_ 

ría de Reforma Agraria; a la Secretaría de Agricultura y Re-

- 5 -
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rsos Hidráulicos; al Cuerpo Consultivo Agrario y Bias Co-

siones Agrarias Mi~tas. En los C6digos Agrarios de 1940 y 

J2 así c?mo, en la Ley Federal de Reforma Agraria de 1971, 

siiuieron considerando a las citadas como autoridades ad-

nistrativas. 

La nueva reforma ~nstituciona1 al ar 

culo 27 Constitucional,' cul~in6' con la publicacion del De 

P.to de reformas en el Diario Oficial de la Federaci6n del 

de enero de 1992, estableciéndose el fundamento para la 

c~ci6n de Tribunales' dotados de jurisdicción y competencia 

re resolver los problemas agrarios, constituyéndose por 

B T~ibunales Unitarios Agrarios necesarios y por un Tribu-

1 Superior Agrario. 

En' el Capítulo Tercero, ~os correspo~ 

estudi~r la naturaleza jurídica de la Procuraduría Agra--

a. Al efecto. cabe señalar que, se encuentra diseñada como 

organismo de abogacía social q~e asesorA en el ejercicio 

sus derechos a sujetos agrarios que i~dividual o colecti-

~ente solicitan su intervención. Es un oria~ismo' descentr! 

zado con personalidad jurídica y patrimonio propio, tiene 

iciones de representación, coadyuvancin, asesoramiento, 

iciliaci6n en controversias, prevención y denuncias de vio 

:iones a leyes agrarias, emitir recomendaciones, proponer 

- 6 -

.4V 1\ . 
f,J,,;:·,(: " 

.' .. I . 
i. tI 
, 'J~ 

~ ~';.¡~ 
l. ,1,. ~ .. 
, ')1''' 

~'~'~~ , 
'(11)''\ : 'Q::;. 

r' 

j.,. 

"i~ , 
'c. 



medidas de sef"':'J~'; 'ind .iur"t.r:Ur:A: V también le corre.s_oC?pde de--

nUnciar a funcionarios agrarios que incumplen sus funciones. 

Es importante mencionar que, dentro -

de la trascendental función que lleva a cabo la Procuraduría 

Agraria destaca la de Ombudsman, al efecto la fracción IV 

del artículo 136 de la Ley Agraria determina Que la Procura-

duría debe prevenir y denunciar ante la autoridad competen--

te, la violación de las leyes agrarias, para hacer respetar 

e~ derecho de sus asistidos a instar a l~s autoridades agra-

rias a la realización de las funciones a su cargo y emitir _ 

las Recomendaciones que considere pertinentes. 

El tema Que nos ocupa en el Capítulo 

Cuarto, es el relativo a la administración de justicia impa~ 

tida por los nU,evos Tribunales Agrarios. En primer término, 

nos referimos a la naturaleza jurídica de los Tribunales 

Agrarios, los Tribunales Agrarios cuentan con un reglamento 

interno que define su estructura orgánica, mediante el esta-

~l~~imiento de las bases de organización y funcionamiento; -

el\juiCiO agrario, acusa la tendencia de ampliar las facult~ 

de~de los Magistrados para que tengan una actuación releva~ 
te en la conducción del mismo; es decir, no sólo habrán de -

~ . 
. ~ , 

cumplir con la dir~cci6n y vigilancia d~l proceso sino tam--

bién asegurar el orden-y,su natural substanciación. 
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A pD~ti:' de 1992, IR n\!pva legisla---

ei::>:. ~:-.. -~~':::'_2. :;-:-8.:r: <1, e~"·:'3.hl..:c~ que el T:-ib,~r.al Super'ier 

Ag!'ar'io us ~a 7ixima ButOI'jJ;;C en ~at=r'i3 3grarie en ~ste 

se dirimen las con~rovcrcia~ .qu2 se presentan con muLivo de 

la actividad agraria y administra la justicia en ésta rnate--

ria, revisando fallos y resoluciones de los Tribunales Unita 

rios Agrarios. EL Tribunal Superior Agrario se integra por 

ci~cr Maeis=:-adcs numerarios y un super numerario. 

Es importante 5e~alar que, la design! 

ci6n jc :cs X~;~strados Agrarias, ~0 acuerdo a su Ley Org6l1~ 

CS, pst5 a ea~go de la C~mara ~e Senadores, y en los recesos 

de la C5mura :03 desig~a la ComjEió~ ?ermAn0n~e del COI.gresa 

de: 1, :J:11Ó!-.: ~ d~s~~n~ci0~ se :'3ce 8 prcpue~t~ deJ PrcsiJel~ 

'Ce d~ ~2 P~;::·~=-:lrn. :05 ."E1.~i''::!':~C0': CUT;::1".'1 F!T'. su cr.CA.r;;:o 

S~~E ~~lS, e~ caEO de 5~r r&,::ificndos l~~go ~p es~ ~cri0do, 

rldq~_i~~r~n !8 ~~I¡:,c~iliJHd. SolaMerlte p')drrin ser removidos 

e, .;or;:...:.. ;-0- ';;~~~GC" f:'.:.· .. cO', B\1i,~!1,j,sl. e: p:-ocL'cif":i ... r.~('l 

n;H1c::!blc ~: ~crs fUi1ci:)!l¡11>i(no del f'oC:C':" Judici8.1 r ... óp.ral. 

Cabe se~al~r Gue, l~ jurisdicción en 

i'aterie ngrar:u. por tener car~cter f~deral. comprc¡lde todo 

01 '::cr!'i~orio ~acional ~~ro perd su ~jercicio y por razones 

de- d:vi!:l.ión del tI'2.c.li1jo, ...:e La ctcrgad) a dive:"sDs tr·.':)'J'~8--

l~~ ~!s'::r~t~id~3 en el re t0,~~CC en ccnsideraciór l- .i r,'...I-
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mero de demandas que de acuerdo con las estadísticas pudie--

ran generarse en las diferentes zonas goegráficas de la RepQ 

blica Mexicana. 

La jurisdicción del Tribunal Superior 

Agrario se ejerce en todo el ámbito del país, por ser el 6r-

gano jurisdiccional de superior jerarquía que resuelve en s~ 

gundo grado los recursos de revisi6n interpuestos contra las 

sentencias dictadas por los Tribunales Unitarios Agrarios, -

establece jurisprudencia obligatoria para dichos Tribunales, 

conoce de las excitativas de justicia, de los conflictos de 

competencia de los impedimentos, excusas, recusaciones y 

quejas, ejerce el control administrativo de todos los 6rga--

nos y oficinas que integran el sistema de justicia agraria. 

Entre las facultades jurisdiccionales 

del Tribunai Superior Agrario, encontramos las de: conocer -

lss denuncias y quejas que se presenten en contra de los 

miembros de los Tribunales Agrarios, determinando sus sancio 

nes. Aprobar el Reglamento Interno de los Tribunales Agra---

rios y dictar disposiciones para su buen funcionamiento. 

Ahora bien, en relación con los Trib~ 

nales Unitarios Agrarios, podemos decir que, cada uno de .-
ellos se encuentra a cargo de un Magistrado numerario, de9i~ 

- 9 -



nado por la Cámara de Senadores, y en sus recesos, por la C~ 

misión Permanente del Congreso de la Unión. La jurisdicción 

de los Tribunales Unitarios Agrarios se establece en el ar­

ticulo 27 fracción XIX de la Constitución Federal, al esta--

blecer que: "Serán de jurisdicci6n federal las cuestiones _ 

de límites de terrenos ejidales y comunales, cualquiera que 

sea el origen de éstos que se hallen pendientes o se susci-­

ten entre dos o más núcleos de población así como las rela-­

cionadas con la tenencia de la tierra de los ejidos y de las 

comunidades. 

Los Tribunales Unitarios Agrarios, de acuerdo a la com­

petencia en el orden territorial podrán conocer de: contro-­

versias por límites de terrenos entre grupos ejidales o com~ 

nales, entre éstos y pequeños propietarios, sociedades o aso 

ciaciones. De la restituci6n de tierras, bosques yaguas a -

109 núcleos ejidales o comunales, así como contra los actos 

de autoridades administrativas o judiciales fuera de juicio, 

al igual que contra actos de particulares. De los conflic--

tos y controversias relacionados con la tenencia de las tie­

rras ejidales y comunales, entre ejidatarios, comuneros, po-

sesionarios o avecindados entre sí. Así como las que se sus 

citen entre éstos y los 6rganos del núcleo de población, así 

como los problemas que surjan con motivo de las sucesiones _ 

de derechos ejidales y comunales. 
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De los Juicios de nulidad contra res~ 

luciones dictadas por las autoridades agrarias que alteren, 

modifiquen o extingan un derecho, o determine la existencia 

de las obligaciones. Asimismo, los Tribunales Unitarios 

Agrarios son competentes para el reconocimiento del régimen 

comunal y de las omisiones en que incurra la Procuraduría 

Agraria y que causen perjuicios a los sujetos agrarios reco-

nocidos por la ley. También son competentes para conocer de 

los casos en que, sin haber controversia agraria, requieran 

de la intervención del Tribunal en vía de jurisdicción volun 

taria. Asimismo, pueden conocer de las controversias que se 

susciten con motivo de la celebración de contratos de asocia 

ci6n o aprovechamiento de tierras ejidales de uso común o 

parcelas. Igualmente son competentes en los casos en que se 

exija la revisión total o parcial de bienes ejidales y comu­

nales que hayan sido expropiados y a los cuales no se les 

dió el destino señalado para que operara la expropiación. 

Igualmente, son competentes para conocer de los juicios que 

versen sobre la ejecución de convenios que se hayan celebra­

do para dar por terminado un juicio agrario. 

El legislador federal, establece que 

los Tribunales Unitarios Agrarios operarán como 6rganos iti­

nerantes; lo que significa que se podrán desplazar a los lu­

gares, zonas o regiones, donde tengan su asiento los grupos 
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o núcleos agrarios en conflicto. El Tribunal Superior Agra-­

rio está facultado para señalar la itinerancia de las resi-­

dencias temporales. 

Ahora bien, entrando a los problemas 

que se pueden presentar en la funci6n de impartir justicia -

agraria, el primero de ellos consiste en dilucidar bajo que 

sistema se rigen los Tribunales Agrarios para la valoración 

de las pruebas. Al efecto, cabe señalar que existen: el si~ 

ma de prueba tasada, el de prueba libre, el sistema mixto, y 

el de sana crítica. 

La prueba tasada, el juez al valorar 

las pruebas, debe aplicar reglas previamente establecidas, 

las pruebas tienen un valor inalterable y constante, indepe~ 

dientemente del criterio del juez, el cual se limita a apli-

car la ley a los casos particulares. En el sistema de la --

prueba libre, el Juez, al valorar las pruebas, no necesita -

aplicar reglas previamente establecidas, sino las valora 11-

bremente según su propio criterio. En la prueba mixta, el 

sistema consiste en una combinac16n de las dos anteriores. -

Es decir, por una parte, la ley establece ciertas normas que 

el juez debe aplicar al valorar las pruebas; pero por la 

otra, lo deja en libertad para hacer esta valoraci6n según 

su propio criterio. Sana crítica, el juez valora las prue-_ 
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bas según su ciencia y su experiencia. 

Analizando el artículo 189 de la vi-­

gente Ley Agraria, observamos que no hay un criterio unifor-

me en la forma en que se deben valorar las pruebas. Al maní 

festar que no hay necesidad de sujetarse a reglas sobre est! 

mación de las pruebas, es evidente que la intención del le-­

gislador fue la de establecer el sistema de valoración de la 

sana crItica. El legislador tampoco se inclinó por el siste 

ma de la prueba libre, pues alude a motivar y fundamentar la 

sentencia, sin embargo, emplea el término "Según lo estimare 

debido en conciencia". 

Asimismo, el artículo 189 de la vige~ 

te Ley Agraria, dice que: "Se apreciarén los hechos y los -

documentos según los tribunales lo estimaren debido en con--

ciencia". En contra de lo anterior, se encuentra el princi-

pio de legalidad que ordena, la motivación y fundamentación 

para cualquier acto de autoridad. 

Finalmente, para terminar con la re-­

dacción contradictoria del articulo 189 de la Ley Agraria, -

proponemos las siguientes soluciones: 

1.- Eliminar el concepto de "verdad -

sabida. 
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2.- Eliminar los conceptos: "Sin nece 

sidad de sujetarse a reglas sobre estimaci6n de las pruebas" 

3.- Eliminar los conceptos: "Sino 

apreciando los hechos y los documentos según los Tribunales 

10 estimaren debido en conciencja". 

4,- Mejorar la alusión a los motivos 

y fundamentos de la sentencia, óiciendo en forma directa que 

el Tribunal se apegará al valor de las pruebas que establece 

el Código Federal de Procedimientos Civiles. 

5,- Establecer el principio del anal! 

sis conjunto de las pruebas, para conjugar el riesgo siempre 

pr~sentel de que se examinen en forma separada sin verdadera 

correlaci6n entre sí como es debido. 

Como punto final de la presente investigaci6n, nuestra 

propuesta es en el sentido de que, la redacción del artículo 

189 de la Ley Agraria quede redactado en la forma siguiente: 

"ARTICULO 189.- Las sentencias de los Tribunales Agra __ 

rios se dictarán tomando en considreación el valor pro­

batorio que el C6digo Federal de Procedimientos Civiles 

establece para las pruebas en general ..... . " 
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CAPITULO I 

ANTECEDENTES DE LA ACTUAL. 

PROCURADURIA AGRARIA 

En el presente Capítulo, nuestro objetivo es el de 1n--

vestigar los anteceden±es históricos de la actual Procuradu--

ría Agraria, para ello en primer lugar se estudia lo relati­

vo al Protector Fiscal, a la Ley de Procuradurías de Pobres, 

la Procuraduría de Pueblos, a la Procuraduría de AsuntoB 

Agrarios; Be hace referencia al Reglamento de la Procuradu--

ría de Asuntos Agrarios, la Dirección General de Procuración 

Social. Finalmente se analiza a la Procuraduría Agraria, la 

cual encuentra su fundamento legal en el artículo 27 Consti-

tucional, fracción XIX, el cual fué publicado en el Diario -

Oficial de la Federación del 6 de enero de 1992, el cual fué 

producto .de una Iniciativa de reformarl enviada por el Licen-

ciado Carlos Salinas de Gortari, P.residente de la República. 

Ahora bien, en lo relativo a la trascendencia para los 

fines de la presente Tesis, esta radica en el hecho de que _ 

se apreciarán de una manera más completa los fines que se 

han perseguido en México; esto es, respecto a la procuración 

de justicia hacia los campesinos de nuestro país. 
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l.l.-PROTECTOR FISCAL 
(Junio de 1646) 

Consumada la conquista, España impuso a sus colonias su 

Legislación. El Derecho Colonial se formó por la Legislación 

común española, por las Leyes dictadas para todas sus posesiQ 

nes y colonias en América, por las Leyes dictadas expresamen-

te para la Nueva España y por las costumQres indígenas. 

El Derecho moderno español se inicia con las Leyes de T2 

no ordenadas por los Reyes Católicos. Tuvieron por oQjeto el! 

minar las contradicciones de diversas disposiciones: Luego se 

intentó reunir todas las disposiciones positivas en un sólo -

ordenamiento y se formó la Nueva Recopilación y, por último, 

con el mismo oQjeto, se formó la Novi:si ... Recopilación. Esta -

Legislación estuvo en vigor en la Nueva España. Fué de obser-

vancia, en primer término, la Novísima Recopilación y en 99--

gundo término el Fuero Real, el FUero Juzgo y los Fueros Muni 

cipales, y las Partidas. 

Por el hecho de la conquista, el territorio de lo que se 

llama México pasó a formar parte del Estado Español. De esta 

manera Las Leyes fundamentales que regían en la Metrópoli ri-

gieran en la Colonia y tales Leyes se complementaron con las 

Leyes de Indias Y otros ordenamientos particulares aictados -

para La Nueva España. 
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Independientemente de '.~ {~~~r~ancia de la Carta Magna 

de Apa~zingán de 1814 y su inFlUencia en la vida Constitu-­

cional de 'México, al Acta Constitutiva de 18~4 se le recon2 

ce comO la primera Ley Constitucional mexicana que es el 

punto de partida del derecho constitucional mexicano. Su 

función primordial fue establecer los aspectos y Lineamien­

tos generales que orientarían la elaboración de una nueva -

Constitución, se afirma que el concepto ~~ federalismo fue 

inspirado por la.Constitución Norteamericana en tanto que -

la exclusividad religiosa cat61ica, la soberan{~ nacional y 

algunos otros conceptos fueron tomidos de la Constitución -

Gaditana (Espafia). Subsisti6 la convivencia constitucional 

del clero con el estado, 10 cual favoreció la concentra--­

ci6n de la tierra en manos de las congregaciones. El artí­

culo 112 estableci6 limitaciones a al facultad del Presi-­

dente de expropiar inmuebles de propiedad particular o de 

corporaciones, incluyendo naturalmente a la del clero, las 

que sólo podían ser expropiadas mediante autorización del 

Sena~or previa indemnizaci6n. La Constitución de 1836, re­

conoce clara influencia del centralismo conservador, por -

lo cual constituye el primer antecedente legislativo de e~ 

ta ideología. La Ley Primera, en su artículo 2, fracci6n -

III, establece lo~ ~erec~os de 108 mexicanos, entre éstos: 

No poder ser privarlO de su propiedad, ni del libre uso y 

aprovechamiento de ella en to~o o en parte. 
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Cuando algún oojeto de general y pública utilidad exija 

lo contrario, pOdrá verificarse la pri~aci6n, si tal cir--­

cunstancia fuere calificada por el Presidente y sus cuatro -

Ministros y el dueño, sea corporación eclesiástica o secular 

sea individual particular, previamente indemnizado. Entre 

las corporaciones seculares se incluye a las comunidades in-

d{genas que mantenían este régimen, por lo que po~ríamos de-

cir que fue la primera Constituci6n que respetaba a la pro--

pie~ad comunal o social existente. 

Bases de Organización ~olítica de la República Mexicana 

~e 1843, también conocida como la Segunda Constitución Cen--

tralista. En el artículo 90.' enuncia los derechos de los 

habitantes de la RepÚblica, cuya fracción XIII indica que: 

"La propiedad es inviolable, sea que pertenezca a particula-

res o corporaciones, y ninguno puede ser privado en el 11-

bre uso y aprovechamiento que le corresponda según las Leyes 

cuando algún objeto de utilidad pÚblica exigiere su ocupa--­

ción, se hará ésta, previa la competente indemnización!~ ~el 

contenido de este dispositivo, se desprende la protección a 

la propiedad social de las comunidades indígenas, ya que és-

tas eran consideradas corporaciones. 

(3) TENA Ram{rez, Felipe. Leyes Fundamentales de México 1808 
1964. Editorial Porrúa. 2a. Edición. México. 1964. p 408 
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En este periodo encontramos un antecedente en el Estado 

de San Luis Potosí de una instituci6n denominada Procuradu-

rías de Pobres, que fueron creadas por la Ley número 18 del 

Congreso -de ese Estado, exoeni<'la el 5 de Marzo de 1847, a ini-

ciativa del licenciado Ponciano Arriaga, que si bien es cie~ 

to no se limitaba exclusivamente a la defensa de los dere---

cnos de los campesinos, si lo hacía de las personas desvali-

das, denunciando ante las autoridades repectivas y pidiendo 

pronta e inmediata reparaci6n sobre cualquier exceso, agra--

vio, vejación, maltratamiento, o tropelía que contra aqué---

llas se cometiera, ya en el orden judicial, ya en el pOl!ti-

ca o militar del Estado, bien tenga su origen de parte (le a~ 

guna autoridad, o ~ien de cualquier otro funcionario a agen­
(~ ) 

te público. 

El Procurador de Pobres, debía investigar ofensas, compr2 

bar hechos, ocuparse de reparación de daffos, informarse de 

las necesidades de la clase pobre (predominantemente campes! 

na); debía, también promover la enseñanza, educ~ci6n Y moral! 

dad del pueblo. Y todas aquellas mejoras sociales que allí -

viven su miserable situaci6n. Todo ello en el marco de un 

avanzado liberalismo social, recordemos que se vivía la lu-

cha entre- 109_ conservadores y liberales. dentro de esta Últ! 

ma corriente se ubtca~an: Don Benito Juárez, Ponciano Arri~ 

ga, Melc~or Ocampo, etc. 

(4) ARMIENTA Calder6n, Gonzalo. El Ombudsman y la protecci6n 
de los derechos humanos. Editorial porrúa. la. Edici6n. 
México. 1992 p.24 
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1.3.- PROCUR~DURIl\ DE PUEBLOS 
(Diciembre de 1921) 

A la'muerte de Do~ V~~ustiano Carranza, el Congreso de 

la Unión nombró Presidente Provisional a Adolfo de la Huerta, 

quien desempeñó el cargo del lo., de junio al 30 de noviern--

bre de 1920. En ese lapso, De la Huerta trató de consolidar 

la paz: Los jefes zapatistas que aún ~u~r~han reconocieron -

al nuevo jefe y Francisco Villa se !"incHó en Sabinas, Coahui 

la. El go~ierno le regaló la Hacienda de~nutillo y le pagó 

su escolta, Villa se dedicó a la agricultura y ganadería ~a~ 

ta su muerte, acaecida en 1923, asesinado en Parral, C~ihua-

~ua. Convocadas las elecciones, saltó Presiaente el General 

Alvaro Obregón, quien,se ~tzo cargo del país en un momento -

aiffeil ya que las luchas civiles ba~ían deteriorado las re-

laciones con los Postados Unidos; el gObierno estaba endeuda-

do, no había créditos bancarios; la violencia política impe-

raba. así como también presionaban los obreros y los campesi­

nos. Durante el gObierno del General Obreg6n, se expidió un 

Decreto el 17 de abril de 1922, que abrogó la ley de Ejidos 

ce 1920 Y que a su vez concedió facultades el Ejecutivo de 

la Unión para reorganizar y reglamentar el funcionamiento 

de las autoridades agrarias, y crear las Procuradurías ce 

puenlos. (5) 

(5) CHAVEZ Padrón, Marta. El proceso social agrario y sus 
procedimientos. E~itorial Porrúa. 6a. Edición. México 
1989. p. 54 
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Por disposición del artículo 40., del Decreto precitado, se 

debería establecer en cada una de las entidades federativas 

la institución de Procuraduría de Pue~los, para patrocinar a 

los pueblos que lo desearen, gratuitamente, en sus gestiones 

de cotación o restitución de ejidos, dependiendo el nomhra--

miento y remoción de las Procura~urías, ce la Comisión Nacio-

nal Agraria. 

El Reglamento de la Comisión Nacional Agraria, de fecha 

26 de Febrero de 1926 expedido por el entonces Presidente de 

ésta ingeniero Luis L. León, disponía en los artículos 163 -

al 167 que las funciones de las procuracurías de Pueblos 

eran: 

"ARTICULO 163.- Atender a los pueblos respecto de sus 
solicitudes de dotación o restitución de tierras y 
aguas, así como en las diligencias re1acionaoas con la 
tramitación de los expedientes, hasta obtener su pose­
sión. 

ARTICULO 164.- Gestionar ante las autoridades corres-­
pondientes la pronta ejecución de las resoluciones pro 
visionales y definitivas. -

ARTICULO 165.- Presencia~ los actos posesorios de eji­
dos para prOducir los alegatos necesarios en los ampa­
ros contra las posesiones. 

ARTICULO 166.- Representación de los pueblos para la 
tramitaci6n de los juicios de amparo. 

ARTICULO.167.-Estadísticas óe sus lahores.(6) 

(6) LUNA Arroyo, Antonio. Diccionario de derecho agrario me­
xicano. Editorial porrúa. la.Edición. 1982. p. 98 
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De acuerdo al Doctor Lucio Mendieta y Nuñez, esta insti 

tución vino a llenar una necesidad urgente, pues como las l~ 

yes agrarias están encaminadas a beneficiar a la población -

campesina de México integrada casi en su totalidad por indí-

genas de escasa cultura, no era posible que extendieran rápi 

damente su acción. En vista de que la misma ignorancia y de~ 

valimiento de los beneficiados se levanta como principal ob~ 

táculo para ello. (7) 

Las primeras disposiciones agrarias acarrearon las si--

guientes consecuencias: 

a}.- Los pueblos rurales profundamente religiosos, pen~ 

saban que era un robo solicitar por medio de las dotaciones 

que se afectaran las tierras de los hacendados; 

b}.- Los gestores abusaban de los habitantes de los pu~ 

blos no solucionaban sus problemaSi 

c).- Cuando los mismos interesados intervenían en la tr~ 

mitación de sus expedientes agrarios, cometían errores al 

proporcionar los datos que se les exigían.(B) 

Los Procuradores de Pueblos, en estas circunstancias, 

contribuyeron a expeditar y a moralizar la aplicaci6n de las 

leyes. 

f71MENDIETA y Nuñez, Lucio. El problema agrario de México. 
Editorial Porrúa. 17a. Edici6n. México. 1981 p. 213 

(8) Ibid. p. 214 
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1.4.- PROCURADURIA DE ASUNTOS AGRARIOS 
(Agosto de 1953) 

Cabe s~ñalar que al haberse promulgado el Código Agra~-

rio de 1934, éste no previó la existencia de las Procuradu--

rías de Pueblos, razón por la cual legalmente dejaron de 

existir. Asimismo observamos que los CÓdigos Agrarios de 

1940 Y de 1942, tampoco reguló lo refer~nte a las Procuradu-

rías de Pueblos. M'1i'3 tar~e merliant:.e Cecre";n r'l~l j+:,f.~ del Po--

der Ejecutivo Federal, Don Adolfo Ruiz Cortines, Pu;,t1.,.,. ... o en 

el Diario Oficial de la Federación el 5 de Agosto de 1953 se 

dispuso la integración de la Procuraduría ~e Asuntos Agra---

rios. El objetivo de esta Procuraduría era el de asesorar 

gratuitamente a los campesinos que necesitaran hacer gestio-

nes 'legales. 

El Decreto que dispone se proceda a integrar la Procur~ 

duría de Asuntos Agrarios para el Asesoramiento Gratuito de 

los Campesinos, contenía cinco Considerandós y cuatro artí-

culos. Por lo que hace a los Considerandos se establecía lo 

siguiente: 

a).- Que para la rápida resolución de los problemas de 

adjudicación y de tenencia de la tierra, ha sido necesaria -

la existencia de Procuradurías encargadas de orientar a los 

n6Cleos de población; 
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b).- Los regímenes emanados de la revolución estableci~ 

ron las Procuradurías Agrarias en cada Estado de la Repú~li-

ca, para el debido asesoramiento de la clase campesina y de 

acuerdo con la evolución de la Reforma Agraria. 

c).- Que a pesar de que el texto del Código Agrario y 

sus Reglamentos han simplificado la tramitación de los expe-

dientes agrarios, en muchos casos ésta se demora por la fal-

ta de dirección y de conocimiento por parte de los solicitan 

tes de restituciones, dotaciones y ampliaciones de tierras y 

aguas respecto a las gestiones que deben realizarse de acue~ 

do con la Ley. 

d).- El Gobierno Feaeral fijó un programa Agrario, y 

con el objeto de llevarlo a buen fin se hace necesario -:iictar 

las medidas necesarias que expediten los trámites en benefi-

cio de los campesinos del país. , 
e).- Con las Procuradurías Agrarias los problemas de 

los campesinos mexicanos, tendrán una más rápida solución. (9) 

Tales eran a grandes rasgos las cuestiones planteadas -

en los considerandos, para fundar la expedición del Decreto 

que crearía las Procuradurías de Asuntos Agrarios. 

(9) Diario Oficial de la Federaci6n del día 5 de Agosto de 
1953. p. 8 
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Ahora bien, por lO que hace a sus artículos debido a 

su importancia, a continuación nos permitimos citarlos: 

"ARTICULO PRIMERO.- ProcAdase a integrar la procuradu-­
ría de Asuntos Agrarios,con el personal que se juzgue -
necesario,para que tanto en las oficinas centrales como 
en las foráneas del Departamento Agrario radiquen ProcQ 
radares que tendrán a su cargo el asesoramiento gratui 
to de los campesinos que necesiten hacer gestiones leg~ 
les ante las autoridades y oficinas agrarias competen-­
tes. 

ARTICULO SEGUNDO.- Los Procuradores de Asuntos Agrarios 
y los ayudantes del Procurador, serán nombrados por el 
Jefe del Departamento Agrario, con aprobación expresa -
del Presidente de la República. Tanto los cargos de PrQ 
curadores Agrarios como los ayudantes del Procurador se 
considerarán como de confianza. 

ARTICULO TERCERO.- A fin de que la labor de los Procur~ 
dores resulte 10 más eficiente posible, Astas depende-­
rán directamente del Jefe del Departamento Agrario, 
cualquiera que sea la adscrtpción que el mismo les señ~ 
le. 

ARTICULO CUARTO.- La Secretaría de Hacienda y Crédito -
Público tramitará las modificaciones presupuesta les que 
le proponga el Departamento Agrario con la finalidad de 
organizar y atender los servicios que se establecen en 
el presente Decreto. (la) 

O~servamos que se crea la procuraduría de Asuntos Agra-

rios; los Procuradores Agrarios y sus ayudantes eran nombra-

dos por el Jefe del Departamento Agrario, con aprobación ex-

presa del titular del Poder Ejecutivo Federal; la Secretaría 

de Hacienda y Crédito Público otorgaba el presupuesto al De-

partamento Agrario. 

(10) Diario Oficial del Federaci6n del día 5 de Agosto de 
1953. p. 8 
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1.5.- REGLAMENTO DE LA PROCURADURIA DE ASUNTOS AGRARIOS 
(Agosto de \954) 

Durante el gOhierno ce Don Aoolfo Ruiz Cortines, se expi 

016 el ~elgamento de la Procuraduría de Asuntos Agrarios, pu-

blicán~ose en el Diario Oficial de la Fe0eración el día 3 de 

Agosto de 1954. Con una perspectiva más amplia, se incremen--

tan las atribuciones de esta institución, que nace modesta--

mente como una unidad administrativa integrada por una Ofici-

na Coordinadora, dependiente directamente de la Jefatura del 

Departamento Agrario, y por Procuradurías en cada una de las 

Entidades Federativas. En este mismo recorrido podemos seña--

lar al artículo 50., de dicho Reglamento, como el antecedente 

inmediato del actual Reglamento ~e la Procuracuría Agraria, -

en cuanto a que en él se observa ya el interés del Titular 

del Poder Ejecutivo Federal por crear un organismo que en ma-

teria económica, administrativa y contenciosa, auxilie, Oiriente 

y as-asore a los cñmpestnOs y colabore con las autoricades e insti­

tuciones particulares en la organización dentro de las cornuni 

oades rurales, de asociaciones cooperativas, comités o patro-

natos proconstrucción de escuelas y centros de alfabetización 

así corno toda clase de asociaciones cuya finalidad es el me­

joramiento campesino.(ll) 

(11) Diario éficialde la Federación del dia 3 de Agosto de 
1954. p.\2 
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He aquí el texto, en lo conducente, oe la norma jurídi-

ca en comentario: 

"ARTICULO 50.- Son atribuciones y deberes de los Procu­
radores de Asuntos Agrarios. los siguientes: 

a).- Asesorar a los campesinos, Comités Ejecutivos, Co­
misarios Ejidales y Consejos de Vigilancia, que se encuen--­
tren dentro de su adscripción, en todas las gestiones que 
realicen ante las autoridades federales y estatales, para la 
pronta y más eficaz resolución de los asuntos agrarios. 

~).- Asesorar y representar, si para ello les fuere 
conferida la personalidad legal, a los campesinos o a los nQ 
cleos de pOblaci6n autoridades ejidales o comunidades, en 
cualquier juicio en el que fueren parte y que tenga relación 
con las cuestiones agrarias. 

c).- Procurar, en la vía administrativa, la solución 
de los conflictos que se susciten entre uno y otro núcleo de 
población o entre estos y los pequeños propietarios, de 
acuerdo siempre con las disposiciones legales en vigor y con 
Las normas que dicte el Departamento Agrario. 

d).- Informar a la Oficina Coordinadora acerca de todos 
los problemas que existan dentro de su adscripción territo-­
rial, así como formular las sugestiones que estimen conve--­
ni entes para su mejor atención. 

e).- Recorrer personalmente y en éu forma periÓdica, -
el territorio de su adscripción, a fin de estudiar los diver 
sos problemas existentes y ce realizar investigaciones persQ 
nales en los asuntos de que se encuentren conociendo. 

f).- Orientar y auxiliar a los campesinos de ambos se-­
xos a fin de que, en lo posible, se organicen social y econó 
mocamente para alcanzar mejores niveles de vida, aprovechan= 
do los elementos técnicos y materiales con que hayan sido do 
tados en el futuro. Al efecto cola?orarán con otras autorida 
des y con instituciones particulares para la organización, = 
dentro de las comunidades rurales, de asociaciones cooperati­
vas, comités o patronatos proconstrucción de escuelas y 
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alfabetización, juntas de mejoramiento moral, cívico y mat~ 
rial, etcétera. 

g).- Atender a las ligas femeniles campesinas en las -
consultas que ~agan y asesorarlas en las gestiones que rea­
licen en beneficio de sus asociadas; y 

h).- Recabar los informes mensuales de la·bores de los 
emp1eados de la Procuraduría a su cargo, y remitirlOS ~un-­
to con su informe personal a la Oficina coordinadora.( 2) 

Asimismo, se establecía que los servicios que presta--

ren los Procuradores a los campesinos serían gratuitos y se 

impartirían sin distinción alguna de carácter pOlítico o 

ideológico. 

Si no se cumplía lo anterior, ~abía destitución del 

cargo, independientemente de la aplicación de la ley de Re~ 

ponsa~ilidades de Funcionarios y Empleados de la Federación. 

Bellas y románticas palabras que no tuvieron eco en los 

sordos oídos de la alta burocracia agraria, los Procurado--

res fueron hasta ahora, funcionarios menores olvidados, de 

ínfima categoría presupuestal, que en forma deficiente y r~ 

quítica atendieron la importante gama de facultades que 

les otorgaban las disposiciones reglamentarias. 

(12) Diario Oficial de la Federación del día 3 de Agosto de 
1954. p. 12 
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1.6.- DIRECCION GENERAL DE PROCURADURIA SOCIAL AGRARIA 
(Abril de 1989) 

Las elecciones políticas de 1988 reguladas por la nueva 

Ley Electoral expresaron la participación democrática de -

diez partidos pOlíticos que ofrecieron a los electores dive~ 

sas plataformas pOlíticas e ideológicas. Las elecciones fue-

ron muy reñidas, Carlos Salinas de Gortari candidato del Pa~ 

tido ReVOlucionario Institucional ganó las elecciones, según 

cifras oficiales, con el 50.74 de la votación nacional. 

El nuevo Titular del Poder Ejecutivo Federal en ejerci-

cio de las facultades que le confiere el artículo 89, frac--

ción I, de la Constitución pOlítica de los Estados Unidos Mg 

xicanos, y con fundamento en los artículos 18 y 41 de la Ley 

orgánica de la Administración Pú~lica Federal, expidió el R~ 

glamento Interior de la Secretaría de la Reforma Agraria, el 

cual fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

día 7 de Abril de 1989. 

En el artículo 17 se regulaban las atribuciones de una 

unidad Administrativa denominada Dirección General de Procu-

ración Social Agraria, siendo las siguientes: 

1.- Emitir las normas, lineamientos y disposiciones que 

sean necesarias para el eficaz funcionamiento de las Procur~ 
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durías Sociales Agrarias de las delegaciones, así como supeE 

visar su operación. 

11.- Asesorar a los comités Particulares Ejecutivos, a~ 

toridades ejidales o comunales y a los campesinos en general 

en los asuntos de su interés que tengan relación con las 

cuestiones agrarias, para su pronta y más eficaz resolución. 

III.- Atender las demandas planteadas por particulares, 

ejidatarios y comuneros, con motivo de presuntas violaciones 

a la legislación agraria que lesionen los derechos de los 

promoventes; emitir opt,nión sobre su procedencia y turnarla 

a la autoridad competente. 

IV.- Intervenir por la vía conciliatoria en la soluci6n 

de las controversias agrarias que se susciten entre ejidata­

rios, comuneros y pequeños propietarios, fundamentalmente 

cuando se afecten los intereses de los núcleos de pOblación. 

V.- Vigilar que las cláusulas conciliatorias que se es­

tablezcan entre las partes, no lesionen intereses de terce-­

ros, ni en su enunciado ni en su ejecución. 

VI.- Practicar las investigaciones y diligencias necesa 

rias para comprobar los hechos relacionados con divisiones, 

fraccionamientos, transmisiones y acaparamiento de predios 

en cualquier lugar del territorio de la República; sOlici­

tar, en su caso, la colaboración de las autoridades que cQ 

rrespondan y dictaminar lo procedente. 
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VII.- Instruir con audiencia de los interesados, los 

procedimientos de nulidad de fraccionamientos de propiedad 

afectables, hasta culminarlos en el dictamen a que se re--

fiere la Ley Federal de Reforma Agraria. 

VIII.- Practicar de oficio y mandar desahogar a peti-

ción de los interesados, dentro del procedimiento, cuantas 

diligencias sean necesarias y conducentes para declarar la 

nulidad de los fr~ccionamientos ilegales de propiedades -

afectadas, así corno ñe los actos de simulación agraria, y 

cos 

que 

IX.- Las demás que le señalen los superiores jerárqu1 

y otros ordenamientos 

anteceden. (13) 

legales y que sean afines a las 

Cabe destacar que antes de que entraran en vigor las 

reformas al artículo 27 Constitucional y la nueva Ley Agr~ 

ria, en el citado Reglamento Interior de la Secretaría de 

la Reforma Agraria se regula~an las atribuciones de la D1 

rece ión General de Procuración Social Agraria, antecedente 

de la actual Procura~uría Agraria. 

(13) Diarió Oficial de la Federaci6n del día 7 de Abril de 
1989. p. 18 
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1.7.- PROCURADURIA AGRARIA 
(Enero de 1992) 

A partir de la reforma al artículo 27 de nuestra Carta 

Fundamental la procuración Agraria alcanza rango constitu--

cional. 

"La Ley establecerá un órgano para la procuración de 

la justicia agraria", dice, en su 61timo párrafo, la frac--

ción XIX del Artículo 27 constituclonal. 

En este corto mandato oel oroenarniento jurídico funda-

mental se sintetiza una transcendental decisión del Conati 

tuyente Permanente y uno de los más importantes requerimieg 

tos de protección a quiénes. dotados ahora de plena liber-­

tad, pOdrán disponer, en el complicado juego de las leyes -

económicas, de sus derechos reales y de los frutos de su 

trabajo. El propósito es elevar los niveles de bienestar in 

dividual, familiar y colectivo en el medio rural. 

Liberta~ y justicia social son los valores jurídicos -

prioritarios de la nueva legislaci6n agraria; empero, el 

ejercicio de la primera impone la prudente ponderaci6n de 

medios, metas y objetos; el equilibrado intercambio de int~ 

reses, la justa correlaci6n de derechos y obligaciones, el 

uso y no el abuso del derecho; la equitativa atribuci6n de 
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cargas y expectativas; y, fundamentalmente, la igualdad real 

ante la ley, que sólo se logra mediante la creación de instl 

tuciones que coadyuven y suplementen la voluntad de quienes 

por su marginación económica, cultura y social, son víctimas 

fáciles del lucro y la especulación. 

El Estado interviene, no para coartar el derecho de li­

bertad, si no para fortalecerlo y orientar su ejercicio so-­

bre los bienes y derechos que colectiva o individualmente 

pertenecen a los productores del campo, este es el origen y 

la finalidad de aquellos organismos e instituciones encarga-­

dos de proporcionar asesoría y aistencia gratuita, a este im 

perativo responde la Procuraduría Agraria. 

En la Iniciativa presidencial que dió origen a la Ley 

Agraria vigente, se expresa que una de las propuestas más r~ 

levantes de la reforma al artículo 27 Constitucional, fue la 

creación de un órgano ce procuración de justicia agraria con 

este organismo, afirma el Titular del Poder Ejecutivo Fede-­

ral, el Estado podrá instrumentar de manera ágil y eficiente 

la defensa y protección de los derechos de los hombres del 

campo, para cumplir el mandato constitucional, la Iniciativa 

propone la creación de un organismo descentralizado de la 

Administración Pública Federal: La Procuraduría ~graria, 

quien defen~erá los intereses de los hombres del campo y los 

representará ante las autoridades agrarias. Este tema será -

ampliado en el inciso relativo. 
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CAPITULO II 
ORGANOS JURISDICCIONALES 

EN MATERIL AGRARIA 

En el Capítulo Segundo, nos corresponde estudiar los a~ 

tecedentes hist6ricOB de los actuales Organos Jurisdicciona-

les, para ello nos remontamos a la Epoca Prehispinica, a la 

Etapa Colonial, al Período denominado de la Independencia a 

la Revoluci6n Mexicana de 1910, analizamos la reforma al ar-

tí culo 27 Constitucional (reforma de 1934), Hasta llegar a -

la reforma al artículo 27 Constitucional, propuesta por el -

Licenciado Carlos Salinas de Gortari.(presidente de México). 

Asimismo, se analizará la nueva Ley Regl~mentaria del artícu 

lo 27 Constitucional en materia agraria, publicada en el Di~ 

rio Oficial de la Federaci6n del 26 de febrero de 1992, en -

donde se menciona a los actuales Organos Jurisdiccionales, -

dotados de plena autonomía e independencia (Tribunal Supe---

rior Agrario y los Tribunales Unitarios Agrarios) 

Ahora bien, en lo relativo a la trascendencia para los 

fines de la presente investigaci6n, ésta se ubica en el he--

cho de Que anteriormente a la reforma de 1992, no se contaba 

con verdaderos Organos Jurisdiccionales; además, éstos son -

los encárgados de aplicar la nueva Legislaci6n Agraria y por 

consiguiente deberán conocer la contradicci6n del citado ar­

tículo 189 de la Ley Agraria, ~otivo de la presente Tesis. 

22 



2.1.- EPOCA PRECORTESIANA 

Como antecedente inmediato a la conquista encontramos la 

estructura de tenencia de la tierra existente en los pueblos 

que conformaban la Triple Alianza: mexicana o azteca, tecpan~ 

cas y acol~uas. Alianza militar, pOlítica y comercial que a 

fines del sigla XIII dominaba casi la totalidad de mesoaméri 

ca, por lo que predominaba su:sistema de propiedad. La histo--

ria de otros pueolos demuestra que dicho régimen prevaleci6 

durante mucho tiempo. 

En cuanto a la clasificaci6n de los diferentes tipos de 

propiedad dentro de la sociedad prehispánica encontramos una 

gran diversidad de opiniones, criterios y clasificaciones. 

Por ejemplo, el Doctor Lucio Mendieta y Nuñez, las agrupa en 

tres categorías: 

al.- Tierras propiedad del rey; 

b).- Tíerras propie~ad de los pueblos, y 

c).- Tierras propiedad el ejército y de los dioses. (1) 

(1) MENDIETA Y Nufiez. Lucio. El problema agrario en México. 
Editorial Porrúa. 17a. Edición. México. 1981. p. 14 
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Una vez enunciaoas las oiferentes clases de propiedad -

en la etapa precortesiana, enseguida analizaremos lo refere~ 

te a las autoriñ~~es agrarias en esta etapa. Etimo16gicameg 

te, la palabra "autoridad" viene del vocablo latino "AutoriS 

tas, auctoritaticas", que significa: poder, faculta~; esto -

es, poder o mandato que tiene una persona sobre otra que le 

está subordinada; derecho o poder de mando para regir o pro­

mulgar leyes. 

Para los efectos del juicio de Amparo, el máximo tribu­

nal de justicia en nuestro país ha determinado en jurispru-­

dencia firme que por autoridad se compren~ñ ::3. toñ;:lC:; l1.S persa-­

nas que dispongan de la fuerza pÚblica en virtud de circun~ 

tancias ya legales, ya de ~echo y que, por lo mismo est~n en 

posibilidad material de o'l)r::tr como individuos que eierzan ac­

tos públicos, por el hecho de ser pública la fuerza de que -

disponen. 

Tomando en consideraci6n lo expuesto, autoridad agraria 

será aquella dependencia o persona que dictamina o resuelve 

una acción, o problema agrario que conoce de oficio. o el 

q~~ le ~ st~o sometido a su conocimiento, y que ejecuta o h~ 

ce cumplir su determinación conforme a la Ley. Por lo que el 

más remoto antecedente que se tiene respecto a las autorida­

des agrarias, lo encontramos en la cultura azteca. Tenemos 

conocimiento de que ellos contaban con un Tribunal ante 

quien se planteaban las controversias del Calpu1lis, que co-
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mo se recordará, era una de las formas de tenencia de 

la tierra ce nuestros antepasados. Este Tribunal superior e~ 

taba representado por tres ce las más ancianos representan-­

tes del Calpulli. 

Las princiapales autoridades internas ñel Calpulli eran 

La Asamblea General, el Congreso de Ancianos y los Jefes de 

jurisdicción Militar y Civil, la Asamblea designaba a los 

siguientes funcionarios: Chinancallec, pariente mayor, enca~ 

gado del re9arto de parcelas entre los miembros del Calpu-­

lli. Tequetlatos, encargados de dirigir las faenas colecti-­

vas en cooperación. Tlayacangues, jefes de cuadrillas en los 

trabajos colectivos. Calpixques, recaudadores locales de tri 

outos. Tlacuilo, cronista, historiador, registrador, consig­

naba el reparto de tierras, las c.ecisiones del Consejo, las 

leyes y sentencias, así como los símbolos religiosos y jerá~ 

quicos oel grupo. Pettacalcatl, jefe del almacén colectivo y 

carcelero. Tecutlis, funcionarios Judiciales que eran auxi-­

liados por los Tequit1atoques, actuarios y alguaciles. Cen-­

tectlaxques, funcionarios encargados de vigilar las costum-­

bres de un número de familias determinado. 

Tales eran a grandes rasgos, las autoridades agrarias -

en la etapa conocida como precolombina. 
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2.2.- EPOCA :OLONIAL 

El proceso de conquista no se limitó a la simple apropi~ 

ción del territorio (lo cual hubiera sido, por un lado, un a~ 

to de bandidaje, y por otro, no le hubiera asegurado a la co-

rana espafiola la titularidad sobre las inmensas regiones des-

CUbiertas) sino que fue necesario sostener dicha epopeya en 

argumentos y bases jurídicas sólidas, de acuerdo a los princi 

pios vigentes. 

La corona española, por conducto de Carlos V, proclamó -

su dominio absoluto sobre las tierras de la Nueva España me--

di ante la ley I del 14 ~e septiembre de 1519, denominada QUE 

LAS INDIAS OCCIDENTALES ESTEN SIEMPRE UNIDAS A LA CORONA DE -

CASTILLA Y NO SE PUEDAN ENAJENAR. Esta ley sostenía que ··Por 

donación de la Santa Sede ApostÓlica y otros justos, y legí-

timos tituloS somos Sefior de las Indias Occidentales". De -

lo cual se desprende que la corona fundamentó la propiedad -

sobre los territorios descubiertos en las Bulas Papales y 

otros títulos que consideró legítimos según el derecho vigeg 

te en esa época.(2) 

(2) CHAVEZ Padrón Martha. El derecho agrario en México. Edi 
torial Porrúa. 9a. Edición. México, 1988. p. 156 



Con motivo de las disputas territoriales entre España y 

portugal, el Papa Alejandro VI, actuando corno juez arbitral, 

emitió las Bulas Inter Caetera, del 3 de Mayo de 1943, y la 

Noverunt Universiy la Hodie Sigui~em, ambas del 4 de Mayo si 

guiente. El valor de estas disposiciones papales se funda en 

las siguientes consideraciones: 

a).- La Bulas ~lejandrinas no significaron la primera -

ocasión en que el papa asumía el papel de máximo árbitro en 

materia de disputas teritoriales, ya que regía la doctrina 

Omni Insular, con base en la cual en 1155 el papa Adriano VI 

otorgó derechos territoriales a Enrique Ir de Inglaterra so­

bre Irlanda. Ello nos indica la existencia de un pueblo rec2 

nacimiento a la autoridad papal en la materia. 

b).- La existencia de una profunda religiostdad, la-­

cual dificilmente permitiría, que alguien se atreviera a con 

tr~decir la autoridad del papado. 

c).- También existía una estrecha convivencia entre el 

poder real de la corona y el poder espiritual de la Iglesia, 

en donde ambas se apoyaban. 

d).- Por la misma razón, toda acción intentada por cual 

quier corona que acatara 109 principios y la autoridad de la 

iglesia, implicaba la correspondiente tarea de evangeliza--­

ci6n. 
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e).- El Tratado de Tordesillas, celebrado en 1594 entre 

las coronas de España y portugal para establecer las bases -

dé la interpretaci6n de las Bulas y sus alcances, signific6 -

un reconocimiento expreso de la autoridad papal tanto para 

adjudicar tierras como dirimir las disputas territoriales~3) 

En el periodo de la Colonia los reyes tuvieron las más 

amplias facultades para proveer toda clase ce oficios públi­

cos, así como para dictar normas generales o especiales a 

las que deberían sujetarse determinados nombramientos; en e~ 

ta época tuvieron jurisdicci6n y competencia en materia 

agraria; el rey, el virrey, la audiencia, el presidente de 

la audiencia, el cabildo, el subdelegado los jueces de tie--

rras y procuradores. 

En suma, a los que podemos considerar como Organos Ju--

risdiccionales en materia agraria durante la Colonia, se en-

contraban regulados por las Leyes de la Metrópoli. En el si 

guiente inciso, nos corresponde estudiar los antecedentes de 

los Organos Jurisdiccionales durante el período denominada _ 

de la Independencia a la Revolución Mexicana de 1910, Tiem-

po en el cual se aplicó la legislación mexicana. 

(3) CHAVEZ Padrón, Martha. op. cit., p. 156 
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2.3.- Periodo oe la In~ependencia a la 
Revolución Mexicana de 1910 

El movimiento insurgente que se inicia la noche del 15 

de septiembre 'de 1810 en la parroquia de Dolores, Hidalgo,-

Guanajuato, tuvo su origen, o para ser más exactos, la cau-

sa de este movimlento, fueron las injustas desigualdades 

existentes entre lOR e~·'a~ales, los indios y las castas, d~ 

sigualdades entre las que sobresalían en forma por demás r~ 

levante el pro~lema agrario, por la concentración de tie--

rras en manos de los primeros y la imposibilidadde los se~~ 

gun~os para ser propietarios. 

Correspondió a Den José María Morelos y Pavón conti---

nuar con el movimiento insurgente al ser fusilado su inici~ 

dar el cura Hidalgo el 30 de Julio de 181l. El Generalísi-

mo José María M8r~10~ y Pavón dictó varios acuerdos de una 

verdadera importancia, en los cuales reveló en forma por d~ 

más clara sus dotes de e5ta~t~ta con las disposiciones que -

decretó. Por motivo de nuestro estudio nos interesan ~oore-

manera los Dictados con fecha 17 de Noviembre de 1810 y a 

que los indios recibieran la renta de sus tierras. La prim~ 

ra de las cisposiciones citadas contiene la orden de nom---
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nombrar ~el mismo modo a to~os los residentes de América a 

excepción oe los europeos americanos, eliminándose los cali 

ficativos oe "indios", "mulatos" y "castas". Se exime a to-

dos del pago de tributo y se prohibe la esclavitud, asimis-

mO se autoriza a los indios a percioir las rentas de sus 

tierras al desaparecer las cajas de la comunidad. 

Por su misma importancia, aun cuando hagamos un somero 

señalamiento del mismo, diremos que el Decreto Constitucio-

nal de Apatzingán de 1814 tiene un alto valor para el desa-

rrollo agrario en México, d~bido esencialmente a 10 establ~ 

cido en su artículo 35, en el cual por primera vez se pres-

cribe un a~soluto respeto para la propiedad, prohibiéndose 

expresamente los des~ojos que oe ~ec~o, o encuhriéndnlos de 

apa~iencias legales, se llevaban a efecto en detrimento de 

los más débiles. La ~isposición constitucional preceptuaba 

lo siguiente: 

"ARTICULO 35.- Ninguno debe ,ser privado de la menor 
porción de lo que posea, sino cuando 10 exija la pú-­
blica necesidad, pero en este caso tiene derecho a la 
justa composici6n". 

Avizoramos en el precepto en cuestión, un antecedente 

de la actual figura jurídica denominada "exJ,?ropiació'1". (4) 

(4) TENA Ram!rez, Felipe. op. cit. p. 35 
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~i6Il General ~e Industria, como depel:dp~ci~ del ~inisterio 

d,~ Relaciol1es Exteriores e I;l~e=io:::-es, cen fU!1C'ione~ eS¡Jecl.. 

fi(:'~s en 'materia de fomento agrcpecuarir); l·rt" igar.ió;1 y colS¿ 

\lli~cci6n. La Ley de Secretaria de Esta~c del 13 de Maya c1e 

r:es 2 las ¿el XinjstErio. el 2S de Dici~~bre de 1917 ~(lrubia 

C,O, añadier:cG ? SU.S originales func~orlP::;. ~as rel2.tj·-a::, a 

ro 

de 

(~0.J'J0~'-), CI\~:'o cc:ni:f?ni.do ;:es¡Jet:a los principios 

;'.y'31"i !)OS.":.U~dO po:::- PoI General Emi i.~.dnn ::;2pé'!:; ... ~ 
;':0\"]., mL·.c lo!!"! 1911, ::ob:-e -;:'0;:;0 e.l lo , 

del Pi.--\n 

'2l 23 de 

:: :. t' . ;-:..:.1:..::-.\'" rrr-.::,i.ú:- de 6t:p'2::.jt:~'c:~s ,:;<;¡:;r:~::lj2S :::-c 

" ; 
P2'-.: . 
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"ARTICULO 4.- Para los efectos ~e es~a l~v y demás leyes 
agr~rios que se expidieren de ~cue=do ccn-ei programa pg 
lític~ d2 la Revoluci6n, se cr~arán: 

1.- Gna comisión Nacional ~graria de nue';e personas y 
que, presidida por el secretario de Fomento, Le:ldr¿ las fun-­
ciones qJe esta Ley y las sucesivas le sefialen; 

11.- Una Comisión Local Agraria, compuesta de cinco ?er­
senas, Dar ca0d Est~dc o ~erritorio 0e la Ren6bli~a, y con 
l~s atrlbuciones ql1e las leyes determinen; -

~J_ ,- Los Comiths Particulares Ejecutivos que en cada E~ 
ta~c se necps1ten, los que se compondr~n de tres personas ca­
da una, con las atribuciones que les sefialen. 

ARTICULO 6.- Las sOlicitudes de restituci6n de tic~r3S -
pe~teneci~nte~ ~ los pllC~los qu~ hub~er~n sido inv~di~~s _ u 
cc~paóoE ::egltlmamente, y a qu~ se !-efl~re el artlculo ~O., 

de esta Ley, se ?resentar¿n e~ los Estados dir8ctanente ante 
:05 ~;obCr~3dc!es, y en los territori~s y Distrito Federal, an 
:e las ~u~oridades pOlíticas E~~e=io=cs, pero en los casos erl 
=~0 ld ~21t~ de comunicaciones o e: est:l~a de qUHrra dificul· 
;s~e :i 3cci6n ~e los gobier~os !c=al~~( l~s s~liciLUl¡~S po· 
·J:,f:n ,.",~'"",;" ,.- +- -r*" ~ '.r._,. ,,'l;J...- ~" ~:'c. DC::J...";,..., •• _____ 01, _'.~'l presen~ars(> tl., .... 8 .:..05 .1e~(;:-' ,.1 ~~c.ro:;:; ... "!~~~' ."-

~~~Qr~72dos especialmente oara el e~ect~ ~or el 0PC~:CO de~ 

,~,:.,.r\i~"':'J.l,l\-n; a ~~.;;ta~ snlir::;-.:'...:r:es se J~=L'(~:c:c.¡:áli ::';'. ::ioe..;-­
,-_ :.- o~ '~i. :11.1<2 s\:: f'lnoen. 

I 

~ar" !~:' :;9 ~rese~taL&n ante ~as oismas ?utoridades las 
S01ibi~~ 'es so~r~ concesi6n rle ti~rras para f~tar Ó~ 0jidos ~ 
l0S pu;::·v.os q'..:e carecl.er.':!n de e;'los, e qne neo ~~t;."'nga!\ t.í-:u.l.os 
~~stan':es para j~stifiL~= s~s d2rec~os de re~vindicaci¿n"(5) 

-:::r¡ cfeclo, los artículos transcri.tos, sefla L~ln corno autor..i. 

:::~,2S d;r .L ~C.~~~"!.f s:~ .... ~:n:'E I:: (('1) ~ ~<é"" ~~,1ci0nal ,;'0>""2.':"-:''::' 

"s l..O:llit'¡~c .. s 1~ cJ12s AJ:"driar'¡ IOl' C<i::lités ?artic\llares Ej.i 

~":¡_~.:..J: ,;:o Gebe -;.ador88 y 105 ~"'e¿RS Hil"it2.1r~s. 

FABILA, 0&nuel. en. cit. p, 231 
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2.4.- LA REFORMA AL ARTICULO 27 CONSTITUCIONAL 
(Enero de 1934) 

La reforma del artículo 27 Constitucional, publicada en 

el Diario Oficial de la Federaci6n del 10 de Enero de 1934, 

reestruc~ura la magistratura agraria, en operación hasta la 

reforma Constitucional publicada el 6 de Enero de 1992. Con-

forme a la reforma Cons,titucional de 1934, la aplicación de 

las leyes agrarias es competencia del C. Presidente de los -

Estados Unidos Mexicanos, como suprema autoridad agraria; de 

los Gobernantes de los Estados 1. del jefe del Departamento -

del Distrito Federal; de la Secretaría de la Reforma Agra--

ria, de la Secretaría de Recursos Hidráulicos; del Cuerpo 

Consultivo Agrario y de las comisiones Agrarias Mixtas; las 

demás autoridades administrativas del país, deben actuar cQ 

mo auxiliares en los términos establecidos por la Ley. 

El Presidente de la República es la suprema autoridad -

agraria, según mandamiento Constitucional; está facultaoo p~ 

ra dictar todas las disposiciones y medidas que tiendan a a~ 

can zar plenamente los objetos de la Reforma Agraria; sus re-

soluciones definitivas en ningún caso se podrán modificar 

• 
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por las propias autoridaoes agrarias: se consideran resolu­

ciones definitivas aquellas dictadas por el Presidente de -

1~ Rep6blica para dar fin al expediente de restituci6n o d2 

tación de tierras, bosques o aguas; de ampliaciones de eji­

dos: de creaci6n de nuevos centros de pOblaci6n ejidal y e~ 

propiaci6n de bienes ejidales y comunales: se le faculta 

también para expedir los nombramientos y credenciales en f~ 

vor de los miem~ros de los Comités Particulares Ejecutivos 

electos por los grupos solicitantes de tierras: y además p~ 

ra proveer en 10 administrativo cuando fuere necesario el -

cabal cumplimiento de sus atribuciones y responsabilidades 

agrarias. 

La Secretaría de Reforma Agraria, según el mandamiento 

Con%titucional, era la Dependencia directa del ejecutivo F~ 

deral encargada de aplicar la legislaci6n agraria, en cuan­

to la propia ley no otorgue competencia a otras autoridades 

sobre 10 particular: es facultad del Presidente de la Repú­

blica nombrar y remover al Secretario de la Reforma Agraria 

quien tiene la responsabilidad pOlítica, administrativa y 

técnica de la Dependencia a su cargo, entre sus atribucio-­

nes principales se apuntan: acordar con el Presidente de la 

Repú~lica; ejecutar la pOlítica que en materia agraria dicte 

el Titular del poder Ejecutivo: proponer al Presidnete de 

la República la resolución de los expedientes que la ley r~ 
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serva a su competencia, avalánoolas con su firma: represe~ 

tar al Titular del Poder Ejecutivo en todo acto agrario: -

aprobar y realizar los planes 0e rehaoilitactón agraria; -

organizar económicamente a los ejidos y comunidades, fome~ 

tanda especialmente el desarrollo de las industrias rura-­

les y actividades productivas complementarias; y decidir 

los conflictos de materia agraria. 

correspondía a la Secretaría de Agricultura y Recur~~ 

sos Hidráulicos la responsabilidad política, técnica y ad­

ministrativa en la planificación, organización y desarro--

110 de la producción agropecuaria, actividades productivas 

asesoría y fomento de la industria rural: coordinando su -

acci6n con la Secretaría de la Reforma Agraria y organis-­

mas que señale la ley. 

El Cuerpo Consultivo Agrario, integrado por cinco cog 

sejeros propietarios y el número de supernumerarios que a 

juicio del Ejecutivo Federal fueren necesarios, original­

mente constituyen un órgano de consulta en materia agraria 

del primer Magistrada de la Nación; con posterioridad se 

le dieron facultades jurisdiccionales al instaurarse el r~ 

curso de inconformidad en contra de la resolución dictada 

por las Comisiones Agrarias Mixtas en los juicios privati_ 

vos de derechos agrarios. 
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Las Comisiones Agrarias Mixtas en principio actuaron -

como instituciones meramente consultivas oe los Gobernado-­

res de las Entidades Federativas y del Jefe del Departamen­

to del Distrito Federal: a partir oe que entró en vigor la 

Ley Federal ce Reforma Agraria en 1971, se constituyeron en 

tribunales jurisdiccionales (administrativos) p~ra resolver 

los conflictos sobre posesión y goce de unidades de dota--­

ción; sobre disfrute de~los bienes de uso común de los eji­

dos y comunidades; sobre nulidad de actos de asambleas, de 

documentos y actos que contravengan las leyes agrarias. Po~ 

teriormente se les amplió la competencia para resolver los 

juicios privativos ~e derechos agrarios. 

Los antece~entes brevemente resefiados avalan la crea-­

ción de los Tribunales Agrarios, como obra culminante de la 

magistratura agraria, sujeta a un proceso de consolidación 

y perfeccionamiento. 

Es importante precisar que procesal mente hablando duran 

te las etapas analizadas no existieron Organos Jurisdiccion~ 

les, y es hasta la reforma al artículo 27 Constitucional pr~ 

pueata por el Licenciado Carlos Salinas de Gortari (1992), 

cuando nacen los Organos Jurisdiccionales. La citada reforma 

será objeto de nuestro estudio, en el siguiente inciso. 
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2.5. - LA REFORMA AL .~RTICULO 27 CONSTITUCIONAL 
(Febrero de 1992) 

El marco condicionante de la reforma legal ce 1992, en 

materia oe justicia agraria, que culmina con el estableci---

miento de los Tribunales Agrarios, substituyendo las anteriQ 

res estructuras de la magt~~~atura agraria, está determinado 

por los siguientes lineamientos. 

-En el sector rural se ha presentado un atraso de más -

de medio siglo en materia de Justicia agraria; de ello da 

testimonio el rezago agrario que confrontan los campesinos. 

-El rezago social está representado por numerosos expe-

dientes relativos a acciones agrarias ce dotaci6n, amplia---

ci6n, restitución de tierras, bosques yaguas, nuevos cen---

tres de población ejidal y confirmación de bienes comunales, 

los que se encuentran en proceso ce trámite, algunos de 

ellos ~esde ~ace más de cuarenta años. 

-Todo los intentos por superar el problema del rezago y 

sus consecuencias como lo es, entre otras, la falta de creci 

~ilidaa en los mecanismos de la justicia agraria. así como -

las reformas legales que habilitaron a las Comisiones Agra--

rias Mixtas y al cuerpo Consultivo Agrario para ejercer fun-
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ciones auténticamente jurisdiccionales (administrativas) en 

materia de controversia agraria, no fueron bastantes para sg 

perar los problemas campesinos. 

Las centrales campesinas más importantes abanderaron la 

demanda de una justicia pronta y expedita; y señalaron los -

lineamientos generales, los criterios rectores y los princi 

pi os estructurales, que debían normar el establecimiento de 

los Tri~unales Agrarios. Estos, por definición deberían ser 

aut6nomos en sus ~onctones con plenitud ~e jurisdicci6n. 

constituirse en instrumentos orgánicos que hagan más eficaz 

y expedita la atención de los conflictos agrarios, basados 

en procedimientos simples, claros y sencillos, con obliga--­

ci6n de los funcionarios jusrisdiccionales de investigar de 

oficio, la verdad, para resolver en justicia; la concilia--­

ci6n debe ser parte substancial y previa del proceso agra-­

rio. Los Tribunales deben regional izarse para que estén en 

contacto con los sujetos a quienes deben atender en sus de­

mandas; e integrados por profesionistas y personal probada­

mente honesto, especializado y altamente calificado, que c2 

'nozcan los antecenentes hist6ricos del sistema jurídico 

agrario mexicano, así como debidamente informado de su con-



tenido pOlítico, social y económico, que les permita in ter-

pretar correctamente las normas jurídicas de la materia 

agraria. Asimismo, los Tribunales deben estar apoyados por 

un órgano de asesoría gratuita. 

El reclamo de los sectores legados con el campo para -

el establecimiento de Tribunales Agrarios, culmina con la 

la reforma Constitucional al ~rtículo 27, puolicada en el -

Diario Oficial de la Fedeación el 6 de Enero de 1992, la 

que en la esfera que es objeto de nuestro comentario, deroga 

las fracciones XI, XII Y XIII, que conformaban la ~ase Cons-

titucional ~e las anteriores autoriaaOes' agrarias, y adiciona 

la ~racción XIX con dos párrafor que instituyen los Tribuna­

les Agrarios y la Procuraduría Agraria, concedidos en los si 

guientes términos: 

"Son de jurisdicción federal todas las cuestiones que -
por límites de terrenos ejidales y comunales, cualquiera 
que ·sea el origen oe éstos, se hallen pendientes o se 
susciten entre dos o más núcleos de población; así como 
las relacionacas con la tenencia de la tierra de los 
ejidos y comunidades. Para estos efectos y en general, 
para la administración de justicia agraria, la ley ins­
tituirá Tribunales dotados de autonomía y plena juris-­
dicción, integrados por magistradOS propuestos por el 
Ejecutivo Federal y designados por la Cámara de Senado­
res, o en los recesos de ésta, por la Comisión Permanen 
te. 

La Ley establecerá un órgano para la procuración -
de justicia agraria". (6) 

(6) Ley Agraria. Editada por el Tribunal Superior Agrario, 
la. Eoici6n. México. 1994. p. 16 
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La creación de los Tribunales Agrarios representa una -

alternativa responsable, positiva y viable para resol~er los 

viejos y nuevos conflictos, que asegure mayor li~ertad y 

aliente granees cambios cualitativos en el sector rural. 

Con la reforma Constitucional que estamos comentando, -

el gObierno mexicano cumplió con un compromiso de la más al­

ta prioridad; promover y garantizar una justicia honesta, 

pronta y expedida para todos los campesinos y productores ry 

rales de la Nación, así como preservar un régimen de convi-­

vencia pacífica en el marco de la ley, que permita a las co­

munidades rurales conoiciones y am~iente adecuado para su d~ 

sarrollo en plenitud ~umana y social. 

Los tribunales Agrarios son órganos jurisdiccionales, -

establecldos Constitucionalmente con una competencia propia 

y definida, encargados de la adm~is~ración de la justicia -

agraria. La Ley Suprema los dota de cabal autonomía y plena 

jurisdicción. 

Cabe sefialar que el t~ma referente a los Tribunales 

Agrarios será tratado más ampliamente en el Capítulo cuarto 

de la presente investigaci6n 
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2.6.- ~EY AGRARIA (Fe~rero oe 1992) 

A partir de la trascendental reforma al artículo 27 de 

nuestra Carta Magna, que entró en vigor el 7 de Enero de 1992 

aquella justicia retenida por el Titular del Poder Ejecutivo 

se atri~uye a 6rganos jurisdiccionales dotados de plena juri~ 

dicción, independientes y autónomos. Es decir se instituyen -

Los Tribunales Agrarios. 

~a fracción XIX del precepto Constitucional antes referi 

do es ampliamente ilustrativa. Son de jurisdicción Federal 

-señalada- tocas las cuestiones que por límites de terrenos -

ejidales y comunales, cualquiera que sea el origen de éstos, 

se hallen pendientes entre dos o más núcleos de población; 

así como las "relacionadas con la tenencia de la tierra, de los 

ej i.dos y comunidades. 

A partir ~e la promulgaci6n de esta reforma Constitucio­

nal se expiden la ley Agraria (26 de Fe~rero de 1992) la Ley 

Orgánica de los Tribunales Agrarios y el Reglamento Interior 

de los Tribunales Supremos 'grarios el 12 d~ julio de 1993. 

En esta preceptiva juríaica encontramos to~as las normas 

que establecen y regulan la competencia de los Tribunales 
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Agrarios como 6rganos juris~tccio~ales dotados ~e autonomía 

y plena juríscicci6n en el ámbito federal, para impartir la 

justicia agraria en todo el territorio nacional. Así lo cOll 

cretiza el artículo lo., de la Ley Orgánica ele los 'rril)unales 

Agrarios. 

Es pertinente en este punto sefialar que la_ley_Agraria 

consta de dos partes; una sustancial, (derechos, obligaciones 

organizaciones agrarias), y otra adjetiva (justicia agra--­

ría). La Ley que fue dividida en TítuLos, regula la justi-­

cia agraria en el Título Décimo (artículo 163 a 200). En -

este título se regula el proceso agrario, no la organiza--­

ci6n de tos Tribunales. 

En la nueva ~ey Agraria se resume la obra legislativa 

de más de setenta afias con la q\le se ha estructurado el -­

sistema ~istórico mexicano de tenencia de la tierra. El ar­

ticulado de esta ley ratifica y consolida los principios de 

la tradición jurídica :tgraria, pUHS tucela los sistemas eji­

dal, comunal y la pequefia propiedad; prohibe expresamente -

el latifundio; y propicia el alc;lnzar mayor justicia en el 

campo con la creación de dos órganos, una para la pr'ocura-­

ción de justicia agraria (Procuraduría Agraria). El otro ÓL 

gano será el encargado de resolver las controversias que se 

presenten con motivo ~e la aplicación de las disposiciones 

que se contienen en la ley Reglamentaria de la materia, de­

nominado Trihunal ~graria. 
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CAPITULO 111 
NATURALEZA JURIDICA DE LA 

PROCURADURIA AGRARIA 

En el presente Capítulo, nos referiremos a la natural e-

za jurídica de la Procuraduría Agraria. Asimismo. haremos un 

examen de sus características en donde destacan; el de conei 

liación, el de ombudsman campesino, asesor jurídico del suj~ 

to agrario que así se lo solicite, etcétera. 

De la misma manera, analizamos las atribuciones de la 

Procuraduría Agraria destacando BUS atribuciones legales y -

las reglamentarias; asimismo, hacemos un resumen acerca de -

la competencia de dicha Institución, señalando que ésta será 

federal. También se escribe acerca de la importante función 

de la citada Procuraduría en la impartici6n de justicia agr~ 

ria a los considerados sujetos de derecho agrario. 

Ahora bien, en relación a la trascendencia para los fi-

nes de la presente Tesis, esta radica en el hecho de que la 

citada Institución, puede intervenir en los juicios de na tu-

raleza agraria; ya sea como parte que representa a la actora 

o a la demandad~,significando Que en algunas situaciones el 

artículo 189 de la Ley Agraria, puede resultarle perjudicial 

para los intereses de sus representados. 
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3.1.- NATURALEZA JURIDICA DE LA PROCURADURIA AGRARIA ----------------------------------------------

La Procuraduría Agraria, diseñada como un organismo de 

abogacía social, asesora y defiende en el ejercicio de sus -

derechos a sujetos agrarios que individual o colectivamente 

solicitan su intervención; pudiendo actuar oficiosamente 

cuando lo estime necesario, una función total de la Procura­

duria será prevenir y denunciar violaciones a las Leyes Agr~ 

rias. 

El artículo 134, del Título Séptimo de la Ley Agraria, -

otorga a la Procuraduría el carácter de organismo descentra­

lizado con personalidad jurídica y patrimonio propio; estat~ 

yéndose en el artículo 135 destacadas funciones de servicio 

social y la defensa de los derechos de ejidatarios, comune-­

ros, suceSores de ejidatarios, pequeños propietarios, avecin 

dados, jornaleros agrícolas, ejidos y comunidades.(l) 

En el articulo 136 del ordenamiento legal en cita, se -

enuncian atribuciones de representaci6n, coadyuvancia, ases~ 

ría, conciliaci6n en controversias, prevenci6n y denuncias -

de violaciones a las Leyes Agrarias, emisi6n de recomendaci~ 

nes. proposici6n de medidas de seguridad jurídica; y también le co-

-------------------------
( 1 ) Ley Agraria. En: Legislaci6n Agraria Actualizada. Edita­

da por el Tribunal Superior Agrario. México. 1994. p.159 
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rresponde denunciar a funcionarios agrarios que incumplen sus 

obligaciones o responsabilidades; inspección y vigilancia¡ iQ 

vestigación o denuncia de prácticas de acaparamiento o conceQ 

tración de tierras; asesoría y representación para regulari--

zar y titular derechos agrarios y denuncia de irregularidades 

y hechos que se estimen delictuosos. 

Por disposición del artículo 137 de la Ley Agraria, la 

procuraduría Agraria deberá tener Delegaciones en cada una de 

las Entidades Federativas, toda controversia en que el orga-­

nismo actúe como parte, será competencia de los Tribunales en 

materia agraria (Artículo 138), para la realización de estu-­

dios, peritajes, consultas y dictámenes, la Procuraduría dis­

pondrá de un cuerpo de servicios periciales con expertos en -

distintas disciplinas y profesionales (lo anterior de confor­

midad con los artículos 139 y 147 de la Ley en consulta).(2) 

Conforme al artículo 60., del Reglamento Interior de la 

procuraduría Agraria, publicado en el Diario Oficial de la F~ 

dereción de 30 de Marzo de 1993, el ejercicio de sus funcio-­

nes y despacho de asuntos estará encomendado al Procurador, -

Visitadores Especiales, tres Subprocuradores, un Coordinador 

General, un Secretario General, cinco Unidades de apoyo y coo~ 

dinación, once Directores Generales, Delegados y un Consejo -

consultivo. 

( 2 ) 
Ibid. p. 168 
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3,1 1.- FORMAL 

Las reformas al artículo 27 Constitucional publicadas -

en el Diario Oficial de la Federación el 6 de Enero de 1992, 

particularmente las que sufrió la fracción VII, señalan que -

la Ley Reglamentaria en la materia establecerá, los procedí-­

mientas por los cuales ejidatarios y comuneros podrán asocia~ 

se entre sí, con el Estado y con terceros y otorgar el uso de 

sus tierras; y, tratándose de ejidatarios, transmitir sus de­

rechos parcelarios entre los miembros del núcleo de población; 

igualmente fija los requisitos y procedimientos conforme a 

los cuales la asamblea ejidal otorga al ejidatario el dominio 

sobre su parcela, y en caso de enajenación, el que se respete 

el derecho del tanto del cónyuge y los hijos. 

A su vez, la fracción XIX del precitado artículo consti 

tucional, que ya imponía la obligación al Estado de disponer 

las medidas para la expedita y honesta impartición de la jus­

ticia agraria y de apoyar la asesoría legal de los campesinos, 

fue adicionada con dos párrafos más, el último de los cuales 

normativamente señala que la Ley establecerá un órgano para -

la procuración de la justicia agraria. 

En tal sentido, junto con los Tribunales Agrarios, órg~ 
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nos dotados de autonomía y plena jurisdicción, Regi 

rio Nacional, como órgano técnico de la autoridad agraria re~ 

ponsable del control de la tenencia de la tierra y la seguri­

dad documental, nace la Procuraduría Agraria con funciones de 

servicio social para la defensa de los derechos de los campe­

sinos. 

Acorde con 10 anterior, la Ley Reglamentaria del artíc~ 

lo 27 Constitucional en materia agraria (publicada en el Dia­

rio Oficial de la Federación el 26 de Febrero de 1992), en el 

artículo 134 define a la procuraduría Agraria como un organi~ 

mo descentralizado de la Administración pública Federal, con 

personalidad jurídica y patrimonio propios, sectorizado en la 

Secretaría de la Reforma Agraria. 

Cabe destacar que en el Diario Oficial de la Federación 

de fecha 24 de juÍio de 1992, se publicó el Decreto que refoE 

ma diversas disposiciones de la Ley Federal de las Entidades 

Paraestatales entre las cuales se encuentra la del artículo -

30., segunda párrafo, que excluye la observancia del citado -

ordenamiento, atendiendo a sus objetivos y la naturaleza de -

sus funciones, tanto a la Comisión Nacional de Derechos Huma­

nos, como las Procuradurías Federal del Consumidor y la Proc~ 

raduría Agraria. 

47 



3.1.2.- EL OMBUDSMAN CAMPESINO 

El Ombusdman surgió en la Ley Constitucional sueca de 6 

de junio de 1809, como un funcionario designado por el Parla-

mento con el objeto de vigilar primeramente la actividad de -

los Tribunales, pero con posterioridad, a las autoridades ad-

ministrativas. 

El término Ombudsman no significa otra cosa, en lengua-

je común, que el protector de los derechos del pueblo, tiene 

su origen en los países escandinavos, particularmente en Sue-

cía, y por ende el vocablo es sueco y significa en términos -

muy genéricos: representante, delegado o mandatario. En esen-

cía, la institución del Ombusdman tiene la función de recibir 

e investigar las reclamaciones de los gobernados, contra las 

autoridades administrativas, no sólo por infracciones legales 

sino también por injusticia, irrazonabilidad o retraso mani--

fiesto en la emisión de una resolución. Con motivo de las in-

vestigaciones, la institución puede proponer, sin efectos de 

carácter obligatorios, las soluciones que estime más adecua-­

das para evitar o subsanar las violaciones. (3) 

(3) Armienta Calderón, Gonzálo. op. cit., p.38 
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Vale la pena señalar que dentro de la trascendental fug 

ción que lleva a cabo la institución en defensa de los dere--

chos e intereses de los sujetos agrarios, destaca la que rea-

liza con el carácter de Ombusdrn~n campesino. 

Entre las características qu~ l~ otorgan a la institución 

en estudio la calidad de O!!lbuc,sman campesioo, . tememos por ejart?lo; 

la fracción IV del artículo 136 de la Ley Agraria deterrni!UU1C1,Q 

que la Procuraduría debe prevenir y denunciar ante la autori-

dad competente, la violación de las Leyes Agrarias, para ha-

cer respetar el derecho de sus asistidos a instar a las auto-

ridades agrarias a la realización de funciones a su cargo y 

emitir las Recomendaciones que considere pertinentes. Otra 

fracción que le otorga esta característica es la VI al esta--

blec~r: denunciar el incumplimiento de las obligaciones o re~ 

posabilidades de los funcionarios agrarios o de los empleados 

de la administración de la justicia agraria!4) 

LO dispuesto por el artículo 138 de la Ley Agraria tam-

bién refuerza su naturaleza de Ombusdman campesino, dado que 

las autoridades federales, estatales, municipales y las orga-

nizaciones sociales agrarias, serán coadyuvantes de la Procu-

raduría en el ejercicio de sus atribuciones. 

(4) 
Ley Agraria. cp. cit., pp.161-162 



De igual manera, el nuevo Reglamento Interior de la Pr2 

curaduría Agraria publicado en el Diario Oficial de la Feder~ 

ción el 30 de Marzo de 1993, particularmente en el artículo -

40., fracciones V, VI Y VII, refuerzan a la institución como 

Ombusdman campesino, al estatuir que debe: V.- Recibir, inve~ 

tigar y en su caso canalizar a las autoridades competentes, -

las quejas y denuncias interpuestas relativas a: 1).- Divisi2 

nes de terrenos ejidales y comunales, transmisiones, acapara­

miento y en general cualquier hecho o acto jurídico que con-­

travengan las leyes agrarias; 2).- Faltas y delitos atribui-­

bles a los representantes de los núcleos agrarios; 3).- Pre-­

suntas violaciones a la legislación en la materia cometidos -

por servidores públicos en la tramitación de los procedimien­

tos y juicios agrarios, así como en la ejecución de resolu--

ción presidencial y sentencias judiciales. VI.- Emitir r~ 

comendaciones a las autoridades por el incumplimiento de sus 

obligaciones, obstaculización de los trámites realizados por 

los campesinos o desestimación sin fundamento de sus peticiQ 

nes. VII.- Hacer del conocimiento de la Contraloría General 

de la Federación o del superior jerárquico correspondiente, 

las irregularidades en que incurran los funcionarios agrarios 

y demás servidores públicos de la administración de justicia 

agraria, para que intervengan en los términos de la Ley, o -

en su defecto, remitan el asunto ante la autoridad que resu~ 

te competente. 
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Otro aspecto adicional que le otorga a la institución 

el carácter de Ombudsman, se encuentra en el artículo 50., de 

su segundo párrafo, al establecer que: Las dependencias y eg 

tidades de la Administración Pública Federal, están obligadas 

a facilitar a la Procuraduría la documentación e informes que 

les solicite en ejercio de sus funciones. 

Por su parte, el Procurador Agrario, tiene establecidos, 

en el artículo 90., del Reglamento Interior, particularmente 

las fracciones XI y XII, características de Ombudsman, al di~ 

poner que además de las señaladas en el artículo 144 de la 

Ley, tendrá las siguientes atribuciones: XI.- Proponer al Ej~ 

cutivo Federal los anteproyectos de iniciativas de leyes y 

proyectos de reglamentos, decretos, acuerdos, y demás ordena-

mientos presidenciales necesarios para el exacto cumplimiento 

de la Ley y otras disposiciones jurídicas relativas a la pro-

curación de justicia agraria. XII.- Presentar al Titular del 

Poder Ejecutivo Federal un informe anual sobre el desempeño -

de las actividades de la Procuraduría, incluyendo tanto los -

asuntos tramitados y resueltos, como las Recomendaciones for­

muladas y sus efectos~5) 

Se puede afirmar, que éstas atribuciones referidas pre-

cedentemente, son características de un Ombudsman campesino. 

(5) Reglamento Interior de 
Porrúa. 5a. Edición. 

la Procuraduría Agraria. Editorial 
México. 1993. pp.2lS-216 -
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3.1.3.- NO ES AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL AMPARO 

Del estudio de su naturaleza jurídica, se desprende que 

la Procuraduría Agraria no tiene el carácter de autoridad pa­

ra efectos del Juicio de Amparo, por carecer de las cualida-­

dades necesarias para ser considerada como tal; por dicha ra­

zón el Juicio de Garantías es improcedente para combatir la -

constitucionalidad de sus actos. 

La afirmación anterior, se fundamenta en lo establecido 

en la nueva Ley Agraria y su Reglamento Interior publicados -

en el Diario Oficial de la Federación de fechas 26 de Febrero 

de 1992 y 30 de Marzo de 1993,respectivamente, dado que fue -

creada jurídicamente como un organismo descentralizado de la 

Administración Pública Federal, con personalidad jurídica y 

patrimonio propios sector izado a la Secretaría de la Reforma 

Agraria que tiene a su cargo exclusivamente funciones de ser­

vicio social que se traducen en funciones de asesoría, conci­

liación y en su caso, denuncia de violaciones a la Ley Agra-­

ria, es decir, como institución está encargada de la defensa 

y asesoría de los derechos de los ejidatarios, comuneros, su­

cesores de ejidatarios y comuneros, ejidos, comunidades, pe--



queños propietarios, avecindados, posesionarios, jornaleros -

agrícolas, colonos y campesinos en general, y en consecuencia 

carece de facultades de ejecución que de acuerdo con la doc-­

trina del derecho p6blico~ es requisito esencial para ser con 

siderada como autoridad. 

En ese orden de ideas, en cualquier juicio de amparo en 

el que se señale corno autoridad responsable a la Procuraduría 

Agraria, procede solicitar se declare la improcedencia del 

mismo por lo que se refiere a los actos reclamados de sus se~ 

vidores p6blicos, con fundamento en lo dispuesto por el pre-­

cepto 73, fracción XVIII, en relación con el artículo 10., 

fracción 1, ambos de la Ley de Amparo, en razón a que sólo 

procede el Juicio de Amparo, de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 103, fracción 1, de la Constitución pOlítica -

de los Estados Unidos Mexicanos, contra actos de autoridad 

que violen las garantías individuales y en consecuencia por -

los razonamientos expuestos, la Procuraduría Agraria no está 

dotada de la jurisdicción para realizar actos de naturaleza -

jurídica que afecten la esfera de los sujetos agrarios y mu-­

cho menos para imponer a éstos sus determinaciones. 

Por otra parte, tampoco existe disposición jurídica al­

guna en la nueva Ley Agraria que le otorgue el carácter de a~ 

toridad. 
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3.2.- ATRIBUCIONES Y COMPETENCIA DE LA 
PROCURADURIA AGRARIA 

Conforme lo dispone la Ley Agraria en su artículo 136, 

y sU Reglamento Interior, la Procuraduría Agraria tiene las 

siguientes atribuciones; 

3.2.1.- ATRIBUCIONES LEGALES 

Representación Legal.- Esta atribución se ejerce por.par-

te de la Procuraduría Agraria cuando así 10 solicitan los sujg 

tos agrarios a que se refiere el artículo 135 de la Ley de la 

materia, por estimar ellos la existencia de una violación de -

un derecho contemplado y regulado en su favor en la normativi-

dad agraria. 

En muchos de los casos está representación se "tendrá que 

otorgar y manifestar jurídicamente ente los Tribunales Agra---

ríos Unitarios correspondientes, dado que éstos por disposi--

ción de su Ley Orgánica, son competentes para resolver los jui 

cios agrarios que se susciten con motivo de la aplicación de -

la Ley Agraria, según lo dispone el artículo 163 del propio o~ 

denamiento jurídico referido. 
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Asesoría jurídica y gestión administrativa._ Esta atri­

bución la lleva a cabo la Procuraduría Agraria cuando las pe~ 

sanas o sujetos agrarios a que se refiere el artículo 135 de 

la Ley Agraria, formulen a ésta, consultas jurídicas surgidas 

de sus relaciones con terceros que tengan que ver con la apli 

cación de la propia Ley de la materia, que por lo general se 

refieren tanto a la organización de los campesinps entre sí y 

con particulares y sociedades, Como en los actos jurídicos que 

celebren entre sí o con terceros. 

Estos actos jurídicos pueden consistir en contratos y -

convenios que celebren entre sí los sujetos agrarios o con 

terceros para el uso, destino, cesión, aportación, transmi--­

sión, adquisición o enajenación de derechos y bienes agrarios. 

Por 10 que se refiere a la gestión administrativa, ésta 

consiste en la actividad que desarrOlla la Procuraduría Agra­

ria en auxilio de los campesinos, en los trámites que tengan 

que llevar a cabo ante las autoridades administrativas para -

la obtención de permisos, concesiones, licencias o autoriza-­

ciones para la explotación y aprovechamiento de sus recursos. 

De Conciliación y Arbitraje.- La atribución de promover y 

procurar la Conciliación de intereses entre las personas a 
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que se refiere el artículo 135 de la Ley Agraria, en casos -

controvertidos que se relacionen con la normatividad agraria, 

representa para la Procuraduría Agraria una función esencial 

y particularmente importante, dado que su principal objetivo 

dentro de la atribución general de la defensa de los dere-­

chos de los campesinos consiste precisamente, en procurar 

por todos los medios posibles a su alcance la Conciliación -

de intereses, atendiendo al principio de imparcialidad, que 

debe regir la actuación de la institución, ésta puede inter­

venir por la vía conciliatoria y en su caso la arbitral cuan 

do así lo acuerden y soliciten las partes, para tratar de di 

rimir una controversia, de conformidad con el procedimiento 

que regula su Reglamento Interior. 

De prevención y Denuncia.- Dentro de las atribuciones 

que la Procuraduría Agraria debe ejercer primordialmente, se 

encuentra la de prevenir y denunciar ante la autoridad comp~ 

tente la violación de las leyes agrarias, con el objeto de -

hacer respetar los derechos de sus asistidos, pudiendo incl~ 

sive instar a las autoridades agrarias a la realización de -

funciones a su cargo. Esta atribución la puede ejercer a pe­

tición de parte o de oficio, cuando se estimen cometidos i11 

citos en perjuicio de núcleos agrarios o campesinos para lo 

56 



cual podrá formular las denuncias que se estimen procedentes, 

ya sea ante el Ministerio Público o ante las autoridades co-­

rrespondientes, por los hechos que lleguen a su conocimiento 

y que puedan ser constitutivos de delitos o que puedan consti 

tuir infracciones o faltas administrativas en la materia. así 

como atender las denuncias sobre las irregularidades que. en 

su caso. incurra el Comisariado Ejidal y que le deberá pre­

sentar el Comité de Vigilancia. 

También puede hacer del conocimiento de la Secretaría -

de la Contraloría General de la Federación o del superior je­

rárquico correspondiente, las irregularidades en que incurran 

los funcionarios agrarias y demás servidores públicos de la -

administración de justicia agraria para que intervengan en 

los términos de la ley, o en su defecto, remitan el asunto an 

te la autoridad que resulte competente. 

Es importante destacar que la atribución de denuncia 

comprende también la posibilidad de realizarla cuando se dé -

el incumplimiento de las obligaciones o responsabilidades de 

los funcionarios agrarios o de los empleadas de la administr~ 

ción de justicia agraria. 
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De estudios y proposiciones.- Esta atribución tal como 

lo dice el término, se traduce en la realización de estudios 

sobre los problemas sociales y económicos del país y su inci­

dencia en el sector agrario, así como evaluaciones de la pro­

blemática del sector campesino para promover, por los conduc­

tos procedentes, las medidas correctivas pertinentes, así co­

mo la divulgación de dichos estudios y evaluaciones. Lo ant~ 

rior, con un fin específico de fortalecer la seguridad jurídi 

ca en el campo. 

De inspección y vigilancia.- Esta actividad la lleva a 

cabo la Procuraduría Agraria sin un ánimo persecutorio, con -

el auxilio y participación de las autoridades locales, encami 

nada exclusivamente a defender los derechos de sus asistidos 

en relación con cualquier acto que viole los derechos agra-­

rios, ya sean actos de autoridad, de actuación de los órganos 

ejidales, o de particulares, y proponer lo conducente. 

/ 

Un caso concreto tal como lo señala 5U Reglamento Inte­

rior, consiste en vigilar que se respete el fundo legal del -

ejido, cuidando en todo momento su conservación, para benefi­

cio de los campesinos. 
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De regularización y certificación de derechas agrarios.­

Por su importancia y trascendencia esta atribución la ejerce -

la Procuraduría Agraria coordinadamente con otras dependencias 

e instituciones, que comparten la responsabilidad de instrumeg 

tar este programa prioritario para el Gobierno Federal una vez 

que se va abatiendo el rezago agrario, denominado Programa de 

Derechos Ejidales y Titulación de Solares Urbanos (PROCEDE). 

Organización y apoyo social.- Esta atribución consiste -

fundamentalmente en promover y asesorar a los núcleos agrarios 

y campesinos en la formación y consolidación de las unidades -

productivas, en materia de financiamiento, inversiones, tecno­

logía y asistencia técnica. 

También implica asesorar a los núcleos agrarios para su 

organización jurídica y económica, como por ejemplo: para la -

elaboración de su Reglamentos Internos que contienen sus re­

glas de convivencia interna. 

En general, tramitar las peticiones y apoyos institucio­

nales que planteen los campesinos, y coordinar y supervisar la 

atención de los servicios de asistencia y bienestar social. 
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3.2.2.- ATRIBUCIONES REGLAMENTARIAS 

Por disposición del artículo 40., de su Reglamento Inte­

rior, para el logro e~ sus objetivos la Procuraduría Agraria -

ejercerá además de las establecidas en el artículo 136 de la 

Ley, las siguientes atribuciones: 

- Vigilar que se respete el fundo legal del ejido; 

- Atender las demandas y recabar la información que sea 

necesaria, sobre los hechos relacionados con divisiones, fra~ 

cionamientos, transmisiones, acaparamiento de tierras o aguas 

y existencia de excedentes que rebasen los límites de la pe­

queña propiedad, y en su caso hacerlo del conocimiento de las 

autoridades competentes; 

- Emitir el dictamen de terminación del régimen ejidal, 

cuando le sea solicitado por el núcleo de población en los 

términos de la fracción XII del artículo 23 de la Ley Agra-

ria¡ 

- Promover la defensa. de los derechos y salvaguarda de 

la integridad tradicional de las comunidades y grupos de indi 

genas. 

60 



- Emitir opinión en los términos de los artículOs 75, 

fracción 11 Y 100 de la ley Agraria, sobre los proyectos de -

desarrollo y de constitución de sociedades en que participen 

ejidos y comunidades, así como designar a los comisionados a 

que se refiere la fracción V del citado artículo 75; 

- Vigilar, en los casos de liquidación de sociedades a 

que se refieren los artículos 75, fracción V y 100 de la Ley, 

que se cumpla el derecho de preferencia del núcleo de pobla­

ción ejidal y de los ejidatarios, para recibir tierra en pago 

de lo que les corresponda en el haber social.(6) 

En los párrafos anteriores hemos citado a las que consi-

deramos son las atribuciones reglamentarias de la Procuraduría 

Agraria. 

(6) 
Reglamento Interior de la Procuraduría Agraria. ~p. cit., 
pp.210-211 
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i 3,2,3,- COMPETENCIA 

Se puede partir de la premisa de que la procuraduría Agr-ª. 

ría actúa cuando se hace necesaria la defensa de los derechos 

de los sujetos agrarios o debe prestar un servicio de Ley. 

En otras palabras, la Procuraduría Agraria en ejercicio 

de sus atribuciones, mediante la Conciliación o el Arbitraje -

puede dirimir una controversia por la titularidad de un dere­

cho entre los sujetos que regula la norrnatividad agraria, de -

igual manera, asesora y orienta para el debido ejercicio de e~ 

te derecho otorgado por la ley o el órgano jurisdiccional en f-ª. 

var de los referidos sujetos, o también actúa para que, en su 

caso, el derecho violado sea inmediatamente restituido, formu­

lando la denuncia ante la autoridad competente. 

Acorde con lo anterior, se puede entender como asunto a 

cualquier solicitud formulada por los sujetos agrarios para la 

prestación de un servicio o la defensa de un derecho regulado 

en la legislación agraria. 

Es decir, en caso de controversia de un derecho debe ser 

definida su titularidad o simplemente prestar un servicio para 

garantizar el debido ejercicio de ese derecho y en última ins-
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tancia, cuando ha sido violado actuar legalmente para que sea 

restituido. 

En consecuencia, para determinar la "competencia" de la 

Procuraduría Agraria en el tratamiento de los asuntos plante~ 

dos ante ella, se puede hacer el siguiente razonamiento: 

- Que la solicitud de atención la formulen los sujetos 

contemplados en la normatividad jurídica. 

- Que el asunto se encuentre regulado en la normativi-­

dad agraria ya sea como un servicio que deba prestar la insti 

tución o un derecho en favor de los sujetos de atención; y 

- Que en el ámbito de sus atribuciones, la Procuraduría 

Agraria pueda llevar a cabo una acción tendiente a resolver -

la problemática planteada. 

Consecuentemente, se pOdría afirmar que los asuntos de 

la "competencia" de la Procuraduría son por su naturaleza: ca!!. 

troversias de intereses, servicio de apoyo a violaciones a la 

Ley, que deben ser defendidos conforme a las atribuciones con­

feridas, como es el caso de la controversias, a través de la -

Conciliación, el Arbitraje, o la Representación Legal ante los 

Tribunales Agrarios. 
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3.3.- FUNCION TRASCENDENTE DE LA PROCURADURIA AGRARIA 
EN LA IMPARTICION DE JUSTICIA EN EL CAMPO 

Las reformas constitucionales en materia agraria, promo-

vidas por el Titular del Poder Ejecutivo Federal ante el Con-

gresa de la Unión, pUblicadas en el Diario Oficial de la Fede-

ración, el 6 de enero de 1992, tuvieron como propósito funda-

mental, transformar jurídicamente las relaciones que se venían 

dando en el campo mexicano. En particular, las que sufrió la 

fracción VII del 'artículO 27 Constitucional, normativamente se 

dispuso cuál sería la materia a regular por la Ley Reglamenta-

ría, a saber: los procedimientos por los cuales ejidatarios y -

comuneros pueden asociarse entre sí, con el Estado o con terc~ 

ros y otorgar el uso de sus tierras; y tratándose de ejidata--

rios, transmitir sus derechos parcelarios entre los miembros -

del núcleo de población. 

Pareciera innecesario, justificar los propósitos para la 

creación de un órgano asesor o representante de los justicia--

bles que se dedican a las actividades del campo; sin embargo, 

creo que la razón sería la necesidad de asegurar el acceso, de 

este tipo de ciudadanos, a la justicia pública. 
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Al respecto, es válido invocar las palabras del distin­

guido Doctor Sergio García Ramírez, primer Procurador Agrario, 

las cuales plasma en .su magistral obra, intitulada Elementos 

de Derecho Procesal Agrario, cuando afirma que la socializa-­

ción jurídica del Estado contemporáneo ha determinado la nec~ 

sidad de crear los instrumentos necesarios para lograr el po­

sitivo ejercicio del derecho de acción por todos los justici~ 

bIes, y no sólo por aquellos que cuentan con los medias econQ 

micos y el asesoramiento para acceder en forma adecuada a la 

prestación jurisdiccional. 

Desde luego, la procuración de justicia agraria que sin 

duda, es acorde can esta finalidad, se encuentra adecuadamen­

te correspondida en otras ramas del derecha procesal social. 

Como ejemplo, se pueden mencionar instituciones como la Proc~ 

raduría de la Defensa del Trabajo y la Procuraduría Federal -

de protección al Consumidor, entre otras. 

La función trascendente que le otorga la Ley, a la Pro­

curaduría Agraria se puede sintetizar al señalar que la insti 

tución encargada de brindar servicios gratuitos a los campesi 

nos del país, con el objeto de defender sus derechos, cuando 

así se lo soliciten, o de oficio en los términos de la propia 
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ley. Cabe destacar, que también tiene funciones de servicio 

social, que se traducen en la obligación de fomentar la inte-

gridad de las comunidades indígenas, llevar a cabo acciones 

tendientes a elevar socialmente ~l nivel de vida en el campo, 

y consolidar los núcleos agrarios. 

Dentro de las atribuciones más relevantes, como ya se -

mencionó, se encuentran las de representación legal, asesoría 

jurídica para el desahogo de las consultas acerca del ejerci­

cio de los derechos colectivos e individuales de los núcleos 

agrarios y sus integrantes, respectivamente de Conciliación y 

Arbitraje, cuando surjan controversias de intereses entre los 

sujetos agrarios; y de prevenció~ y denuncia ante las autori­

dades competentes. 

Por su noble función de procurar justicia en favor de -

los campesinos de México, la institución está facultada para 

investigar y denunciar ante la autoridad en los siguientes c~ 

sos: Cuando se presuma la existencia de acaparamiento de tie­

rras, en extensiones mayores a las permitidas legalmente. Fa­

llas y delitos atribuíbles a los representantes de los núcleos 

agrarios. Presuntas violaciones a la legislación de la mate­

ria cometidas por servidores públicos en la tramitación de 

los procedimientos y Juicios agrarios, así como en la ejecu­

ción de resoluciones presidenciales y sentencias judiciales. 
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CAPITULO IV 
LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA IMPARTIDA 

POR LOS TRIBUNALES AGRARIOS 

En el presente CapítUlO, es nuestra tarea estudiar lo -

correspondiente a la administración de justicia impartida -_ 

por los titulares de los Organos Jurisdiccionales en materia 

agraria. Para ello, en primer término, analizamos la natura 

leza jurídica de los Tribunales Agrarios (Tribunal Superior 

Agrario y los Tribunales Unitarios Agrarios), después revis~ 

mos lo concerniente a la jurisdicción, competencia y faculta-

des del Tribunal Superior Agraria. Asimismo, analizamos la 

jurisdicción, competencia y facultades de los Tribunales Un! 

tarios Agrarios. 

En el inciso 4.4., n08 referimos a la justicia itineran-

te en materia agraria; después, pasa,os al análisis de la 

problemática de la impartición de justicia agraria. Finalmen 

te formulamos nuestra propuesta de reformas al artículo 189 

de la vigente Ley Agraria. 

Ahora bien, en lo relativo a la trascendencia para los 

fi~es de la presente investigación. esta radica en el hecho 

de ser indispensable el estudio de los Organos Jurisdiccion~ 

les, pues a éstos corresponde aplicar la legislaci6n agraria 

y ésta contempla al artículo 189 de la Ley Agraria. 
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d.t._ -LA NATURALEZA JURIDICA DE LOS 
TRIBUNALES AGRARIOS 

El seis ce enero de 1992, fue pu~licaao en el Diario Of1 

cial oe la Federación, el Decreto que reforma el artículo 7.7 

Constitucional, en el que se esta~lecen disposiciones trasceg 

~entales que conforman un nuevo derecho agrario en nuestro = 
suelo patrio. 

Particular importancia reviste la Reforma a la fracción 

XIX de este precepto constitucional, al disponer la institu--

ción ~e tribunales cotados de autonomía y plena jurisdicción 

encarga~os ~e la administración de justicia agraria; estaole-

ciendo tam~ién un órgano para la procuración Qe justicia en -

esta Materia. 

Como complemento ~e la reforma, el Congreso de la Unión 

expidió el 23 de fe~rero de 1992 la Ley Agraria y la Ley de -

los Tri~unales Agrarios, ordenamientos en los cuales se insti 

tuyen como órganos especializados para la impartición de la 

justicia agraria: el Tribunal Superior Agrario y los Tribuna-

les Unitarios Agrarios. 
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El dictamen emiti~o por la H. Cámara de senadores, res­

pecto de la Ley Orgánica que rige a estos tribunales, nos di 

ce que "Con estas formas se busc6 que la nueva administra--­

ci6n de justicia agraria cuente con estructuras orgánicas y 

funcionales, mejor ciseñaoas, para el ejercicio de su encar­

go Constitucional. Es decir, será un organismo que otorgue -

seguridad jurídica en materia 3graria, al campesino y produ~ 

tor rural, resolviendo sus controversias al agilizar sus tri 

mites en forma oportuna y expedita". Se observa igualmente -

que "La gar3ntía de seguriClad jurídica sobre la propiedao -

de la tierra, como expresi6n clara de un nuevo esquema de aQ 

ministraci6n ele justicia agraria, fue uno de los reclamos 

que arroj6 nuestro movimiento social de 1910 y que el congr~ 

so Constitucional de 1917 recogi6 como uno de sus más preciª 

doi valores jurídicos y sociales. 

El nuevo sistema de administraci6n de justicia agra~ia, 

conforme a la propuesta, tien~e a constituirse en un efectivo 

instrumento de ~efensa y garantía de las cemancas y requ?ri­

mientas de los hombres del campo; así como, en el mecanismo 

idóneo que le otorgue seguridad juríClica a las diversas for­

mas de tenencia de la tierra, que constituyen la p13t~foma '?! 

69 



sica para la productividad y desarrollo del campo mexicano. 

Con el propósito de dar cabal vigencia a las garantías y 

seguriaades, que ~eben tener los campesinos para traoajar la 

tierra, es necesario el estaolecimiento nel sistema ce admi-­

nistración ~e justicia agraria propuesto en la presente tni-­

ciativa de ley, puesto que no únicamente ampliará los riiveles 

de confianza y seguri~añ jurídica; sino que, además podrá prQ 

pi ciar el incremento de la producci6n agrícola de manera per­

ceptiole". 

LOS tribunales Agrarios cuentan con un reglamento inte-­

rior que define su estructura orgánica, mediante el establecl 

~iento de las bases de organizaci6n y funcionamiento. 

El juicio agrario en la nueva ley, acusa la tendencia de 

ampliar las facultaoes ñe los magistrados para que tengan una 

actuaci6n relevante en la conducción general del mismo. No so­

lo haorán ae cumplir con la dirección y vigilancia ~el proce­

sO sino también asegurar el or~en y su natural suhstanciación. 
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4.2.- ·TRIBUNAL SUPERIOR AGRARIO 

Los cficcionarios mencionan :¡ue la pala'bra tlTri'?unal" s19, 

nifica el lugar ~onde s~ adm1nistr~ iusticia. Por "superior" 

en las mismas fuentes consultadas, se entiende lo aue ~c ~~ .. 

cuentra situado en un espacio más alto que los demás, y por -

la palabra "agrario·' ~e~emos entender toda activt~ad agríco­

l~, ganadera o forestal. Por lo tanto estamos en condiciones 

ee afirmar que el Tribunal Superior Agrario es el 6rgano re­

c~~oci~o por la Constitución General de la República como 

máxima avtoridad agraria, en el que ~e dirimen las controveK 

sias que se dan con motivo de la actividao agraria y admini~ 

tra la justicia agraria revisando fallos y resoluciones de -

los tribunales unitarios está formado por cinco Magistrados 

numerarios y un super numerario. 

La designación de los magistraoos de los trtounales 

agrarios,· seg6n su propia tey orgánica está a cargo de la el 
mara de Sena0ores, y en los recesos de la Cámara los designa 

la Comisión Permanente del Congreso oe la Unión. Esta desig­

nación debe ser a propuesta del Presidente de la Rep6hlica, 

quien envía al órgano legislativo una lista de candiaatos p~ 
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ra SU selección. 

En caso de que el Senado no apruebe algunos de la lista 

enviada por el Ejecutivo, el Presidente de la República en-­

viará una nueva propuesta para cubrir las plazas de magistr~ 

do que aún estén vacantes, hasta completarlos. 

Los magistrados designados por la Cámara de Senadores o 

por la Comisión Permanente durarán en su encargo seis a~os, 

y en caso de que sean ratificados luego de ese periodo, ad-­

quirirán la inamov{' ~~~~. 10 que consideramos plausible des­

~e toaos los puntos de vista, ya que así se o~tiene la mejor 

y más pronta administración de la justicia agraria. 

Solamente por causas graves cometidas en el desempeño -

de su responsabilidad, los magistrados pOdrán ser removidos 

de sus cargos, para lo que se seguirá el procedimiento apli­

cable a los funcionarios del Poder Judicial Federal. 

El Art{cv 1n 1~ de la Ley Orgánica de los Tribunales Agri 

rios dispone que para ser magistrado Agrario se deben reunir 

los siguientes requisitos: 



f' 1.- Ser ciu~aoano mexicano y estar en pleno ejercicio 

de sus derechos. 

11.- Ser Licenciado en Derec~o, con título debidamente 

registrado, expedido cuando menos con cinco años 

antes de ~a fec~a de la designación. 

111.- Comprobar práctica profesional mínima de cinco 

años, y 

IV.- Gozar oe ~uena reputación y no haber sido condenado 

por delito intencional que amerite pena privativa -

de la li'bertac1. 

Por otra parte en el ordenamiento orgánico al que nos rª 

ferimos, se señala como causa ~e impedimento para conti~'~ar -

actuando corno magistrado, tener cualquier incapacida~ !~3i~3 

o ~~nt~t para desempeñar el cargo, o bien, haber cumplWo 75 

años de edad, en cuyo caso se dará el retiro del funcionario 

que se encuentre en alguno de los supuestos mencionados. 

Es importante mencionar que hasta antes de la reforma _ 

al artículo 27 Constitucional y la expedición de las normas 

reglamentari'as t la máxima autoridad' agraria era el Presiden­

te de la República, pero actualmente la máxima autoridad en 

materia agrari~ es el Tribunal Superior Agrario. 
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-.2.1.--JURISDICCION 

Como punto inicial creemos pertinente cleslind.ar los co.!!. 

ceptos ce jurisdicción y ne competencia, pues ello nos perrni 

tirá ser congruentes con los principios de técnica y sistern~ 

tizac{ón de las categorías, nociones o figuras de una cien--

cía, como lo es la del derecho procesal. 

Por la propia naturaleza cre este trabajo, vamos a par--

tir de un concepto de jurisdicción que reúne, a nuestro jui-

cio, aquellas notas esenciales que la delimitan: la jurisdi~ 
\ 

ción es la potestad (poder-deber) conferid~ ? ~~terminados -

6rganos ~el Estado, para que de manera autónoma e in~epen---

~l~~te ~iriman los conflictos y controversi~s que Qlteran el 

orn~p jur{n{co, aplicanclo imparcialmente la ley, mediante 

un~ serie ~e ~ctos que al concluir r.on una resolución ~efini 

t.lv'a (sentencia) inmutal)le, vinculativa y 90taoa ñe coerciti 

vina~, per.mita al propio órgano jurisñiccio'1al, o a uno ~is­

tinto, la satisfacción de los i:.~~~~=a= ~~telarlos por el de-

Algunos importantes procesalistas conceptual izan a la 
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jurisdicción de la siguiente manera: 

El Doctor Cipriano Gómez Lara, en su interesante obra 

Teoría General ~el Proceso de consulta obligatoria para todo 

estudiante ~e derecho, estahlece que la j:l~15~~~~i6n es una -

especie rie funci6n ~o~~ra~a e1erci~3 por el ~st~~o, la cual -

se consuma por medio ~e una serie ce actos encaminados al ca-

so concreto controvertirio para solucion~rlo.(l) 

Para el Doctor en Derecho por la Universidad de Paris, -

Luis Dorantes Tamayo. la palabra jurisdicción encuentra su ori-

gen en los términos latinos: íus, que quiere decir derecho, y 

di~ere, que significa indicar, mostrar, decir. Por consiguie~ 

te, jurisdicción significa etimológicamente, decir o ~eclarar 

el oerecho. (2) 

De acuerdo a 10 que escriben los procesalistas Rafael de 

P;~a y José Castillo Larraqaga, la Jurisdicción puece ¿efini~ 

se como: la actividad encaminada a la actuaci6n det derec~o -

ohietivo mediante la aplicación re la norma general ~l caso -

concreto. (3) 

(1) GOMEZ Lara, Cipriano. Teoría general del proceso. Edito­
rial UNAM. la. Edición. 1974. p.10l 

(2) DORANTES Tamayo, Luis. Elementos de teoría general del 
proceso. Edi torial Por rúa • 4a. Edici6n. México 1993. p.13l 

(3) DE PINA, Rafael. op. cit., p.60 
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En la Ley Agraria con la Sección Procesal Comentada, su -

autor el LIcenciado Jos' Carlos Guerra define el concepto "jg 

risdicci6n" corno: 

La actividad póblica por órganos ~ur~~~~=~!onales compe-

tentes nacionales con las formalidades requeridas por la Ley, 

en virtud de la cual, por acto de juicio, se aplica el orden 

jurídico establecido, para dirimir conflictos y controversias, 

mediante decisiones susceptibles de adquirir autoridad de co-

sa juzgada eventualmente factibles de ejecución.(4} 

Tornando en consideración las definiciones citadas que 

tratan de poner en claro lo referente a la jurisdicción, pod~ 

mos decir lo siguiente: 

La jurisdicción agraria, por tener carácter federal, co~ 

'prende todo el territorio nacional, pero para su ejercicio y 

por razones de división del trabajo, se ha otorgado a diver--

sos Trib~n~te9 distribuidos en el país, tornando en considera-

ción el número de demandas que de acuerdo con las estadísti--

cas pudieran generarse en las diferentes zonas geográficas -

(4) GUERRA. José Carlos. Ley Agraria. Editorial Paco 2a. Edl 
ci6n. México. 1992. p. 57 
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del solar mexicano. 

A~te todo, tenemos una primera ~ivisi6n establecida en 

el artículo 20., de la Ley Orgánica de los Triounales Agra-­

rios. Es~e precepto dispone que los tribunales agrarios se -

componen de un Tribunal Superior Agrario y de los Tribunales 

Unitarios Agrarios. 

La jurisdicción del Tribunal Superior Agrario se ejerce 

como ya que~6 ~icho, en todo el ámbito espacial del país, 

por ser el órga.lo jurts~iccional ~e supertc~ jerarquía que -

~psuetve en segun~o grano tos recursos ~e revisión interpue~ 

tos contra las sentencias ~tctadas por los tri~unales unita­

rios, est3hlece jurisprudencia Obligatoria para di~hcs tribli 

~ales, conoce de las exci~~~ivas de justicia, de los con=~:2 

tos de competencia de los i~pectinentos, eXCUS3S, ~ec~sacio-­

~es y quejas, y ejerce el control administrativo de todos -­

los 6rganos y oficinas que integran el sistema de justicia 

agraria. 

En el siguiente inciso, estudiaremoes el concepto de 

competencia en materia civil, para posteriormente ubicar a _ 

la competencia en materia agraria, la cual en materia juris­

diccional corresponde al Tribunal Superior Agrario y a los _ 

Tribunales Unitarios Agrarios. 
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r 4.2.2.-COMPETENCIA 

Una vez definido el concepto de Jurisdicción y lO que si~ 

nifiea la jurisdicción en materia agraria, ahora nos ocupare--

mos de la noción de competencia. Para el eminente jurisconsul-

to Eduardo PalIares, significa: que los tribunales que perten~ 

cen a un mismo orcen jurisdiccional tienen cada uno parte de -

esa jurisdicción. En otras palabras "jurisdicción" es· el to~o 

y la "competencia" es parte del todo. (5) 

A este respecto, afirma el Doctor Jase Ovalle Favela: la 

"competencia" es la facultad que la ley otorga al juzgado para 

ejercer su Jurisdicción en determin3do litigio, significa que 

el juzgado es titular de la función jurisdiccio~al, pero sólo 

la puede ejercer en aquellas litigios en los que es conpetent~?) 

En otra importante obra del licenciado Eduarco PalIares, 

intitulada Derecho Procesal Civil, leemos que "competencia" es 

un po~er tIUe"Se atribuye a ceterrnina~as autoridades para cono-

cer de ciertos ~uicios. trarnitar10s y resolverlos la competen-

cia presupone la jurisolcción,si no ~ay jurisdicción no existe 

( 5 ) 

( 6 ) 

PALLARES, Eduardo. Diccionario de derecho procesal ci vi l. 
Editorial Porrúa. 18a. Edición. México 1988. p. 510 

QVALLE Favela, José. Derecho procesal civil. Editorial Harla 
4a. Edici6n: México. 1991. p.86 
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compet~ncia ya que está es porción de aquella. (7) 

El Doctor Ru~én Delgado Meya, profesor de carrera de De­

recho del Trabajo y Derecho Agraria, en la facultad de Dere-

cho de la Universidad Nacional Autónoma de México, considera 

que "com~p~en~ia" es: 

El cerecho que tiene un juez o un tribunal para cono-

cer 0e un asunto, por su calidad o cantidad. En otros térmi--

nos: es la aptitud o capacidad del órgano del Estado para 

ejercer el poder jurisdiccional, como función social que sa--

tlsface los intereses protegidos por el ~erec~o.(8) 

Nuestra conclusión es, entonces, que juriscicción y com-

petencia son conceptos autónomos, pero complementarios, entre 

los ~uales existe una relación lógica de subordinación. En e~ 

ta relación el concepto subordinante es el de jurisdicción y 

el concepto subordinado es la competencia. 

El conocimiento y solución de los litigios en materia 

agraria se encomend6 desde la ley de 6 de enero de 1915 hasta 

el 7 0e enero de lQ92, a éI'lversos órganos ce la Administración 

(7) PALLARES, Eduardo. Derecho procesal civil. Editorial Por rúa 
lla. Edici6n. México. 1985. p. 83 

(8 ) DELGADO Moya, Rubén. Manual y 
rio. Editorial Jurídica Red. 
p. 106 

guía de derecho procesal agr~ 
la. Edici6n. México. 1994. 
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, Pública Federal y local (Presidente de la República, Go~ern~ 

dores de los Estados y jefe del Departamento del Distrito Fede­

ral, Comisión Nacicnal Agraria, Comisiones Localps Agrarias, -

Cuerpo Consultivo Agrario y Comisiones Agrarias Mixtas). 

~a Ley Orgánica de lo~ Tribunales Agrarios esta~lece en -

su artículo 20., que ~stos se componen de un Tribunal Superior 

Agr3rto y de Tribunales Unitarios Agrarios. El primero "tiene -

su se~e en el nistrito Federal y se integra por cinco magistr~ 

dos numerarios y un magistrado Supernumerario. 

Por razón de grado corresponde al Tribunal Sueprior Agra­

rio conocer del recurso de revisión interpuesto en contra de -

las sentencias dictadas por los tribunales unitarios agrarios 

en los juicios a que se refieren las fracciones T, 11 Y 111 

del artÍculc 90., a saber: 1 Del recurso de revisión en contra 

de sentencias dicta~as por los tribunales unitarios en juicios 

que s~ refieran a conflictos de l[rnites de tierras sllscitados 

entre dos o más núcleos ~e po~lación eji~ales o comunales, o -

concernientes a límites ~e las tierras oe uno o varios núcleos 

de población con uno o varios pequeños propietarios, socieda­

des o asociaciones; 11.- Del recurso de revisión ~e sentencias 
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,¡ de los tribunales unitarios relativas ~ ~'~s~itl1~j6n ~e tie­

rras ~e núcleos ~e pohlación ejidal o comunal; y, IIT.- Del 

recurso ae revisi6n de sentencias dictarlas e~ juici~s ~e n~ 

lid~d contra resoluciones emiti~as por autori~ades agrarias. 

estos son los tres supuestos de competencia por raz6n de 

grado, que taxativamente estab1E!Ce el artículo 90., de la 

Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, y que también se 

contemplan en el artículo 198 de la Ley Agraria. 

En este mismo ámbito de competencia funcional, el Tri­

~unal Superior Agrario conoce de los confIta_tos dA compe-­

tencia entre los triryunal~s agrlrlos: del esta~lectmiento -

de jurisprudencia; ~e los tmpeft~entos y excusas de los ma­

gistrados: de las excitativas de justicia. 

La necesidad de terminar con el rezago agrario, consi~ 

te en la existencia de varios niles de expedientes instrui­

dos con motivo de aquellas solicitudes de dotaci6n de tie-­

rras, ampliaci6n de ejidos, creaci6n de nuevos centros de -

poblaci6n controversias por reutituci6n de terrenos y con-­

f11ctos de límites de terrenos comunales y ejidales, que d~ 

rante varios lust~os se guarda~on, sin lograr su cabal intg 
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gración, en los anaqueles de los distintos órganos de im--

partición de justicia agraria (Delegaciones Agrarias, comi-­

siones Agrarias Mixtas, Cuerpo Consultivo Agrario y DirecciQ 

nes Generales de la Secretaría de la Reforma Agraria), llev6 

al Constituyente permanente a conferir a los tribunales agrª 

rios una competencia extraordinaria y transitoria, que perMi 

tía a estos órganos jurisdiccionales concluir, en breve pla­

zo, con el interminable peregrinar ce los campesinos mexica­

nos y ~e los pequeños propietarios de tierras, por los abruE 

tos caminos de una burocracia que permanecía estancada, -

al no encontrar ya, en la mayoría ñe los casos, terrenos que 

repartir, ~espu~s ñe un~ t"tnterrumpi~a tarea ~e distri~u-~­

ción ñe la tierra que dur6 75 años. 

El artículo Cuarto ~ransitorio de la Ley orgánica de 

los Tribunales Agrarios, estableci6 que los asuntos relati-­

vos a amp1iución o dotación de tierras, bosques yaguas, así 

como los de creación ñe nuevos centros de pob1ación'Ise remi 

tirán al ·Tribunal Superior Agrario para su resolución defini 

tiva. 

Los magistradOS ñel Tribunal Superior Agrario, instru--
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yen el procedimiento en segunda instancia y como ponentes -

formulan el proyecto de resolución definitiva para someber-

lo a la aprobación del propio Tribunal Superior Agrario, 

funcionando este en pleno como cuerpo colegiado. 

El artículo 10 de la Ley Orgánica de los Tribunales 

Agrarios, así como los numerales 16 y 17 de su Reglame~to 

Interior, otorgaban al Tribunal Superior Agrario aquella 

competencia que en la doctrina extranjera se conoce como-

"comp~tencia per saltum" y a la que en la doctrina mexicana 

se le denomina competencia por atracción. Se trata de los 

juicios a cuyo conocimiento se avoca el Tribunal Superior, 

al considerar que presentan características especiales. Es-

ta facultad, refiere el artículo 10 antes citado, se ejerce 

a criterio del Tribunal, ya sea de oficio o a petici6n fun-

dada del Procurador Agrario. 

Los artículo 16 y 17 del Regl~mento Interior estable-­

cen que la propuesta respectiva podrá formularse por cual--

quiera de los Magistrados del Tribunal SUperior Agrario, y 
• 

que la petici6n fundada, deberá provenir del titular de la 

Procuraduría Agraria. 
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El acuerdo de atracción se notifica al Tribunal Unita--

rio Agrario correspondiente, dentro de las vei'1.':.i.,;:":-,".·:·( ~:o-­

ras sigu.ientes, para que una ve~/de resolución el T:.. :.,..; .... :! ... :.. --" superior Agrario, sin perjuicio de que éste pueda acordar la 

práctica de ampliación o perfección de cualquier diligencia 

que sea conducente para el esclarecimiento de la verdad so--

bre los puntos cuestionados. 

En suma, el Tribunal Superior Agrario es la máxima auto ~ 

ridad en materia agraria, y le corresponde conocer de algu--

nas sentencias dictadas por los Tribunales Unitarios Agra---

rios, ante ellos se promueve el recurso de revisión. Tam---

bién algunas de sus resoluciones pueden ser sujeta al juicio 

de amparo. 

Es importante mencionar que las decisiones que antigua-

mente tomaba el Presidente de la República actuando como má-

xima autoridad en materia agraria, con las reformas al pre--

cepto 27 Constitucional, fracción XIX, ahora la máxima auto-

ridad en materia agraria la constituyen los Tribunales Agra-

rios integrados por: el Tribunal Superior Agrario y los Tri-

bunales Unitarios Agrarios. 

En el siguiente inciso, nos corresponde hablar de las -

facultades del Tribunal Superior Agrario. 
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4.2.3. - FACULTADES 

Las facultades del Tribunal Superior Agrario se contern-

plan en el .\!~ .. -: ·~e su Ley Orgánica. Están expresadas -

en doce fracciones, y para su debida comprensión, las agruparg, 

mas en fac.:.:.tacc,3 d,:lr.l-!.7;t~,:r'5.t'ivas, de de~.ign::i·::i6:'1 y jl::'~.s~i:;,_ 

.- -: 'J:1? l-""s : 

Consideramos como funciones a~ministrativas del Triryu-­

nal, las siguientes: 

'1.- Fijar el n6me=o 1 límite territorial de los distri­

tos agrarics, 

2.- Establecer el número y la sede de los Tribunales 

unitarios que existirán en cada Distrito Agrario. 

3.- Resolver sobre denuncias y licencias a lO~ magistr~ 

dos, v 

4.- Aprohar el anteproyecto de presupuesto anual de 

El Tri~unal Superior Agrario tiene las siguientes facul 

tades de ~esignación: 
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l. - T)eterminar cuándo el tfagistrac10 Supernumerari.o del 

Tribunal debe SU9lir la ausencia de algún magistr~ 

do, 

2.- Designar al Supernumerario que debe suplir la au-­

sencia de algún magistra~o de Tribunal Unitario, -

3.- Elegir al Presidente del Tribunal Superior Agrario 

4.- Nombrar a los Secret~.r:-:s, :':"':tuarios y Peritos de 

los Tribunales Agrarios, Suspenderlos, Cesarlos, -

cam~iarlos oe acs~ri9ción, y en general todo Lo r~ 

lacionado con sus nombramientos. 

Las éiguientes, son las facultades jurisdiccionales 

- del Tribunal.Superior Agrario: 

1.- Conocer las denuncias y quejas que se presenten 

en contra de los miembros de los t~i~tlnales agra-7 

rios, y óete~minar sus sanciones, y 

2.- Aprobar el reglamente interior de lOs Tribunales -

Agrarios y dictar las demás disposiciones necesa-­

rias para su buen funcionamiento. 
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4.3.--TRIBUNAL UNITARIO AGRARIO 

El Tribunal Unitario Agrario está a cargo de un Magistrª 

do numerario, el cual, es designado por la Cámara de Senado-­

res, y en sus recesos, por la Comisión Permanente del Congre­

so cle la Unión. Para ser Magistra~o ~e Triounal Unitario, se 

de~en cumplir con los mismos requisitos esta~lecidos por el 

artículo 12 ne la Ley orgánica de los Tribunales Agrarios pa­

ra los Magistrados ~el Tribunal Superior Agrario. 

El personal con que cuentan los Tribunales Unitarios 8e-­

gún su reglamento interno, es el siguiente: 

1.- Un Secretario ~e Acue~1~~ 

2.- Los Secretario~ q"~ ~~~::~e' e! Tribunal Superior, 

3.- Actuarios y peritos 

4.- Un jefe fe ryni~a~ de Asuntos Jur{~icos, 

? . - Un j e f e ,.l e rr,..., ~ -, - .: ;t-o Seguimiento y Archivo. 

Secretarios ~e Acuerdos.- Los requisitos son los mismos 

que para los magistrados, pero la antigüedañ del títulO y -

la experiencia le puede ser dispensaña si acre~ita que tuvo -
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cargo similar por tr~s a~os ~omo mínimo, en 6rg~nos juris­

diccionales (articulo 20 Ley Orgánica de los Tribunales 

Agrarios). Son los jefes inmediatos de la oficina en el or­

den administrativo y virigen las labores de acuerdo con las 

instrucciones y determinaciones ñel magistrado (artículo 21 

Ley orgánica de los Trihunales Agrarios). Sus atribuciones 

específicas son las mismas que las indicadas para el Secre­

~3rto General ¿e ~cuer~os, aplica~le al tri~unal unitario -

(artículo 22 ~ey Orgánica de los tribunales Agrarios). 

Actuartos.- Es único requisito el título de licenciaao 

legalmente expedido por autoridad competente (artículo 23 -

Ley Orgánica ~e los Triounales Agrarios). La ley les asigna 

como Obligaciones: l. Recibir las actuaciones que se les 

turnen y practicar las diligencias y notificaciones ~ue se 

:q ordenen; 11. Devolver las actuaciones con las anotacio-­

aes correspondientes i III. Llevar un lihro c:,"n l.'?:::: ~Íj ígen­

ci~s y ~otificaciones ¿iarias (artículo 24 Ley Organica de -

los Tri~unales Agrarios); el reglamento interno las amplía 

(artículo 51 Reglamento Interno de los Tri~unales Agrarios. 

Jefe ce Uniaa~ ~e Asuntos Juridicos: 
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De acusrdo al artículo 36 del Reglamento Interior de 

Trihunales Agrario~, 1e corresponde a la Dirección General 

de Asuntos Jurídicos las siguientes atribuciones: 

_Preparar los informes previos y justific~dos que los ma­

gistrados 0el tri~unal superior, en conjunto o en lo indivi 

dual, deb~n reunir en los juicios de amparo. 

-Llevar el control de los juicios de amparo que se inter­

pongan en contra de las resoluciones ~el Trihunal Superior. 

-Someter a consic.eración del Presidente ~el Tribunal las 

instrucciones para el cumplimiento de las sentencias que se 

emitan en los juicios de amparo. 

-Recopilar la información sobre los jUicios ~e amparo que 

se l~:~cpongan contra los magistrados ~e l~s Tri~unal~s 

Agrarios. 

-Presentar las copias certificadas de los documentos que 

sOliciten los órganos del poder de la Federación en los jui 

eios de amparo. 

-informar al Presi~~~~? ~el Trihunal Superior Agrario so­

~re las multas· que se impong~n 3 los servi~ores del Tribu-­

nal Superior y ce los Tri~unales Unitarios. 
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-Repre~entar R los Tri~unales Unitarios en los ~suntos con 

tenciesos e ~e Jurisdicción voluntaria en que ser~n parte, -

así como formular ante el Ministerio P6~lico querella y de-­

nuncias y, ~es desistimientos que procedan. 

-Formular denuncias de hechos delictuosos cometidos por 

servidores de los Tri~unales. 

-Formular los contratos a cele~rar por el Tribunal Supe--­

rior y llevar el registro de ellos. 

-Asesora~ en asuntos Oficiales ajenos a la materia agraria 

a los Titulares de los ~ri~unales Agrarios, llevar el centro 

de justicia agraria, y las aemás que acuerren el ~ri~unal S~ 

perior Agrario y el Presidente. 

-Acudir puntualmente a sus la~ores para recahar los asun-­

tos que vaya a diligenciar. 

-Recibir los expedientes para notificación, emplazamiento 

y ejecución que dehan realizar fuera de los Tri~unales. 

-Levantar las cédulas ce notificación o ejecución que les 

haya sido ordenadas y presentadas a su superior dentro de 

las veinticuatro horas siguientes al momento de realizarlas. 

-Realizar dentro de los plazos señalacos por la ley, las -

diligencias ordenacas. 

-Ejecutar de inmediato las resoluciones de amparo que les 
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hayan sido comunicadas. 

= Recibir y entregar oportunamente expedientes que se 

acompañen en la realización de las diligencias. 

- Llevar un lIbro en el que se asienten las diligencias = 
y notificaciones que efectúen; y las demás que les señale la 

Ley. 

Peritos.- Tienen obligación de rendir dictamen en los 

julctos y asuntos en los que para tal efecto fueren asigna-­

dos y asesorar al Magistrado Agrario cuando este lo solicite 

(artículo 25 de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios). 

Se debe i~tegrar un padrón nacional a efectos de que los 

Tri~unales les puedan designar. Los peritos deben acreditar -

conocimientos t~cnicos, científicos o p~ofesionales de su es­

pecialidad a fin de tener acceso al juicio: el arancel de sus 

honorarios es fijado por el Triounal Superior Agrario 'Artícu­

los 52 a 54 del Reglamento Interior de los Tribunales Agrarios 

vigente). 
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Las unidadees jurídicas de los Tribunales Unitarios Agr~ 

rios tendrán en lo conducente las atribuciones previstas por 

este Reglamento para la Direcci6n General de Asutnos Jurídi­

cos del Tribunal Superior, que ejercerán conforme a la morm~ 

tividad y las directrices que fije la mencionada Direcci6n -

Generala 

En la República Mexicana se deberán establecer los Tri-

bunales pnitarioB Agrarios necesarios para una pronta y exp~ 

dita administración de justicia; esto es, a todos y cada uno 

de,los suj,~tos de derecho agrario que enumeran la Ley Agra--

ria así como el Reglamento Interior de la Procuraduría Agra-

ria entre los que se encuentran: ejidos, comunidades, peque-

Bos propietarios, ejidatario,comone~o8,posesionarios, colo-­, 
nos, avecindados, jornaleros agrícolas, etc. 

A' cargo de cada Tribunal Unitario Agrario se encontrará 

un Mapistr~~~ A~rario. el cual debe tener el título de Licen 

ciado en Derecho; éste será designado por la Cámara de Senado 

res, y en sus recesos, por la Comisión Permanente del Congr~ 

so de la Unión. 
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4.3.1.- -JURISDICCION 

En el pasado del Derecho agrario mexicano los litigios -

quedaron sujetos a autoridades administrativas-así el Presi-­

~ente de la República, el secretario de la Reforma Agrari3 el 

Cuerpo Consultivo Agrario, los delegados de la Secretaría de 

la Reforma .l\graria los gobernadores ce los Estados, las comí-­

siones agrarias mixtas- para que, en ejercicio ~e faculta~es 

cuasijurisdiccionales expresamente atri~uidas a ellos por la 

Constitución, dirimieran las controversias ~e esta especiali 

dad. Hoy día, tras las reformas de 1992 esa función ha sido - J 

asumida p.or órg3TIos jurisdiccionales en sentido estricto, do­

tados de "autoridad y plena jurisClicción", como estipula el -

segundo párrafo 'del artículo 27 constitucional. 

Tales órganos están investidos -según resulta de las 

normas aplicables a su desempefio- de los elementos que inte-­

gran la jurisdicción: nctio, que permite al juzgador conocer 

del litigio; ,,()~?tio, que lo faculta para convocar a las par­

tes, obligán~olas a comparecer ante su autorif.ad coertio, que 

le permite proveer en forma coactiva al cumplimiento de sus -

resoluciones; juñtttum, que le confiere la potesta~ de dictar 
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, 
~~~~·~n~ia, el acto crucial ~e la misión jurisdiccional, y 

executio, que le autoriza a imponer, con el auxilio de la -

fuerza pública, la ejecución de sus determinaciones, señal~ 

damente de la sentencia.En la posesión de todos estos atri­

hutas radica la "plena jurisdicción" que se confiere a los 

tri~unales agrarios. 

~a Jurisdicción de los Tribunales Unitarios Agrarios -

se encuentra establecida en el artículo 27, fracción XIX de 

la Constitución ~olftica de los Estados Unidos Mexicanos al 

establecer que: serán ~e jurisdicción federal las cuestio­

nes de límites oe terrenos ejidales y comunales, cualquie­

ra que sea el origen de ~stos que se hallen pen~ientes o se 

susciten entre dos o más núcleos de pOblaci6n así como las 

relacionadas con la tenencia de la tierra de los ejidos y 

comunidades. 

Asimismo, la ley Reglamentaria ~el artículo 27 Consti 

tucional otorga la jurisdicción a los Tribunales Unitarios 

en su artículo lo., ~ajo los siguientes términos: la presen 

te ley' es reglamentaria del artículo 27 ~e nuestra Carta 

Magna, esto es en materia agraria y su ohservancia es gene-



ral en too a la República Mexicana. 

En suma, la jurisdicción de los Tribunales Agrarios que 

encuentra su marco jurídico en la Constitución política de 

los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Agraria, la Ley orgánica 

de los Tribunales Agrarios, termina con el pasado del llamado 

Derecho procesal Agrario, el cual de acuerdo a nuest~o punto 

de vista no debe ser considerado como tal; esto es en razón -

de que los litigios quedaban sujetos a las autoridades admi-­

nistrativas como lo fueron: el Presidente de la República, el 

Secretario de la Reforma Agraria, los Gobernadores de los Es­

tados, etcétera. Y podemos decir, que actualmente si canta-­

mas con verdaderos órganos jurisdiccionales aut6nomos y con -

plena independencia para administrar justicia a los sujetos -

del Derecho Agrario. 

En suma, tal es a grandes rasgos lo concerniente a la -

jurisdicción en materia agraria, la cual encuentra su justi­

ficación en el hecho de que el Estado debe dirimir las con-­

troversias que les planteen los particulares, y en el caso -

que nos ocupa, los sujetos de derecho agrario. En el siguie~ 

te inciso nos referiremos a la competencia de los Tribunales 

Agrarios. 
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" 4.3.2. - COMPETENCIA 

La primera regla ce competencia de los Tri~unales Unita­

rios Agrarios es del orcen territorial, es oecir, están facu~ 

tados para conocer ~e controversias que acontezcan Qentro ce 

su Jurisdicción y que se refieran a cualquiera de los siguieg 

tes supuestos: 

Controversias por límites de terrenos entre grupos eji­

dales o comunales, entre éstos y pequeños propietarios, soci~ 

dades o asociaciones. 

De la restituci6n ce tierras, bosques yaguas a los nú-­

cleos eji~ales o comunales, as{ corno contra los actos de autQ 

rtdades administrativas o judiciales fuera de juicio, al igual 

que contra actos de particulares. 

De los conflictos y controversias relacionadas con la t~ 

nencía de las tierras ejidales y comunales, entre ejidatarios 

comuneros, posesionarios o avecindados entre sí. Así como -

las que se susciten entre éstos y los órganos del núcleo de 

población, así como los problemas que surjan con motivo de 
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las sucesiones de derechos ejidales y comunales. 

De los juicios de nulidad contra resoluciones dictadas 

por las autoridades agrarias que alteren, modifiquen o ex-­

tingan un ~erecho, o ñetermine la existencia rle una oblig~ 

ci6n, así como de las nulidades sefialadas en las fracciones 

VIII y IX del Artículo 27 Constitucional, y de aquellas que 

se den por actos que contravengan las leyes agrarias. 

De la misma manera, el Tribunal Unitario Agrario es 

competente para el reconocimiento del régimen comunal y de 

las omisiones en que incurra la Procuraduría Agraria y que 

causen perjuicios a los sujetos agrarios reconocidos por la 

ley. 

El Tribunal Unitario Agrario también es competente pa­

ra conocer de los casos en que, sin ~aber controversia 

agraria, requieran de la intervenci6n del Tri~unal en vía -

~e jurisdicclón voluntaria. 

Los Tribunales unitarios Agrarios también son competeg 

tes en las controversias que se susciten con motivo de la 
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celebración de contratos de asociación o aprovechamiento de 

tierras ejidales de uso común o parce~as Igualmente son com 

petentes en los casos en que se exija la revisión parcial o 

total de bienes eji~ales y comunales que ~ayan sido expro-­

piados y a los cuales no se les dió el destino señalado pa­

ra que operara la expropiación. 

Por último, los Tribunales Unitarios Agrarios son com­

petentes para conocer de los juicios que versen sobre la 

ejecución oe convenios que se hayan celebrado para dar por 

terminado un juicio agrario, y los que traten sobre laudos 

arbitrales en materia agraria, al igual que en todos los d~ 

más asuntos que se ~eterminan en las leyes. 

Es importante mencionar que en materia agraria, en pri­

mer lugar conocerán de los juicios que les plantee alguno de 

los sujetos agrarios (Ejido, comunidad, pequeño propietario, 

ejidatario, comunero, colono, avecindado, posesionario, na-­

cionalero, etcétera). 

En el inciso siguiente, nos corresponde tratar lo con-_ 

cerniente a las facultades de los Tribunales Unitarios Agra­

rios. 

98 



4.3.3.--FACULTADES 

De conformidad con el artículo 22 ~e la Ley Orgánica de 

los Tribunales Agrarios, las atribuciones de éstos, las rea­

l izan los secretarios re 3,cuerños por lo que es muy importan­

te funcionario sobre quien C::escansa en buena parte la organi­

zación y funcionamiento de los Tribunales. 

La primera fracción obliga a dichos funcionarios a "dar 

cuenta diariamente al Presidente del Tribunal Superior o al 

Magistra~o, respectivamente bajo su responsabilidad y dentro 

de las 24 horas siguientes a su presentación, de todos los 

escritos promociones y demás ~ocumentos que se reciban". 

La segunda fracción, lo faculta para autorizar los des­

p~c~os, ex~o~~ns, actas, ~itigcncias, autos y toda clase ~e 

resoluciones qQe se expidan. 

La tercera fracctón establece que dic~o funcionario teQ 

.1.~ ~~ pU~llca para los actos en materia agraria previstas -

en la ley correspondiente, así como para asentar en los ex­

pedient'.:!s las certificaciones relativas a términos de prueba 
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y las demás razones que señala la ley o se les or~ene. 

l .. a cuarta fracción determina que déherá "asistir a las -

diligencias f.e pruebas que se oeban desa~ogar". Pensamos que 

el Secretario de Acuerdos debe asistir a la audiencia del 

juicio agrario, no nada más a las "diligencias de Pruebas", 

,porque de ese modo comprobará la presentación de pruebas y -

en general auxiliará al magistrado en la conduccién y desa-­

rrollc ~E ~a ~ropia audLencia. 

En ese mismo tenor estaría la fracción quinta relativa 

a la expedición de copias cer.tificadas que deben darse a las 

partes, previo acuerdo oel Tribunal (quizá debie~a mejor -

decir ~el Magistra~o) correspondiente. 

La fracción VI se refiere a la facultad ~e sell~~ ~~~ ac 

tuaciones. y documentos que lo requiera, ru~ricando en el 

centro del escrito. La siguiente fracción se relaciona con'­

~? 0uard~ de documpntos en el ~?creto del ¿u~~ado; enseguiea 

se menciona el hacer el inventario ~e expedientes y Su corr 

servaci6n mien~ras no se remitan al archivo. 
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En la fracci6n IX se faculta propcrcionar expedientes 

a los interesados, siempre que sea en su presencta y sin -

Se ~eben ñevolver a las partes, previo acuerdo, las 

constancias. ¿l.e autos; se clebe notificar en el Tribunal persQ 

nalmente,a las partes y realizar en casos urgentes las no ti 

ficacd.ones personales cuando se requiera tiene la facultac1 -

de ordenar que se despaché sin demora los asuntos y corr~~ 

pondencia del Trihunal y desempeñar todas las demás funcio­

nes que la ley determine. 

Todo 10 citado, ratifica la gran responsabilidad que 

recae en el secretario ~e acuerdos. Ojalá que siempre estos 

cargos sean acupac10s por personal competente, probo y leal, 

dueños del espir{tu ~e servicio necesario y del sentimien­

to de respeto hacia los campesinos que los motive. 

En el siguiente inciso, nos corresponde tratar un tema 

de enorme importancia en materia agraria, como lo es el rela 

tivo a la justicia itinerante que pueden impartir los Tribu­

nales Agrarios. 
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I 4.4. -·JUSTICIA ITINERANTE EN MATERIA AGRARIA 

Ca~e destacar que los Tri~unales Unitarios operarán como 

6rganos itinerantes; no se quiere que se constituyan en enti­

dades burocráticas; se " desplazarán a los lugares, zonas o re­

giones, donde tengan su asiento los grupos y núcleos agrarios 

en conflicto. Por eso, en la Ley orgánica se prevé que los 

Tribunales Unitarios tengan, aparte de su sede permanente, r~ 

sidencias temporales, para que se desplacen a los lugares en 

tos que se requiera y sea necesaria su directa participaci6n 

para impartir justicia con pleno conocimiento de la realidad 

del medio rural. El Tribunal Superior tiene la faculta~ de s~ 

ñalar los itinerarios de las residencias temporales. Es incu­

dabl, que la desconcentraci6n y regtonaltzaci6n de los Tribu­

nales Agrarios es útil y conveniente para que los juzgados e~ 

tén en contacto directo con los problemas jurídicos y con los 

sujetos a quienes se les deba impartir justicia. 

a la justici~. d~ rapi¿ez-en el aespacho jurisclic~ional y de 

acent~ada inmediación, pues ~ajo ~sta mod~lid~d de ejecuci6n 

de actos procesales no son los participantes quienes van al -
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t' tri~unal, sino es el Tri~unal quien llega a don~e se hallan 

~stos. Es i~propio confundir la ttine~ancia con el simple 

traslado ·del tri~unal fuera de su domicilio para la realiza­, 
ción oe algún acto que es impost~te practicar en él, cerno -

una inspección ju~icia~ o ~a ~oma de oeclaración de quien e~ 

tá impedido para concurrir al Tri~unal. La itinerancia impli 

ca un programa amplio, Qien me~itado y oportunamente autori-

zado para la realización de numerosas o.iligencias en lugares 

pre,r~~~r.nte determinados. Comprende recepción de promociones 

desahogo de prue~a5, ~u6iencias de alegatos y citaci6n para 

sentencia. 

No se autoriza la emisi6n de sentencias (artículo 57 del 

Reglamento de la Ley Orgánica), prohibici6n que obedece, evi 

clentemente, a la necesidad de evitar presiones sobre la autQ 

ridad en 10 que r~specta a ese acto decisorio, que se han 

pro~uctdo, con alguna frecuencia, en el caso ~e otras funciQ 

nes pÚl¡licas. 

En el siguiente inciso trataremos lo concerniente a los 

problemas que se pueden presentar en la impartición de just! 

cia agraria, función que de acuerdo al marco legislativo 

agrario (a partir de 1992), le corresponde a los Magistrados 

titulares de los Organos Jurisdiccionales. 
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4.5.- PROBLEMAS EN LA IMPARTICION DE JUSTICIA AGRARIA 

Uno de los principales problemas que se presentan en la 1m 
partición de justicia agraria, es el de dilucidar bajo que si~ 

tema se rigen los Tribunales Agrarios para la valoración de la 

prueba. Pues, el texto del artículo 189 de la vigente Ley Re-

glamentaria establece una contradicción al decir: 

"Las sentencias de los Tribunales Agrarios se dictarán a 
verdad sabido sin necesidad de sujetarse a reglas sobre -
estimación de las pruebas, sino apreciando los hechos y -
los documentos según los Tribunales lo estimaren debido -
en conciencia, fundando y motivando sus resoluciones". ( 9) 

, 
Pienso "que es el momento preciso para mencionar que los 

sistemas de valoración de las pruebas son: Prueba Tasada, Pru~ 

ba Libre, Sistema Mixto y de la Sana Crítica. 

Prueba Tasada.- En este sistema, el Juez, al valorar las 

pruebas, debe aplicar reglas o normas previamente establecidas 

también es llamado como el sistema de la prueba legal; el pro-

cesalista, Licenciado José Becerra Bautista en uno de sus im-

portantes libros Introducción al estudio del Derecho Procesal 

Civil le denomina prueba positiva. (10) 

( 9 ) Legislación Agraria Actualizada. Editada por el Tribunal 
Superior Agrario. México 1994. p.205 

(10) BECERRA Bautista, José. Introducci6n al estudio del Dere­
cho Procesal Civil. Editorial Cárdenas. 4a. Edición. 
México. 1985. p. 174 
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En este sistema las pruebas tienen un valor inalterable Y 

constante, independiente del criterio del Juez, el cual se limi 

ta a aplicar la ley a los casos particulares. Se ha criticado -

este sistema diciendo que consagra una oposición entre el cono­

cimiento humano y el jurídico; que se asienta en la desconfian­

za hacia el juez; que convierte al juzgado en un aut6mata; es -

incompatible con una eficaz percepción de los hechos. Todo pa­

rece indicar que este sistema no sólo se asienta sobre la des­

confianza en relación con el valor moral de la magistratura, si 

no en la de su incapacidad técnica y en la falta de interés por 

la función que le está encomendada. No podemos desconocer que, 

el sistema de la prueba tasada se manifiesta en aquellos paí-­

ses en que el bajo nivel cultural y moral de los jueces ha con­

vertido a la función jurisdiccional en una actividad peligrosí­

sima, tanto para los intereses de las partescomo para la eficaz 

actuación de los titulares de los órganos jurisdiccionales. 

El tratadista italiano Francesco Carne1utti, le reconoce a 

este sistema una ventaja: que incita a las partes a proveerse, 

en los límites de los posible, de pruebas eficaces y así faci1i 

ta el desenvOlvimiento del proceso, y les permite preveer hasta 

cierto punto el resultado, y por eso las estimula a abstenerse 

de la pretensión, en los casos en que una u otra parte no estén 
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apoyadas por pruebas legalmente eficaces o, cuando menos, l~s 

impulsa a la composición del litigio, sin proceso.{ll) 

Prueba Libre.- En este sistema, el Juez, al valorar las -

pruebas, no necesita aplicar reglas o normas previamente esta-

blecidas, sino las valora libremente, según su propio criterio. 

Para Francesco Carnelutti, es el mejor sistema para alcanzar -

la verdad, siempre que el Juez que valore las pruebas sea jus-

to y honesto. El autor en cita, menciona que tiene el inconv~ 

niente de que la libertad es un grave obstáculo para preveer -

el resultado del proceso~12)El Licenciado José Becerra Bautis-

ta, le denomina del Intimo Convencimiento, y nos dice que la -

verdad jurídica depende por entero de la conciencia del Juez, 

el cual no está Obligada por ninguna regla legal; el juzga los 

hechos litigiosos únicamente a medida de la impresión que las 

pruebas exhibidas por los contendientes hicieran en su ánimo, 

y no está obligado a dar cuenta de los medios por los que se -

convenci6. (13) 

Prueba Mixta.- Este sistema es una combinación de los dos 

anteriores;. por una parte, la ley establece ciertas normas -

que el Juez debe aplicar al valorar las pruebas; pero por la -

(11) DE PINA, Rafael. y CASTILLO, Larrañaga Jase. Derecho pro­
cesal civil. Editorial Porrúa. 20a. Edición. México 
1993. p. 275 

(12) Ibidem. p. 273 

(13) BECERRA Bautista, José. op. ci t., p. 174 
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otra, lo deja en libertad para hacer esta valoración según su -

propio criterio, cuando, aplicando dichas normas, no llega a 

formarse su convicción definitiva. Puede afirmarse, que actual 

mente, es el que inspira la mayor parte de los Códigos Procesa-

les. Es necesario mencionar que, desde el punto de vista legal, 

no se puede hablar de la existencia de un sistema de prueba le-

galo de un sistema de prueba libre, rigurosamente implantados. 

El predominio del libre criterio del Juez o del criterio legal 

en la apreciación de los resultados de los medios de prueba es 

lo que permite dar la calificación de prueba libre o tasada. 

Sana crítica.- En este caso, el Juez valora las pruebas s~ 

gún su ciencia y su experiencia. Por lo tanto, un lego en la -

profesi6n de abogado, un árbitro por ejemplO, que no tiene tít~ 

lo de Licenciado en derecho, cuando menos, no podría aplicar e~ 

te sistema, tampoco 10 podría hacer el que no se dedica a la a~ 

tividad de juzgar, como sería el mismo árbitro, pues sólo el 

que realiza esta actividad de Juez como modus vivendi, regular-

mente, puede adquirir experiencia en la misma, como lo es el 
(14) 

Juez nombrado por el Estado. 

Una vez expuestos los sistemas de valoración de las prue-

(14) DORANTES Tamayo, Luis. Elementos de teoría general del pro­
ceso. Editorial Porrúa. 4a. Edición. México. 1993. 
p. 343 
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bas, volvemos al análisis del artículo 189 de la Ley Agraria,y 

al efecto, podemos decir que han surgido distintos criterios -

en relación a este asunto, es decir no hay uniformidad en la -

forma de cómO se deben valorar las pruebas. 

El Licenciado José Carlos Guerra, en su obra intitulada la 

Ley Agraria, Seccion Procesal Comentada, citando el Dicciona--

rio de Derecho Usual del maestro Don Guillermo Cabanellas, que 

define la frase "verdad sabida", como lo que "induce a resol--

ver los casos y pleitos sin atenerse a las formalidades del d~ 

recho, sino inspirándose en la equidad y en la buena fe".(lS) 

De acuerdo a mi punto de vista, la "verdad sabida" son los 

hechos acreditados por las partes, por cualquiera de los me--

dios de prueba establecidos por la ley. 

Al manifestar que no hay necesidad de "sujetarse a reglas 

sobre estimación de las pruebas", es evidente que la intención 

del legislador fue la de establecer el sistema de valoración -

de la sana crítica; y no concretamente al de la prueba tasada. 

El legislador tampoco se inclinó por el sistema de la prug 

ba Libre, pues alude a motivar y fundamentar la sentencia. Sin 

( 15) 
GUERRA, 
México. 

José. Ley Agraria. Editorial Paco 
1992. p. 102 
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embargo, emplea el t~rmino IIseg6n lo estimaren debido en con-­

ciencia ll
• 

Con el sistema de la Sana Crítica, decae la noción de pru~ 

ba plena por mandato legal; pues, la plenitud o semiplenitud -

de las pruebas o su valor meramente indiciario, ya no resultan 

de la ley, sino de la apreciaci6n judicial. A ~sta se sujetan 

todas las pruebas legalmente practicadas, con una sola excep­

ci6n: el Documento Público. Este se cimenta en la fe pública 

que administra el Estado al organizar un complejo sistema re­

gistral de actos con trascendencia jurídica. Todo esto caería 

por tierra si tambi~n el documento p6blico quedara sujeto a la 

apreciación del titular del 6rgano jurisdiccional. 

Asimismo, el artículo 189 dice que: se apreciarán los h~ 

chos y los documentos según los Tribunales lo estimaren debido 

en conciencia. Observamos que las expresiones hechos y docu­

mentos, difícilmente abarcan la confesión y el testimonio; por 

lo que se refiere a los Documentos sólo puede aplicarse a los 

de carácter privado, pues de otra manera se desquiciaríª el 

sistema completo de la fe pública. 
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A propósito de la valoración de las pruebas, nuestra Supr~ 

ma Corte de Justicia de la Nación, ha establecido la siguiente 

Jurisprudencia: 

"PRUEBAS. VALORACION DE LAS. Sin que pueda desconocerse la 
facultad del juzgador para valorizar las pruebas, puede 
afirmarse que el ejercicio de esa facultad no puede ni de­
be ser dogmático o arbitrario, y por ello, precisamente se 
requiere que la autoridad que haga uso de esa facultad es­
té obligada a señalar las razones que le asisten para est~ 
blecer la conclusión que estime oportuna, pues, de no ser 
así, dejaría a la persona afectada en estado de completa -
indefensi6n". (SJF. 6a. Epoca. Vol. LXI. p.113. A.R. 
75-61. Francisco Lisci Blanco. 13 Julio de 1962)." (16) 

"PRUEBAS. VALORACION DE LAS.- Para llegar al conocimiento 
de la verdad, el mejor medio lo constituye la estimación -
de todas las pruebas que aparezcan en autos, no considerág 
dalas aisladamente, sino adminiculando unas con otras, en­
lazando y relacionando a todas. (SJF. 7a. Epoca. Vol. 55. 
p.49. A.D. 3815-72. Autobúses de Occidente. S.A .• de C.V. 
16 de Julio de 1973)". (17) 

"PRUEBAS. MANERA DE VALORARLAS.- Las pruebas deben valorar 
se conjuntamente, comparándolas entre sí, pues la omisión­
en la apreciación de las pruebas rendidas, viola el princi 
pío que rige la valoración completa de las pruebas, sí no 
se motiva la desestimación de las mismas. (SJF. Sa. Epoca 
t. CXX. p. 7409 A.D. 4309-66. Beltr6n de México. S.A .• -
8 de marzo de 1867)".(18) 

(16) GARCIA RamÍrez, Sergio. Elementos de derecho procesal agra~ 
río. Editorial Porrúa. México. 1993. p. 507 

(17) Ibid p. 510 

(18) Ibid. p.511 
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Es oportuno anotar, que el criterio sustentado por el Se-

gundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, al resol 

ver el amparo directo en materia agraria, número 158-93, esta-

blece que: Aun cuando el artículo 189 de la Ley Agraria en ci­

ta, al último le otorga al Tribunal responsable amplias facul-

tades para la apreciación de las pruebas en conciencia, ello -

no los autoriza para que incurran en vicios en su raciocinio, 

omitiendo las razones de carácter humano que ha tenido en cuerr 

ta para llegar a tales o cuales consideraciones, máxime, cuan-

do el artículo 217 del CÓdigo Federal de Procedimientos Civi-

les al dejarle a su prudente arbitrio judicial el valor de las 

pruebas de que se trata, le está exigiendo razones de arbitrio, 

el cual debe estar debidamente fundado y motivado como lo estª 

blece el artículo 189 de la Ley Agraria vigente". (19) 

El artículo 16 Constitucional también es rector en materia 

de legalidad procesal. Integrado por diversas proposiciones 

normativas, son aplicables a la materia la primera de ellas y 

la comprendida en el penúltimo párrafO. Aquélla sostiene, con 

el más amplio alcance sobre los actos de autoridad, que: Nadie 

puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles 

o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autQ 

(19) MUÑOZ López, 
xico. 1994. 

Raúl. Guía legal agraria. Editorial Paco Mé­
p. 93 
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~ ridad competente, que funde y motive la causa legal del proce­

dimiento. 

Cuando esa afectación proviene de una autoridad, entra en 

juego la garantía que nuestra Constitución estatuye: para ser 

legítimo el acto que causa molestia o perturbación en el dere­

cho del particular, debe emanar de autoridad competente (A 

quien la Ley asigna atribuciones para producir el acto de que 

se trata), y constar en un escrito (Regla formal) en que se e~ 

presen el motivo y el fundamento del acto (Regla de fondo), e~ 

to es, los hechos que tome en cuenta la autoridad para dictar 

su determinación y las normas que justifiquen esa determina-­

ción. 

La Constitución Federal no hace salvedades a propósito de 

esta garantía: no dice que algunos actos de molestia deben es­

tar fundados y motivados, y otros pueden no estarlo, deben es­

tarlo todos, principio aplicable, entre otras hipótesis, a cu~ 

lesquiera mandamientos jurisdiccionales (Así, los de los TribQ 

nales Agrarios) en que se dispongan esas molestias para las 

personas en su familia, domicilio, persona, papele~ posesio-­

nes de un particular. 

112 



Con respecto al tema, la Suprema corte de Justicia de la -

Nación ha establecido la siguientes Jurisprudencia: 

"FUNDAMENTACION y MOTIVACIONo- Debe estar en el cuerpo de 
la resolución y no en documento distinto. Las autoridades 
responsables no cumplen con la obligación constitucional -
de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pro-­
nuncian, expresando las razones de hecho y consideraciones 
legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documen 
to distinto (o no aparecen en tales resoluciones). Suprema 
Corte de Justicia. Informe de 1981. Segunda Sala. Tesis 
Número 5 o po 8 o" (20) 

Podemos decir que, la Suprema Corte de Justicia de la Na-

ción, ha establecido que todo acto de autoridad debe estar.ad~ 

cuado y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por -

lo primero, que ha de expresarse con precisión el precepto le­

gal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señª 

larse con precisión las circunstancias especiales, razones par-

ticulares o causas inmediatas que se hayan tenido en considera-

ción para la emisión del acto. La fundamentación obliga a las -

autoridades a la aplicación precisa de la Ley al caso concreto, 

para justificar legalmente sus resoluciones y que éstas no sean 

arbitrarias , debiendo existiruna correlación con los razona---

mientas que llevaron a esa autoridad a la conclusión de que el 

acto concreto encuadra en los preceptos legales invocados. La -

falta de motivaci6n y fundamentación en las sentencias agrarias 

constituyen violaciones de fondo que dan materia al amparo. 

(20) _ • 
MUNOZ L6pez, Raulo opo cito, po 166 
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4.6.- POSIBLES SOLUCIONES 

El Estado de Derecho es el Estado sometido al Derecho, o -

mejor dicho el Estado cuyo poder y actividad vienen regulados y 

controlados por la ley; el Estado de Derecho consiste así fund~ 

mentalmente, en el "Imperio de la Ley". Derecho y Ley entendi-

dos en este contexto como expresión de la voluntad general . El 

Estado de Derecho como Estado con poder regulado y limitado por 

la Ley se contrapone a cualquier forma de Estado absoluto y to-

talitario y totalitario, como Estados con con poder ilimitado, 

en el sentido de no controlado jurídicamente o al menas, insufi 

cientemente regulado y sometido al Derecho. La idea de control 

jurídico, de regulaci6n desde el Derecho de la actividad esta-

tal, de limitación del poder del Estado por el sometimiento de 

a la ley, aparecen, pues, como centrales en el concepto del Es-

tado de Derecho, en relación siempre con el respeto al hombre, 

a la persona humana y a sus derechos fundamentales.(21) 

Las características generales que corresponden, como exi-

gencias imprescindibles, a todo auténtico Estado de Derecho pue 

den concretarse fundamentalmente en las siguientes notas: 

ralo 

(21 ) 

a).- Imperio de la ley; como expresión de la voluntad gen~ 

DIAZ, Elías. Estado de derecho 
torial EDICUSA. 2a. Edición. 
7-8 
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b).- Separación de poderes: Legislativo, Ejecutivo y Ju-

dicial. 

c).- Legalidad de la Administración: regulación por la -

Ley y control judicial. 

d).- Derechos y libertades fundamentales: garantía jurí-

dico-formal y realización material. 

a).- El imperio de la Ley constituye la nota primaria y 

fundamental del Estado de Derecho. En el Estado de Derecho la 

Leyes la concretización racional de la voluntad popular mani 

festada, con las posibles intervenciones del Ejecutivo a tra-

vés de un órgano de 

La Ley ordinaria se 

representación popular libremente elegido. 

c~nexiona y subordina a la Ley Fundamen-

tal (Constituci6n) y el control de constitucionalidad de las 

leyes asegura precisamente esa conexión y subordinación. 

b}.- La existencia de un régimen o separación o división 

de poderes es también, en segundo lugar, exigencia ineludible 

para un Estado de Derecho. Significa esto que la creación de 

las leyes (función legislativa) corresponde al Poder Legisla-

tivo y que la aplicación de las leyes (funciones ejecutiva y 

judicial) corresponde bajo esas dos formas a los Poderes Eje-

cutivo y Judicial; quiere esto decir, fundamentalmente, que -

no pOdrán ser considerados legisladores en sentido estricto y 
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formal, los órganos ejecutivos, a pesar de sus facultades no~ 

mativas, ni tampoco los órtanos judiciales del Estado; que 

los titulares de los Poderes Legislativo y Ejecutivo no po--

drán juzgar, ni inmiscuirse en la función judicial, y que los 

encargados de la función ejecutiva no serán los órganos legi~ 

lativos ni los judiciales. 

c).- De manera muy general, el principio de legalidad de 

la Administración puede enunciarse como exigencia de someti-

miento de la Administración a la Ley; quiere ello decir que -

la Administración, en su actuación, deberá siempre respetar -

esa primacía de la Ley, ajustando a ella su modo de proceder; 

la Administración realizará sus actos basándose en una Ley 

preexistente. La Ley constituye el límite de la Administra--

ción. 

d).- puede muy bien afirmarse que el objetivo de todo E~ 

tado de Derecho y de sus instituciones básicas que estamos 

analizando, se centra en la pretensión de lograr una suficieg 

te garantía y seguridad jurídica para los llamados derechos -

d d h (22)E b" , fun amentales e la persona umana. 1 esta leClmlento jurl-

dico-constitucional de los derechos fundamentales de la persQ 

na aparece, en efecto, coma eje de todo Estado de Derecho. 

(22) DIAZ, Elías. op. cit., p.25 
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para concluir este tema trazaremos un esquema de los prig 

cipales derechos que, cabe considerar como exigencias humanas 

fundamentales; solamente nos limitaremos a la enunciación de -

aquéllas cuya protección se considera más necesaria dentro de 

un Estado de Derecho: 

a).- Derecho a la vida y a la integridad física. Respeto a 

la dignidad moral de la persona. 

b).- Derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. 

Derecho a una veraz información. 

c).- Derecho a la libertad religiosa y de creencias. 

d).- Derecho a la libertad de reunión y asociación(parti­

dos políticos, sindicatos, etc). 

e).- Derecho a la libertad de circulación y residencia e 

inviolabilidad del domicilio, correspondencia, etc. 

f).- Derecho efectivo a una participación igualitaria en 

lo que respecta a la propiedad. 

g).- Derecho a la seguridad y garantía en la administra-­

ción de justicia. 
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Este esquema, no pretende, ni mucho menos agotar el cua-­

dro de los derechos y libertades que deben ser reconocidos Y -

jurídicamente garantizados a todo hombre; solamente se ha indi 

cado el núcleo central de aquéllos cuya falta o arbitraria li­

mitaci6n impide la existencia de un auténtico Estado de Dere­

cho y favorece la implantaci6n de un sistema pOlítico absolu­

tista o totalitario. 

Nunca han faltado en la historia de México, críticas (de~ 

de dentro y desde fuera) dirigidas al sistema judicial, a los 

jueces, a la administraci6n de justicia en si misma considera­

da: lentitud exasperante en su funcionamiento,carestía del pr2 

ceso para el litigante, conservadurismo social quizá especial­

mente acentuado en los más altos tribunales, intentos constan­

tes por parte del Poder Ejecutivo, Judicial o del poder econ6-

mico, para someter al Poder Judicial. Todo ello plantea, es -

indudable, cuestiones enormemente pOlémicas, de las que, en 

ocasiones, se han nutrido frecuentes actitudes de recelo y de~ 

confianza popular hacia estos organismos e instituciones enca~ 

gadas de esa administración de justicia. Estas actitudes en -

algunas ocasiones son plenamente justificadas, lo cual demos­

traremos con los siquientes ejemplos: 
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1.- Con fecha 21 de Junio de 1985 el titular del órgano -

jurisdiccional (C. Juez Vigésimo Séptimo Civil) emitió Senten­

cia mediante la cual ordenaba la restitución del predio ubica­

do en el lote 2, Manzana 183, calle Diez, Timoteo Mendoza. Zo­

na Urbana de San Nicolás Totolapan, Delegación Contreras, al -

señor Leonardo Coyol Sa1azar y con fecha 19 de Julio de 1989 -

dicho funcionario ordenó la entrega material del predio a1udi 

co. Por otro lado, el día 28 de noviembre de 1991 el C. Noti_ 

ficador y Ejecutor, Licenciado David Cervantes A1va, se consti 

tuyó en el domicilio ubicado en el lote 01, manzana 902, zon~ 

74 Colonia San Nicolás Toto1apan, Delegación Tlalpan, con el 

objeto de dar cumplimiento a la sentencia emitida, por lo que 

procedió a desalojar de su inmueble, con el auxilio de la fue~ 

za pública, a la señora Rafaela Eumaña Hernández no obstante -

haberse indicado que el predio en el que se realizaba la dili­

gencia de lanzamiento no correspondía al señalado en la senterr 

cia dictada. Es evidente pues que la sentencia del juicio en 

análisis (1203-82) fue indebidamente ejecutada, ya que hubo 

error en el objeto motivo de la sentencia y en la persona que 

fue condenada. La Comisión Nacional de Derechos Humanos seña­

la ~ue la conducta desplegada por el servidor pÚblico en cita 

puede ser constitutiva de delito, si la misma encuadra en las 

hipótesis previstas en la fracción VII del artículo 225 del C2 

digo Penal para el Distrito Federal, que a la letra dice: 
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, 
"ARTICULO 225.- Son delitos contra la administraci6n de -
justicia, cometidos por servidores públicos los siguien-­
tes: 

VII.- Ejecutar actos o incurrir en omisiones que produz-­
can un daRo o concedan a alguien una ventaja indebidos 1'.(23) 

La conducta realizada por el funcionario jUdicial produjo 

un daño en la persona de la hoy quejosa, puesto que la privó -

de su propiedad, además de conceder una ventaja indebida al a~ 

tor del juicio del cual derivaron los hechos que motivaron una 

queja, pues le dió en posesión un inmueble al que no tenía de­

recho alguno.'2 4 ) 

2.- La Juez Primero de Primera Instancia de la Paz no CU~ 

pIió en sus términos con el exhorto que había recibido de par-

te del Juez Trigésimo Séptimo de 10 Familiar del Distrito Fed~ 

ral, ya que de acuerdo al juicio de alimentos y custodia de m~ 

nor que inició la quejosa en contra de su cónyuge, éste le de-

bía entregar a sus dos menores hijos. Sin embargo, el demand~ 

do no fue debidamente emplazado ni se le apercibió de la entr~ 

ga que tenía que hacer de los menores a la parte actora, lo 

que provocó el incumplimiento del pedimento judicial del Juez 

exhortante. Además la Juez Primero de Primera instancia de la 

(23) c6digo Penal para el Distrito Federal. Editorial Porrúa. 
49a. Edici6n. México. 1994. pp. 80-81 

(24) Gaceta de la Comisión Nacional de derechos Humanos. núme­
ro 30. Enero de 1993. p. 119 
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Paz proporcionó informes inexactos a la Comisión Nacional de -

Derechos Humanos para justificar supuestamente la forma en que 

fue notificado el demandado. La Comisión Nacional de Derechos 

Humanos recomend6 (RECOMENDACION 18-93) iniciar una investiga-

ción respecto a todo el personal del Juzgado Primero de prime-

ra Instancia de 10 Familiar de la Paz y, en su caso, la imposi 

ción de la medida disciplinaria que proceda a la C. Juez Titu­

lar del Juzgado de referencia. (25) 

3.- La Comisi6n Nacional de De~echos Humanos recibió, el 

día 31 de Julio de 1992, el escrito de Queja firmado por el sg 

ñor Javier Rosales Romero en el que manifestó que sus derechos 

humanos habían sido violados por la C. Juez Vigésimo Quinto Pe-

nal del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, li 

cenciada Hermelinda Silva Meléndez. 

Expresó el quejoso que en su carácter de Defensor de Ofi-

cio adscrito al Juzgado vigésimo Quinto Penal, dirigió varios 

escritos a la C. Juez Hermelinda Silva Meléndez, solicitándole 

le permitiera comunicarse con diversos indiciados antes de que 

rindieran su declaración preparatoria, conforme a 10 que esta-

b1ecen los artículos 20 Constitucional y 289 del Código de PrQ 

cedimientos Penales para el Distrito Federal, sin haber recibi 

( 25) 
Gaceta de la Comisión Nacional de Derechos Humanos. 
ro 32. Marzo de 1993. p. 48 
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do respuesta hasta el 14 de abril de 1993. Asimismo, señaló que 

cuando ha tratado de comunicarse con los indiciados o procesa--

dos, la C. Juez del conocimiento le ha llamado la atención por 

conducto de los secretarios de Acuerdos del Juzgado a su cargo, 

licenciados Mauro Morales Sánchez y Rafael Santos Quevedo, por 

lo que estima que también han sido violados los derechos huma-

nos de los indiciados o procesados al impedírseles la comunica­

ci6n con su Defensor de Oficio. (26) 

4.- La Comisi6n Nacional de Derechos Humanos envi6 al Pre-

sidente del Supremo tribunal Superior de Justicia del Estado de 

Michoacán la RECOMENDACION 142-93, el 27 de Julio de 1993, y se 

refirió al caso del señor Juan Guzmán Jacinto, en contra de cu-

ya persona el 3 de Diciembre de 1990 se inició proceso penal 

por el delito de robo, sin que se dictara sentencia en el térmi 

no constitucional, ya que el C. Juez Segundo de Primera Instan-

cia de Zitácuaro se declaró incompetente en la causa penal 269-

990, en favor del Juez Sexto de Primera Instancia de Morelia, -

quien a su vez se declaró incompetente en la causa penal 36-91, 

en favor del Juez Primero de lo Penal de Morelia, quien el lo., 

de abril de 1991 inició el proceso penal 77-91 y dictó senten-­

cia hasta el 29 de abril de 1993. Se Recomendó iniciar la inve~ 

Gaceta de la Comisión Nacional de Derechos Humanos. 
34. Mayo de 1993. p. 219 
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t 
tigación y procedimiento administrativo correspondiente con el 

fin de determinar la responsabilidad en que incurrió el Juez -

Primero de lo Penal de Morelia y, en su caso, aplicar las san­

ciones que procedan~27) 

5.- La RECOMENDACION 180-93, de la Comisión Nacional de -

Derechos Humanos del 6 de Septiembre de 1993, se envi6 al Jefe 

del Departamento del Distrito Federal y al Presidente del Tri-

bunal Superior de Justicia del Estado de México, y se refirió 

al caso del señor Jorge Luis Hernández Morales, quien, el 17 -

de mayo de 1987, fue ingresado al Reclusorio Preventivo Norte 

del Distrito Federal, quedando a disposición del C. Juez Quin-

to Penal, el cual declinó su competencia en favor del C. Juez 

Cuarto Penal de Texcoco, quien inici6 la causa penal 230-87 y 

solicit6 al Director del Reclusorio efectuar el traslado corre~ 

pondiente, sin embargo, éste no se realizó debido a que el qu~ 

josa estaba a disposición del Juez Segundo de Distrito en Mat~ 

ria Penal del Distrito Federal, el cual dict6 sentencia el 31 

de mayo de 1988, la que al ser recurrida redujo la condena a -

un año nueve meses de prisión. Fue hasta el 5 de junio de 1991, 

cuando el quejoso fue trasladado a Texcoco, en cuyo juzgado se 

dict6 sentencia condenatoria el 3 de marzo de 1992. Lo ante-

(27) 
Gaceta de la Comisión Nacional de Derechos Humanos. número 
38. Septiembre de 1993. p. 120 
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rior significa que el Director del Reclusorio mantuvo privado 

ilegalmente de su libertad al quejoso por dos años y cuatro m~ 

ses, ya que no obstante haber cumplido con la sentencia,sigui6 

detenido. Además, el Juez Cuarto de Texcoco se abstuvo de re~ 

lizar diligencia alguna en la causa penal 230-87, con la cons~ 

cuente dilación para dictar sentencia. Se recomendó al Jefe -

del Departamento del Distrito Federal, iniciar procedimiento -

administrativo en contra del ex-director del Reclusorio Norte, 

para determinar la responsabilidad en que incurri6 en el ejer-

cicio de sus funciones y, en su caso, dar vista al C. Agente -

del Ministerio Público competente. Al Presidente del Tribunal 

Superior de Justicia, iniciar procedimiento administrativo en 

contra del Juez Cuarto Penal del Distrito Judicial de Texcoco, 

para determinar la responsabilidad en que incurri6 en ejerci--

cio de sus funciones y, en su caso, dar vista al C. Agente del 

Ministerio Público competente.(28) 

6.- El 22 de Diciembre de 1993, la Comisión Nacional de -

Derechos Humanos envi6 la RECOMENDACION 257-93 al C. Secreta--

rio de la Reforma Agraria (Víctor Cervera Pacheco) y se refi-

ri6 al caso del señor José Sacramento Palacios Martínez.La qu~ 

ja fue presentada por el señor Raúl Mercado Palacios, quien s~ 

( 28) 
Gaceta de la Comisi6n Nacional de Derechos Humanos. número 
39. Octubre de 1993. p. 176 
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~ Ba16 que el agraviado disputaba con otro particular la titula­

ridad de los derechos agrarios de un solar urbano del ejido 

"Fresno del Norte" ubicado en el Municipio de Francisco l. Ma­

dero, Coahuila y que la Comisión Nacional Agraria Mixta de ese 

Estado se había dilatado en resolverlo. Se recomendó que se -

giraran instrucciones para que, a la brevedad posible, se eje­

cute la resolución de la Comisión Agraria Mixta del estado de 

Coahuila, del 14 de marzo de 1990, y que se inicie el procedi­

miento administrativo para determinar la responsabilidad en 

que pudieron haber incurrido los integrantes de dicho organis­

mo con motivo de su dilación. 

Del análisis de los hechos y de las evidencias recabadas 

por la Comisión Nacional de Derechos Humanos, se advierte que 

la ~omisión Agraria Mixta del estado de Coahuila dictó una re­

solución, con fecha 14 de marzo de 1992, pUblicada el 14 de ago~ 

to del mismo año, por medio de la cual resolvió un juicio de -

privación de derechos agrarios y, por otra parte, reconoció d~ 

rechos agrarios a varias personas, entre las que se encontra-­

ban José Sacramento Palacios Martínez. No obstante lo ante-­

rior, a más de tres años de la pUblicación de la citada resol~ 

ción, la Secretaría de la Reforma Agraria no ha proveído lo ng 

cesario para su ejecuci6n, lo que se traduce en una injustifi-
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cada dilación en el trámite en contra de los derechos fundamen 

tales del señor José Sacramento Palacios Martínez. Al respef. 

to, debe tenerse en cuenta que la derogada Ley Federal de Re­

forma Agraria reguló, en su Capítulo 11 del Título Sexto, Li-

bro Quinto, el procedimiento para la privación de derechos 

agrarios, que establecía en su artículo 433 10 siguiente: 

"ARTICULO 433.- Las resoluciones dictadas por las ComisiQ 
nes Agrarias Mixtas serán publicadas en el Periódico Ofi­
cial de la Entidad Federativa correspondiente y las que -
emita el Secretario de la Reforma Agraria se publicarán -
además en el periódico Oficial de la Entidad de que se 
trate, en el Diario Oficial de la Federación. 

Las resoluciones se remitirán al Registro Agrario Nacio-­
nal para los efectos de su inscripción y expedición de 
los certificados correspondientes y al ejecutarse se noti 
ficará al comisariado ejidal para que en el caso de que -
haya procedido a la nueva adjudicación, convoque a asam-­
blea general con el objeto de adjudicar la o las unidades 
de dotación de que se trate, en los términos de esta Ley". (2~ 

Se observa que la Comisión Agraria Mixta del estado de Coa­

huila incumplió las disposiciones de la derogada Ley Federal de 

Reforma Agraria, en ese tiempo aplicables, ya que solamente pu-

blicó su resolución, de fecha 14 de marzo de 1990, recaída a un 

juicio de privación de derechos agrarios, y se abstuvo de pro-

veer su ejecución, ya que no se comprobó, por parte de la auto-

(29 ) 
Ley Federal de Reforma Agraria. Editorial Porrúa. 33a. 
Edición. México. 1989. p. 154 
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• ridad, la remisión de dicha resolución al Registro Agrario Na­

cional para la expedición de los certificados de derechos agr~ 

ríos correspondientes, ni la notificación al comisariado del -

ejido "Fresno del Norte" para que en asamblea general se adju­

dicaran las unidades de dotación concedidas a los beneficia-­

ríos señalados en la misma resolución, entres quienes se en-­

cuentra el señor José Sacramento Palacios Martínez. 

En adición a lo anterior, debe resaltar se que tanto el Di 

rector General de Asuntos Jurídicos como el Delegado de la s~ 

cretaría de la reforma Agraria en la comarca lagunera inform~ 

ron que desconocían si ya se había remitido el expediente al 

Tribunal Unitario Agrario correspondiente para su ejecución, 

por lo que la dilación de más de tres años en que ha incurri­

do la Comisi6n Agraria Mixta del Estado de Coahuila para eje­

cutar la multicitada resOlución, carece de fundamento legal -

alguno, en virtud de que ni las propias autoridades agrarias 

están enteradas del desarrollo y avance de los procedimientos 

agrarios, 10 que exhibe un marcado desinterés y negligencia en 

el desempeño de un servicio que es pÚblico, y como tal, debe 

apegarse estrictamente al marco normativo vigente, situación 

que al no cumplirse por desinterés de las autoridades se trad~ 

ce en agravios a las garantías individuales del señor José Sa-
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cramento palacios Martínez. Por último, destaca el hecho de -

que la Comisión Nacional de Derechos Humanos propuso a la Se-

cretaría de la Reforma Agraria que, en vía de amigable compos! 

ción, realizara los actos jurídicos necesarios para la ejecu--

ción de la resolución de la Comisión Agraria Mixta relativa a 

este asunto; pero la autoridad agraria no contestó si aceptaba 

o rechazaba la referida propuesta, lo que corrobora el desint~ 

rés de su parte por resarcir al señor José Sacramento Palacios 

en sus garantías individuales.(30) 

7.- El lunes 20 de marzo de 1995 fue presentada una denun 

cia ante la Procuraduría General de la república por Salvador 

Rosas Magallón en contra del Titular de la Secretaría de la Rg 

forma Agraria (Víctor Cervera Pacheco), por el delito de falsl 

ficaci6n de planos y documentos para favorecer al grupo Koster 

con la concesión, hasta el año 2046, de una peninsulita del E~ 

tado de Baja California. Con ello desobedeció una resolución 

presidencial y despojó de sus tierras y privó de sus derechos 

a pequeños propietarios de la región. Con sus acciones el ex--

funcionario enfrentó a supuestos ejidatarios con pequeños pro-

pietarios y al permitir que en función de un desarrollo turís-

tico sin precedente se comercializarán ilegalmente las tierras 

00) 
Gaceta de la Comisión Nacional de Derechos humanos. número 
43. Febrero de 1994. p. 136 
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el asunto está a punto de convertirse ahora en un escándalo a 

nivel internacional, debido a que la mayoría de los comprado-­

res son estadounidenses. (31 ) 

8.- Dolido y triste, con una trayectoria de 35 años en la 

procuración de justicia, el abogado penalista Abraham Polo Uz­

canga present6, el 27 de marzo de 1995, su renuncia como Magi~ 

trado numerario del Tribunal Superior de Justicia del Distrito 

Federal. El motivo: desobedecer las consignas del Presidente 

de ese 6rgano jurisdiccional, Licenciado Saturnino Agüero, 

quien le exigió violar en tres ocasiones el principio de impa~ 

cialidad en la impartición de justicia. En el primer caso, a 

principios de 1993, resolvi6 dictar el auto de libertad en fa-

vor de un individuo acusado de abuso de confianza, a quien el 

Secretario de Hacienda, Pedro Aspe, tenía "interés" en encarc~ 

lar, según refirió Saturnino Agüero a Polo Uzcanga. Pero no h~ 

bía elementos para encarcelarlo, dice éste. 

En el segundo caso, dictamin6 la inocencia de los ocho ac~ 

sados de haber colocado, el 8 de enero de 1994, un auto-bomba 

en Plaza Universidad, por lo cual, según Polo Uzcanga, el Li­

cenciado Saturnino AgÜero concluyó que carecía de sensibilidad 

política. 

~1) Revista PROCESO. n6mero 960. 27 de Marzo de 1995. p. 34 
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y el último caso, el 23 de marzo de 1995, por negarse a la 

autorizaci6n de una orden de aprehensión sin que el Juez de la 

causa hubiera siquiera encontrado elementos constitutivos del -

delito. 

El Licenciado Abraham Polo Uzcanga reflexiona: "Yo conside­

ro que para cambiar el Poder Judicial, necesitamos ser libres y 

resolver todo con estricto apego a derecho, no con consignas". 

Una verdadera divisi6n de Poderes, concluye, evitaría ese 

tipo de irregularidades, algo que hoy "no existe". (32) 

Retornando el objetivo de nuestra Tesis, podemos decir que 

en la Ley Agraria tenernos una norma controvertible, la cual de­

be ser revisada para evitar dudas y criterios encontrados. En -

efecto, el artículo 189 dispone que las sentencias de los Trib~ 

nales Agrarios se dictarán a verdad sabida sin necesidad de s~ 

jetarse a reglas sobre estimaci6n de las pruebas, sino aprecian 

do los hechos y los documentos según los Tribunales lo estima-­

ren debido en conciencia, fundando y motivando sus resoluciones" 

Esta disposici6n es oscura y contradictoria, y abre la puerta a 

la duda, la impugnación y el debate. Por un lado parece orien­

tarse a la valoraci6n en conciencia, sin sujeci6n a regla algu-

(32 ) 
Revista PROCESO. número 962. 10 de Abril de 1995. p. 36 

130 



na , exactamente como lo haría el jurado popular en un procedi 

miento penal, por el otro. exige la motivact6n y fundamenta--­

ci6n de las resoluciones, como se espera de cualquier acto de 

autoridad, lo cual obliga a valorar el material probatorio reg 

nido en el proceso y razonar cuidadosamente la fuerza de aquél 

material para sostener la resolución que el tribunal adopte. 

Pensamos que la valoración en conciencia, sin sujeción a -

regla alguna de ninguna manera puede ser aplicable al procedi­

miento agrario. Para fundamentar nuestra posición cabe remi­

tirmos a los ejemplos citados en los cuales observamos que tan 

to en el proceso civil, familiar, penal, así corno en la actua­

ción de algunos funcionarios públicos; los titulares de los 2r 

ganas jurisdiccionales y de los administrativos no se apegan a 

las normas previamente establecidas, lo cual es s!ntQma" de 

que se está violando el principio de legalidad que debe carac­

terizar a todo Estado de Derecho. 

Mi opinión es en el sentido de que debe prevalecer el sis­

tema de valoración legal o prueba tasada. De tal manera que -

sea la Ley la que tase el valor de la prueba, evitando así que 

el juzgador le asigne cierto poder de convicci6n: en otras pa-
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labras la convicción no se forma en el ánimo del juzgador, sino 

que se halla determinada por la Ley, que el magistrado traslada 

llanamente a la sentencia. Con esto la tasación del valor de -

la prueba no responderá a un simple capricho autoritario del ti 

tular del órgano jurisdiccional, ni a presiones del Poder EjecQ 

tivo, del LegiSlativo o de los grupos económicamente poderosos. 

Las soluciones para terminar con la oscuridad de la redac-­

ción del artículo 189 de la Ley Agraria son a mi modo de ver las 

siguientes: 

1.- Eliminar el concepto: Ha verdad sabida". 

2.- Eliminar los conceptos: "Sin necesidad de sujetarse a 

reglas sobre estimación de las pruebas"· 

3.- Eliminar los conceptos: "sino apreciando los hechos y 

los documentos según los Tribunales lo estimaren debido en con­

ciencia". 

4.- Mejorar la alusión a los motivos y fundamentos de la -

sentencia, diciendo en forma directa que el Tribunal se apegará 

al valor de las pruebas que establece el CÓdigo Federal de Pro­

cedimientos Civiles. 
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5.- Establecer el principio del análisis conjunto de las 

pruebas, para conjurar el riesgo siempre presente, de que se 

examinen en forma separada sin verdadera correlación entre sí 

como es debido. 

En conclusión, la redacción que proponemos del artículo 

189 de la Ley Agraria debe ser la siguiente: 

"ARTICULO 189.- Las sentencias de los Tribunales Agrarios 
se dictarán tomando en consideración el valor probatorio -
que el CÓdigo Federal de Procedimientos Civiles establece 
para las pruebas en general. Asimismo, se establecerá la 
aplicación supletoria del C6digo Federal de Procedimientos 
Penales a efecto de poder valorar la prueba de careos. El 
examen de las pruebas debe ser hecho por el titular del ó~ 
gano jurisdiccional no considerándolas aisladamente sino -
adminiculando unas con otras, enlazando y relacionando to­
das. Los Magistrados deberán fundar y motivar sus resol~ 
ciones". 

Con esta propuesta, queremos coadyuvar con nuestro mode~ 

tos conocimientos en derecho agrario a tratar de solucionar el -

problema de la administración de justicia, buscando sobre todo -

una justa impartición de justicia para los sujetos de derecho 

agrario. 
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CONCLUSIONES 

1.- Con las reformas al artículo 27 Constitucional publicadas 

en el Diario Oficial de la Federación y con la entrada en vi­

gor de la Ley Agraria el día 27 de Febrero de 1992, se establ~ 

cieron las bases legales para la creación de la Procuraduría -

Agraria la cual tiene sus antecedentes más remotos en la figu­

ra del Protector Fiscal que estuvo en funciones durante la 

etapa conocida como Colonial. 

2.- otro antecedente de la Procuraduría Agraria lo constituye 

la Procuraduría de Pueblos, que se creó por Decreto del 22 de 

Noviembre de 1921, en cada Entidad Federativa para patrocinar 

a los poblados en sus gestiones de dotación o restitución de -

ejidos. En 1953, se constituyó po~ Decreto Presidencial, la 

Procuraduría de Asuntos Agrarios, con personal en oficinas cerr 

trales y foráneas del Departament~ Agrario, para el asesora-­

miento gratuito de los campesinos. 

3.- En el último Reglamento Interior de la Secretaría de la R~ 

forma Agraria (1989) encontramos a la Direcci6n General de la -
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• 
Procuraduría Social Agraria, con funciones de asesoría, ges-­

tión, resolución de controversias en la vía conciliatoria, con 

una modalidad interesante: se convirtió en autoridad agraria -

para instruir los procedimientos de nulidad de fraccionarnien-­

tos de propiedades afectables. 

4.- Las reformas constitucionales de 1992( Fracción XIX, del 

artículo 27), y la entrada en vigor de su Ley Reglamentaria 

constituyen el fundamento legal para la creación de un órgano 

específico para la procuración de la justicia agraria (Procurª 

duría Agraria) que nace como un organismo descentralizado, con 

personalidad jurídica y patrimoniO propio, sectorizado en la -

Secretaría de la Reforma Agraria. Tiene funciones de servicio 

social y está encargada de la defensa de los derechos de los -

ejidatarios, comuneros, ejidos, comunidades, avecindados, jor­

naleros agrícolas, sucesores de ejidatarios o comuneros, etc. 

5.- La justicia agraria en México hoy, se deposita en los T~ 

bunales Agrarios de reciente creaci6n, con motivo de las refoL 

mas al artículo 27, la vigencia de una nueva Ley Agraria y la 

expedición de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, todas 
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en el año de 1992. Como un compromiso de la más alta priori-­

dad, para el Estado Mexicano, está el de procurar, promover y 

garantizar una justicia honesta, pronta y expedita para los sy 

jetos del Derecho Agrario. 

6.- Los Tribunales Agrarios son 6rganos jurisdiccionales, es­

tablecidos constitucionalmente con una competencia propia y d~ 

finida, encargados de la administraci6n de la justicia agraria. 

La naturaleza jurídica de estos Tribunales es peculiar aun por 

la fuente del nombramiento de los Magistrados. Su estructura y 

organizaci6n responden a la trascendencia e importancia de su 

ministerio. 

7.- Los Tribunales Agrarios gozan de plena autonomía para di~ 

tar sus fallos, sin influencias de ninguna naturaleza ni pre-­

siones externas (situaciones de Derecho). El origen de su nom­

bramiento, que corresponde a la Cámara de Senadores o, en sus 

recesos, a la Comisión Permanente, y el hecho de que no puedan 

ser separados de sus funciones durante el periodo de su mombr~ 

miento, sino por motivos plenamente justificados, aseguran esa 
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.' autonomía. Gozan, por otra parte, de jurisdicción plena, y ti~ 

nen poder para ejecutar sus sentencias. 

B.- Volviendo a la Procuraduría Agraria, observamos que tiene 

una atribución para llevar a efecto una función en defensa de 

los derechos e intereses de los sujetos agrarios, destaca la -

que realiza con el carácter de ombudsman campesino, así, tene­

mos por ejemplo: el hecho de que la instituci6n debe prevenir 

y denunciar ante la autoridad competente, la violaci6n de las 

leyes agrarias, para hacer respetar el derecho de sus asistidos 

a instar a las autoridades agrarias a la realización de funciQ 

nes a su cargo y emitir Recomendaciones que considere pertinentes. 

9.- Por lo que hace a los Tribunales Agrarios, la Ley Orgáni­

ca de los Tribunales Agrarios le atribuye su carácter de 6rga­

nos federales encargados de administrar justicia agraria en t2 

do el territorio nacional. Los Tribunales se constituyen: por 

el" Tribunal Superior Agrario, integrado por cinco Magistrados 

Numerarios y un supernumerario~ y por Tribunales Unitarios Agra 

rios distribuidos en toda la República (originalmente eran 34). 

Cabe destacar que éstos operarán como 6rganos itinerantes. 
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.' 10.- Dentro de las características de la administración de la 

justicia agraria, en M6xico tenemos a la llamada t'Justicia 

itinerante!!. Es un nuevo término que ha dado como resultado -

una mayor procuración y administración de justicia, en los PQ 

blados más alejados de la sede del Tribunal. La justicia iti­

nerante obliga a los Magistrados a trasladarse a diversos lu-

gares, pequeñas ciudades, ejidos, comunidades, para impartir 

la justicia agraria y lograr hacerla efectiva, pronta y expedita. 

11.- En nuestro Derecho Procesal Civil, los sistemas de valor~ 

ción de las pruebas son: prueba legal o tasada: el juez al va-

lorar las pruebas, debe aplicar las normas previamente establ~ 

cidas. Prueba libre, el juez no necesita aplicar normas previ~ 

mente establecidas, sino que las valora libremente, seg6n su -

propio qriterio. Prueba mixta, es una combinación de las ante­

riores:-'prueba de la sana crítica, el juez valora las pruebas 

seg6n su ciencia y experiencia. Uno de los principales proble-

mas que se presenta en la impartición de la justicia agraria, 

es el de dilucidar bajo que sistema se rigen los Tribunales 

Agrarios. Pues, la redacción del artículo 189 de la Ley Agra--

ria es contradictoria. 
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12.- En la historia de la administración de justicia en México, 

siempre han existido críticas dirigidas al sistema judicial, a 

los jueces, a los magistrados; se dice que hay lentitud exasp~ 

rante en el funcionamiento de los órganos encargados de admi-­

nistrar justicia; carestía del proceso para el litigante; in-­

tentos de presi6n de parte del Poder Ejecutivo Federal o de 

los grupos económdcamente poderosos. Debernos reconocer que éstas actitudes 

críticas en algunas ocasiones son plenamente justificadas. 

13.- En consideraci6n a la Conclusi6n que antecede, nuestra 

opini6n es en el sentido de que debe prevalecer el sistema de 

valoraci6n legal o tasado en el proceso de naturaleza agraria. 

Pues, de esta manera los titulares de los órganos jurisdiccio­

nales se deberán apegar a las normas establecidas, además de -

motivar y fundamentar sus sentencias. Con esto, la tasaci6n 

del valor de la prueba no responderá a un simple capricho autQ 

ritario del Magistrado Agrario del conocimiento de la causa, y 

por lo tanto se librará de las presiones del Poder Ejecutivo -

o de las personas que tienen el poder económico, que general-­

mente le soliciten que dictamine en tal sentido. 
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14.- Para lograr lo mencionado, pensamos que es necesaria la 

reforma al artículo 189 de la Ley Agraria, y que se estable! 

ca de manera que no deje lugar a dudas, que el Magistrado 

Agrario al dictar sus sentencias debe valorar las pruebas de 

acuerdo al sistema legal o tasado. La reforma se encamina a 

que el texto del citado artículo quede redactado de la sl---

guiente manera: 

"ARTICULO 189.- Las sentencias de los Tribunales Agra-­
rios se dictarán tomando en consideración el valor pro­
batorio que el Código Federal de Procedimientos Civiles 
establece para las pruebas en general. Asimismo, se es­
tablecerá la aplicación supletoria del Código Federal -
de Procedimientos Penales a efecto de poder valorar la 
prueba de careos. El examen de las pruebas debe ser he­
cho por el titular del Organo Jurisdiccional no consid~ 
rándolas aisladamente sino adminiculando unas con las -
demás, enlazando y relacionando todas. Los Magistrados 
deberán fundar y motivar sus resoluciones " , 

Es importante precisar que, con la propuesta de reforma 

mencionada,se logró cumplir con el objetivo planteado en la 

presente investigación, ya que se logró demostrar que es evi 

dente la contradicción que el Legislador Federal estableció 

en el texto del citado artículo 189 de la vigente Ley Agra--

ria, motivo más que suficiente para promover su reforma; es-

to es, en el Congreso de la Unión. 
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